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Desde la publicación de la pa-
sada edición de BOLETIC se han 
producido importantes noveda-
des en el panorama normativo 
y estratégico en lo que respecta 
al funcionamiento de la Ad-
ministración. Por un lado, la 
publicación en BOE de las leyes 
39/2015, de 1 de octubre, del 
Procedimiento Administrativo 
Común de las Administraciones 
Públicas y la Ley 40/2015, de 1 
de octubre, de Régimen Jurídi-
co del Sector Público, que con-
forman el marco legal básico 
por el que se rige la operativa de 
la Administración Pública. Por 
otro, la aprobación en Consejo 
de Ministros de 2 de octubre del 
Plan de Transformación Digital 
de la Administración General 
del Estado (AGE) y sus organis-
mos públicos (Estrategia TIC 
2015-2020), que instrumen-
taliza las leyes anteriores en lo 
que concierne a la digitalización 
de la Administración, tanto en 
su relación con los ciudadanos, 

como en su funcionamiento 
interno.
Disponer de un marco legal y 
estratégico que tenga en cuen-
ta el uso de las Tecnologías de 
la Información en la Adminis-
tración acorde al momento en 
que vivimos es una condición 
necesaria para no aislarnos de 
la Sociedad y la ciudadanía, que 
es a la que servimos. 
Se constituye por tanto una 
base inicial sobre la que empe-
zar a trabajar. Ahora falta todo 
lo demás. Es absolutamente 
necesario que la Administra-
ción interiorice estos nuevos 
contextos y asuma el cambio 
que introducen. Es imprescindi-
ble  que las distintas unidades 
de negocio sectoriales vayan 
de la mano de la evolución 
tecnológica que dominan las  
unidades de tecnologías de la 
información, capaces de hacer 
de ese marco legal y estratégico 
una realidad. 

Una vez más, revindicamos el 
papel imprescindible de los 
Cuerpos de Tecnologías de la 
Información y las Comunicacio-
nes como motor de la innova-
ción para plantear y desarrollar 
la transformación digital de las 
Administraciones.   

Editorial

La transformación digital  
de las Administraciones
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Según ha detectado nuestra 
compañía tras conversaciones 
con sus clientes del sector pú-

blico, los principales desafíos a la 
hora de tomar decisiones eficaces 
son la explosión de la información, 
la falta de expertos y los ciclos más 
breves. Otros retos a la hora de gestio-
nar la información obtenida a través 
de datos son la falta de estructura de 
los mismos y de bases para predecir o 
prescribir en función de estos datos, 
así como la dificultad de transformar 
la información en conocimiento.

Las organizaciones del sector pú-
blico tienen a su disposición “ingre-
dientes” cada vez más sofisticados 
para sacar el máximo rendimiento 
al potencial de la analítica, pero aún 
queda mucho camino por recorrer. 
Así lo desvela un estudio de IBM 
Institute for Business Value, según 
el cual los profesionales de analítica 

del sector público pasan el 47% de su 
tiempo recopilando y organizando 
datos, tareas que no aportan valor.

Separar lo relevante dentro de este 
ingente (y creciente) volumen y di-
versidad de información disponible 
puede llegar a paralizar a las organi-
zaciones; sin embargo, la capacidad 
de conexión e integración de datos 
ofrece una interesante oportunidad 
para redefinir cómo interactuar y 
proporcionar servicios a los ciuda-
danos, las empresas y los empleados 
públicos en sectores como los servi-
cios públicos urbanos, la sanidad, la 
seguridad o los servicios sociales.

Servicios de valor para el ciudadano
Este es el caso de los servicios públi-
cos urbanos, donde desde un centro 
inteligente de operaciones se puede 
contar con una visión única e integra-
da que mejore la eficiencia de las ope-

raciones. De esta forma, mediante la 
monitorización y análisis de patro-
nes de comportamiento y la predic-
ción de congestión y atascos, se pue-
de gestionar y optimizar el tráfico en 
tiempo real, por ejemplo. Asimismo, 
gracias a la detección automática de 
incidentes y del establecimiento de 
protocolos de actuación, es posible 
utilizar de mejor manera los medios 
disponibles para responder rápida-
mente e iniciar operaciones de emer-
gencia. El ciudadano también jugará 
un papel clave, ya que se buscará una 
participación activa por su parte, y se 
les facilitará información precisa y 
puntual, a través de correos, llamadas 
y mensajes automáticos. 

Los responsables de la Seguridad 
Pública están cambiando su enfoque 
hacia una visión de Smarter Public 
Safety para hacer frente a las ame-
nazas de hoy en día mediante una 

El análisis de datos como valor  
estratégico para el sector público

RICARDO MÍGUEZ
Director de Analytics Solutions de IBM España, Portugal, Grecia e Israel. 

Debido a la creciente complejidad social, económica, política y medioam-
biental, las organizaciones públicas se ven forzadas a tomar decisiones 
más inteligentes, que sean capaces de ofrecer resultados de valor. La co-
nectividad se ha instalado en nuestra sociedad, debido a la proliferación 
y el rápido avance de las redes sociales y dispositivos móviles. Además, 
los cambios demográficos están impulsando nuevos comportamientos 
y expectativas por parte de los ciudadanos. En este contexto, se está 
experimentando un crecimiento rápido con un escenario de datos e 
información complejos. Esta explosión de información sin preceden-
tes facilita y dificulta al mismo tiempo, a gobiernos e instituciones, 
el proceso de obtener las respuestas deseadas a los problemas que se 
plantean en la sociedad. 
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mayor colaboración y coordinación 
entre las personas, la información 
y los procesos. Gracias a esta nueva 
estrategia, que tiene en cuenta una 
comunidad ampliada de usuarios, 
se puede trabajar con la información 
sin fronteras. El proceso comprende-
ría desde un análisis predictivo y en 
tiempo real de las posibles amenazas 
de seguridad, hasta una gestión y res-
puesta rápida y eficaz frente a estas 
amenazas en base a la inteligencia. 
En este contexto, existen dos aspec-
tos claves a tener en cuenta. Por una 
parte, una infraestructura crítica 
protegida por un sistema de segu-
ridad ante amenazas cibernéticas, y 
por otra, una red para conectar a los 
empleados con los ciudadanos para 
compartir la información necesaria.

Optimización de la atención 
sanitaria
Otro sector que puede beneficiarse 
enormemente de la analítica en el 
sector público es la sanidad. Selec-
cionar las mejores medicinas o los 
sujetos más idóneos para ensayos 
clínicos, asegurar que los pacientes 
cumplen sus tratamientos o desarro-
llar nuevos medicamentos de forma 
más rápida y manteniendo los ni-
veles de calidad son algunos de los 
principales beneficios que aportará la 
tecnología analítica. Desde el punto 
de vista de la administración pública, 
se simplifican los procesos y se incre-
menta la eficiencia operacional, a la 
vez que se pone el foco en el coste de 
la atención al paciente, lo que contri-
buye a la optimización de la eficiencia 
global y a mejorar los resultados. 

También es necesario tener en 
cuenta que el análisis de los datos ob-
tenidos y el conocimiento persona-
lizado tendrán como consecuencia 
la mejora de los resultados clínicos. 
Para los ciudadanos (los pacientes) 
esto se traduce en recibir una aten-
ción integral e individualizada, con 
un tratamiento más coordinado y efi-

ciente. Como consecuencia de esta 
visión personalizada de principio a 
fin y la agilidad a la hora de encon-
trar el mejor tratamiento para cada 
paciente, se consiguen mejores re-
sultados a menor coste fruto de una 
gestión sanitaria más avanzada.

Todas estas ventajas quedarán en 
papel mojado si no se cuenta con 
el firme compromiso de los líderes 
de gobierno, de los responsables de 
administrar los presupuestos públi-
cos. Solo dando un paso adelante y 
apostando por estas tecnologías será 
posible construir los procesos de eva-
luación de la analítica de datos. En 
definitiva, obtener información de 
valor, fruto de análisis específicos y 
orientados a resultados, contribuirá 
a superar problemas concretos y a 
orientar mejor la gestión de la infor-
mación. En este sentido, aprovechar 
el conocimiento derivado del análisis 
de datos redundará en la consecu-
ción de los objetivos fijados al mis-
mo tiempo que se optimizan los re-
cursos, permitiendo ahorrar y hacer 
más con menos. 

En resumen, podemos decir que 
la tecnología analítica supone una 
revolución en las estrategias de ges-
tión del sector público para ir más allá 
de la cultura basada en informes. En 
la era del Big Data se hacen necesa-
rios mecanismos que simplifiquen 
la clasificación de la información 
y nos permitan tomar las mejores 
decisiones con agilidad. Atender al 
ciudadano desde la excelencia debe 
ser el objetivo principal de cualquier 
administración moderna y la analí-
tica se va a convertir en su principal 
aliado para conseguirlo. Estos pro-
yectos deben ser incorporados poco 
a poco al sector público, como parte 
de una estrategia a medio plazo, por 
encima de los calendarios electorales 
y de las legislaturas porque solo así 
los gobiernos podrán responder a los 
retos y problemas con decisiones de 
bases sólidas, que utilicen de forma 
eficaz los recursos disponibles y que 
resuelvan unos asuntos públicos que 
son cada vez más complejos.  
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¿Cuál será su sello de identidad como 
nuevo Director General de IDC?
Cuando me uní a IDC España, hace 
ahora seis meses, me marqué como 
objetivo convertirla en el principal 
socio de conocimiento y análisis del 
mercado TIC para todas aquellas or-
ganizaciones que tengan a las tecno-
logías de la informacion como pieza 
clave en la prestación de sus servicios 
y productos.

Todas las organizaciones estamos 
viviendo un proceso de transforma-
ción,  que está trayendo nuevas y 
grandes oportunidades. Pero en IDC 
pensamos que estas oportunidades 
no van a ser para todos; sino para 
aquellas organizaciones que entien-
dan tanto lo que necesitan hacer para 
adaptarse y anticiparse a los cambios, 
como  ejecutar las acciones necesa-

rias de forma rápida y segura. Es en 
este proceso de entender y ejecutar 
es donde veo claramente el papel de 
IDC como socio de conocimiento y 
análisis del mercado TIC. En IDC 
contamos con más de 1.100 analistas 
distribuidos a nivel mundial, regio-
nal y local que pueden proporcionar 
su experiencia y conocimiento, tan-
to sobre el mundo TIC como sobre 
las principales industrias/sectores, 
para que las organizaciones puedan 
comprender lo que el mercado está 
demandando y como están posicio-
nados en él, así como ayudarlas a de-
finir una estrategia de productos y/o 
servicios que mejor se adapte a las 
necesidades presentes y futuras del 
mercado y a construir su mensaje de 
valor. 

¿Cuál es su punto de vista sobre la 
evolución que el sector público ha ex-
perimentado en los últimos tiempos 
en materia TIC?
Desde el año 2007, IDC ha venido 
realizando sus predicciones y análi-
sis del mercado de las tecnologías de 
la información sobre la denominada 
3ª Plataforma, la cual está construi-
da sobre los cuatro pilares de la tec-
nología actual: Cloud, Movilidad, Big 
Data/Analytics y Empresa Social. 

La tercera, a diferencia de la pri-
mera  (Mainframe) o la segunda (los 
entornos clientes servidor), es una 
plataforma de transformación, tan-
to en  la forma de relacionarnos con 
nuestros clientes, como en la veloci-
dad a la que nuestros productos y ser-
vicio son demandados y entregados, 
de los procesos de negocio, etc. 

“En los próximos años veremos como el uso 
de la Cloud, los Sistemas cognitivos y el Big 
Data, facilitarán el desarrollo de sistemas de 
compartición interactiva de conocimiento”

ENTREVISTA A JOSÉ ANTONIO LORENZO
Country Manager de IDC

Recientemente IDC ha publicado su análisis IDC FutureScape: 
Worldwide Government 2015 Predicitions en el que se abordan 
los principales aspectos que están transformando  la agenda de 
los responsables de Sector Público en los próximos años. Entrevis-
tamos a José Antonio Lorenzo, Country Manager de la consultora 
en España para que, entre otras cosas, nos desvele algunas de las 
claves del nuevo escenario. 
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En el caso particular de las Admi-
nistraciones Públicas, la 3a está in-
crementado la importancia de la tec-
nología en el proceso de trasforma-
ción que actualmente están viviendo 
los organismos públicos, tanto por 
ser un pilar clave para el desarrollo de 
nuevas capacidades y servicios que 
mejoran la prestación al ciudadano, 
como en  definir un nuevo mapa de 
prioridades para la elección y uso de 
la tecnología, que está mucho más 
alineado con el momento actual. 

La mejora de la Experiencia del 
Ciudadano es uno de los retos que 
las Administraciones afrontan.  
¿Qué análisis haría de ello?
En el entorno empresarial, los usua-
rios estamos acostumbrados a dispo-
ner de productos y servicios que se 
pueden comprar/utilizar en tiempo 
real mediante la interacción con otras 
personas, pidiéndoles consejo o pro-
porcionando feedback para que los 
proveedores pueden mejorarlos. En 
el entorno de las Administraciones 
Públicas y el Servicio al Ciudadano, 

esto se debe de traducir en la nece-
sidad de que los gobiernos ofrezcan 
servicios que permitan a los ciuda-
danos poder elegir la plataforma que 
mejor se adapte a sus necesidades 
en función del  tipo y urgencia de la 
necesidad, de su ubicación, y su capa-
cidad para completar la transacción. 

De acuerdo a uno de los últimos 
estudios desarrollados por nuestros 
analistas, más del 50% de los orga-
nismos públicos con responsabili-
dad en la interlocución directa con 
el ciudadano, dedicarán al menos un 
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25% de sus presupuestos para el uso 
de las nuevas tecnologías en la mejo-
ra de la Experiencia del Ciudadano.

En un futuro no muy lejano, em-
pezaremos a ver las denominadas 
Tiendas one-stop, que junto con los 
sistemas cognitivos permitirán guiar 
de forma sencilla y ágil a los ciuda-
danos a través del flujo de trabajo y 
les sugerirá de forma proactiva la ruta 
más adecuada para obtener el resul-
tado esperado.

 ¿Y cómo cree que calará el Gobierno 
Colaborativo en  los próximos años?
Los funcionarios más jóvenes, los 
nuevos votantes, los contribuyen-
tes, los ciudadanos, los políticos, etc. 
tienen y demandan una manera di-
ferente de trabajar,  mucho más co-
laborativa y menos atada a un lugar 
físico específico.

Cada vez se observa más la nece-
sidad de los ciudadanos más jóvenes 

de interactuar con los funcionarios 
públicos mediante la combinación 
de las interacciones de la vida real y 
la virtual y poder hacer sus transac-
ciones, consultas, etc. de una forma 
mucho más fluida de como se ha ve-
nido realizando hasta ahora.  

En los próximos años veremos 
como el uso de la Cloud, los Sistemas 
cognitivos y el Big Data, facilitarán el 
desarrollo de sistemas de compar-
tición interactiva de conocimiento, 
que prioricen el valor de la experien-
cia del funcionario sobre los procesos 
transaccionales. 

En este punto, es importante seña-
lar que esta necesidad de poner foco 
en la colaboración se está viendo ace-
lerado por la jubilación inminente de 
más del 20% de los funcionarios pú-
blicos pertenecientes a la generación 
del baby boom, que traerá consigo su 
reemplazo por jóvenes con nuevas 
formas de trabajar.

¿Y qué modelo de gobierno cree que  
imperará?
La trasformación digital ha traído con-
sigo la necesidad de utilizar, en mu-
chos casos, tecnologías no conocidas 
y/o suficientemente probadas para el 
desarrollo y/o suministro de produc-
tos y servicios que requieren estabili-
dad y seguridad. Es necesario que los 
responsables públicos estén prepara-
dos para abordar esta nueva situación 
a la que, en muy pocas ocasiones, se 
habían enfrentado. Desde IDC pen-
samos que es necesario redefinir el 
modelo de gobierno de las TIC en las 
Administraciones Públicas para dar 
entrada a la gestión de nuevos riesgos 
económicos, técnicos o de seguridad. 

Un segundo punto importante es 
dar entrada a la innovación en ese 
marco de gestión. Es necesario que 
los organismos públicos incorporen 
de forma ágil y segura, al catálogo de 
servicios ofrecido por las AAPP,  las 
mejoras procedentes de la Innova-
ción realizada a través de programas 
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públicos por ciudadanos, entidades 
sin ánimo de lucro o empresas pri-
vadas. Y un tercer aspecto a tener en 
cuenta, es el de desarrollar y reforzar 
nuevos conocimientos y habilidades 
de los funcionarios públicos, para 
dar respuesta a las demandas de los 
ciudadanos, así como el disponer de 
sistemas y procesos agiles y flexibles 
que permitan reequilibrar continua-
mente las capacidades internas de 
los organismos públicos con las de 
los proveedores.

En su opinión, ¿qué incidencia está 
teniendo Internet of Things en (IoT) 
el sector público?
Hasta ahora hemos venido obser-
vando que la Movilidad, el Cloud, Big 
Data y Social Media están siendo uti-
lizados por los responsables de TI de 
las Administraciones Públicas, como 
alternativa para aumentar las capaci-
dades de las arquitecturas legacy.

En los últimos tiempos estamos 
viendo que cada vez más los respon-
sables de los organismos públicos 
han entendido que la intersección de 
las distintas tecnologías que forman 
la 3a plataforma puede ofrecer mucho 
más valor que el simple uso para la 
extensión de los sistemas legacy.

Al uso creciente de la Cloud, el 
Big Data o incluso de la movilidad, 
dentro de los nuevos servicios ofre-
cidos desde las Administraciones 
Públicas, se le ha añadido una de las 
grandes palancas de la trasformación 
de la sociedad: Internet of Things o In-
ternet de las Cosas (IoT). IoT permi-
tirá, entre otros muchos beneficios,  
la reducción de los costes de las Ad-
ministraciones Publicas, la mejora 
de los servicios a los ciudadanos, así 
como la mejora de la calidad de vida y 
la seguridad en las ciudades.

Es importante comentar, que IoT, 
traerá consigo importantes cambios 
en las arquitecturas tradicionales 
y, por tanto, requerirá la compra de 
nuevas herramientas y el desarrollo 

de nuevos procesos y competencias 
para gestionar su ciclo de vida e inte-
gración con los entornos existentes.  
Este punto será necesario tenerlo 
también en cuenta en el desarrollo 
del nuevo modelo de gobierno que 
he comentado anteriormente. 

¿De qué forma incidirá el nuevo con-
texto en el servicio al ciudadano?
Es un hecho que la 3a Plataforma y 
las nuevas palancas de la Innovación 
como IoT, los Sistemas Cognitivos, 
etc. van a permitir el incremento y la  
mejora de los servicios públicos ofre-
cidos a los ciudadanos. Pero no pode-
mos dejar de lado, que también se va 
a ver incrementada la presión sobre 
los Departamentos de Tecnología, 
debido en muchos casos a la falta de 
recursos económicos y/o humanos 
para poderlo poner en marcha. 

Una de las preocupaciones que 
tenemos en IDC es el déficit de ofer-
ta, en el mercado laboral, para poder 
cubrir las nuevas profesiones apare-
cidas a raíz de la expansión en el uso 
de las nuevas tecnologías. En nuestra 
opinión, es necesaria una actuación 
rápida y coordinada, tanto de las ad-
ministraciones públicas como de las 
organizaciones privadas,  para poder 
dar respuesta a este problema. En 
IDC estamos sensibilizados con ello 
y ya estamos trabajando con algunas 
Universidades y Escuelas de Negocio 
en la búsqueda de soluciones que 
permitan disponer de profesionales 
preparados para los nuevos requeri-
mientos del mercado.   

En los últimos 
tiempos estamos 
viendo que cada vez 
más los responsables 
de los organismos 
públicos han 
entendido que la 
intersección de las 
distintas tecnologías 
que forman la 
3a plataforma puede 
ofrecer mucho más 
valor que el simple uso 
para la extensión de 
los sistemas legacy.
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Por otra parte, Martine Rothbla-
tt, la CEO mejor pagada de los 
Estados Unidos, optó en los 

noventa por estimular la utilización 
de las nuevas tecnologías con el fin 
de extender las capacidades de la vida 
humana. El objetivo último: proyec-
tar la mente de las personas sobre una 
máquina y, a partir de ahí, ser capaz 
de revertir el proceso y dotar de una 
base biológica a esa misma mente. Si 
bien este planteamiento parece care-
cer, todavía hoy, de una base sólida, 
no deja de constituir una referencia 
indicativa de cómo las nuevas tecno-
logías están cambiando el mundo y 
de los dilemas de naturaleza ética que 
comienzan a presentarse ante los in-
vestigadores y que conviene abordar 
cuanto antes. 

El Internet of Things supone entre-
lazar los mundos digital y físico me-

diante una cantidad ingente de dispo-
sitivos interconectados sobre la base 
de un sustrato tecnológico, y se está 
convirtiendo en el motor de cambios 
tanto económicos como sociales. En 
un nivel alto de abstracción, esta am-
plia red de dispositivos ofrece cuatro 
posibilidades: monitorizar remota-
mente mediante la toma de datos, 
procesar centralmente estos datos 
soportando la toma de decisiones, 
actuar en los lugares de instalación 
de los dispositivos y repartir inteli-
gencia en éstos. Todo ello, traducido 
a procesos de negocio, representa un 
potencial infinito. 

La nueva realidad que impera va 
más allá de los desafíos tecnológicos, 
afecta a la manera de relacionarse 
con el destinatario de los servicios o 
productos que se ofertan y proporcio-
nan: proveedores, clientes y ciudada-

nos. Internet de las cosas suministra 
datos de la sociedad, del individuo, 
del ciudadano, de la ciudad… y brinda 
la oportunidad de conocer a las perso-
nas, adaptar la oferta, incrementán-
dose la capacidad para predecir los 
comportamientos. 

Los teóricos del management es-
tán creando un marco conceptual 
mediante el que intentan analizar el 
impacto de esta nueva realidad en las 
organizaciones. Desde el nivel del 
diseño de productos o servicios, este 
potencial tecnológico proporcionará 
más fuentes de datos que habilitarán 
la toma de nuevas decisiones y de 
interaccionar con los clientes/ ciuda-
danos  y, en otro plano más elevado, 
permitirá diseños alternativos de la 
cadena de valor, dando pie a nuevos 
posicionamientos estratégicos.

Las personas seguimos siendo el 

Una nueva realidad que impacta en el modelo de relación 
con las personas, e introduce grandes oportunidades, sin 
estar exenta de riesgos

LUIS FERNANDO ÁLVAREZ GASCÓN
Director General de GMV Secure e-Solutions 

Hace ya más de un año, un informe publicado por CISCO adelan-
taba que el Internet de las cosas, o, como lo denomina Gartner, In-
ternet de “todas” las cosas,  podría generar 4,6 billones de dólares 
en el sector público en la próxima década. Se conseguiría, según 
éste, mediante el ahorro, el incremento de la eficacia, la genera-
ción de nuevos ingresos sin aumentar los impuestos y mejorando 
los servicios públicos.

El internet de las cosas
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“objeto” conectado más numeroso y 
relevante. La información que fluye a 
través de los dispositivos personales 
es la que ostenta mayor capacidad de 
generar valor. Resulta necesario pres-
tar más atención a los problemas que 
exigen solución que a la propia tecno-
logía en sí. Por ejemplo, en el área de 
la salud pública, existen retos como la 
sostenibilidad, la eficacia terapéutica 
o el grado de satisfacción de los usua-
rios. Las nuevas tecnologías son ca-
paces de hacer grandes aportaciones 
en cada una de estos aspectos, basta 
ver cómo desde que los smartphone  
incorporan instaladas de serie apli-
caciones relacionadas con la salud, 
los usuarios modifican su compor-
tamiento en términos de hábitos de 
vida saludable y cómo su gestión pue-

de abordarse de una manera mucho 
más ambiciosa.

En el campo de la medicina, la 
conexión entre el Big Data y la genó-
mica permite el desarrollo de nuevas 
terapias ajustadas a las necesidades 
particulares de cada persona. La tec-
nología necesaria para poner en mar-
cha esta transformación digital está 
ya aquí. Sin embargo, no se están 
produciendo los cambios a la veloci-
dad esperada, ni son siempre impul-
sados por los gestores del sistema. De 
hecho, en muchas ocasiones, son los 
usuarios quienes los lideran. 

En un sector tan importante para 
la industria de nuestro país como 
el del automóvil, algunas encuestas 
muestran cómo dos tercios de los 
usuarios valoran más aspectos como 

el entretenimiento o la seguridad que 
las prestaciones del vehículo, signo 
de que la industria está cambiando. 
También tienen lugar cambios en 
sectores vinculados como el de las 
aseguradoras, en el que la conecti-
vidad del vehículo está facilitando 
el lanzamiento de nuevos produc-
tos como el pago por uso. De igual 
forma, estamos viviendo una trans-
formación en el ámbito laboral, con 
la aparición de nuevas profesiones 
como fruto de cambios en los hábi-
tos y usos de los consumidores: por 
ejemplo, los youtubers. 

La transformación digital
Las posibilidades que se abren con 
el Internet de las Cosas parecen in-
finitas y eran impensables hace unos 
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años: la prestación de servicios en 
tiempo real, la gestión directa de la 
experiencia de usuario, la personali-
zación de productos y servicios o la 
mejora del control de calidad son al-
guna de ellas. Todo esto requerirá de 
la transformación individual de las 
organizaciones, pero al mismo tiem-
po, supondrá un cambio global. Este 
proceso será tanto más rápido cuanto 
más propicio resulte su ecosistema, 
cobrando especial relevancia la parti-
cipación del sector público. 

Hablar de transformación digital 
es hablar de innovación y de em-
prendimiento, factores sobre los que 
tienen que incidir las políticas de im-
pulso del sector TIC, acompañadas 
de un esfuerzo de concertación y de 
comunicación entre sectores público 
y privado.

Según las estadísticas de Pennys-
tocks, cada 22 segundos se generan 
unos 22,574 gigas de datos a lo largo 
de la red. Su procesado y la inteli-
gencia que se extrae de ello nos es-
tán aportando una nueva visión del 
mundo, y su utilización puede repre-
sentar una componente importante 
del PIB de nuestro país. 

Las aplicaciones son múltiples: 
desde sistemas de agricultura inteli-
gente que combinan técnicas de Big 
Data con tecnología espacial, hasta 
modelos de detección y tratamiento 
de epidemias en tiempo real median-
te el análisis de datos procedentes de 
centros sanitarios. En todo caso, y 
pese al éxito alcanzado por estas ini-
ciativas, no dejan de ser experiencias 
un tanto aisladas, que exigen un ma-
yor impulso con el fin de implemen-
tar mejoras relevantes en sectores en 
los que se vislumbran grandes posi-
bilidades de transformación a través 
de las nuevas tecnologías. 

Parte de la respuesta a este reto 
la pueden proporcionar los propios 
usuarios. Una encuesta publicada 
recientemente en The Economist es-
tablecía cuatro claves que afectan a la 
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velocidad del proceso de transforma-
ción digital: la resistencia al cambio 
en el seno de las organizaciones, la 
falta de liderazgo y de conocimiento, 
la dificultad para lograr que el perso-
nal se incorpore a la utilización de las 
tecnologías y, en cuarto lugar, los re-
cursos económicos. 

Este es un buen momento para re-
clamar ese liderazgo transformador, 
capaz de impulsar grandes avances. 
Un ejemplo de ello lo constituye 
la utilización de sistemas de inteli-
gencia artificial en la lucha contra el 
fraude en entidades financieras, que 
ha demostrado la posibilidad de mul-
tiplicar por cuatro el rendimiento de 
este servicio en el año siguiente a su 
implantación.  También en el sector 
público. El despegue de las Smart 
cities, la gestión de emergencias o la 
seguridad del tráfico son ámbitos en 
los que los beneficios de la transfor-
mación digital se están dejando ver. 

Retos, riesgos y desafíos 
Es enorme el abanico de oportuni-
dades que el IoT conlleva, a las que 
se suman numerosos retos, desafíos 
y riesgos.  Uno de estos últimos lo 
constituyen la seguridad de los da-
tos y la privacidad de las personas. 
La pérdida de control sobre datos 
personales y privados no solo puede 
ocasionarla el Smartphone la tableta 
o el ordenador; también la nevera o el 
reloj inteligentes.

La seguridad cobra en el actual 
entorno más importancia que nun-
ca: los delincuentes ya hace tiempo 
que abordaron con éxito su transfor-
mación digital. El G20 estima en un 
0,5% del PIB lo que el fraude digital 
está detrayendo actualmente de la 
economía. Sin embargo, no parece 
que todos los sectores que están in-
crementando su inversión en nuevas 
tecnologías, a la vez, estén ponderan-
do adecuadamente la parte del pre-
supuesto destinada a seguridad. Hay 
que asimilar que la IoT está generan-

do un nuevo escenario de riesgos.
Internet, y en particular el Internet 

de las Cosas, hace técnicamente posi-
ble que los usuarios puedan ser ob-
servados de forma permanente. Más 
allá del mero respeto a la ley, los Go-
biernos, pero también la industria, y 
en particular la industria TIC, deben 
interiorizar el respeto a los derechos 
de las personas, garantizando su pri-
vacidad. En el ámbito de la seguridad 
pública, debe entenderse que la vigi-
lancia total no es la mejor estrategia 
para proteger a los ciudadanos.

La relación entre la privacidad de 
los usuarios y el modelo económico 
que sustenta Internet está reglada, 
pero requerirá profundizar en una 
legislación que garantice los usos co-
rrectos de la información privada en 
manos de organizaciones y que des-
peje las dudas de los usuarios reticen-
tes al uso de las nuevas tecnologías.

El marco regulatorio sobre privaci-
dad que se está desarrollando en estos 
momentos en la Unión Europea bus-
ca una normativa común a toda Eu-
ropa. Ello cobra especial importancia 
para el sector TIC, porque delimitará 
de forma clara su entorno competiti-
vo en relación con el resto del mundo, 
y porque afectará de forma decisiva a 
los modelos de gobernanza en los sis-
temas de información. La dirección y 
el control de la estrategia alrededor 
de la información que se maneja en 
las organizaciones, no deben perder 
de vista el hecho de que, si bien están 
contribuyendo al progreso y al de-
sarrollo económico, también están 
influyendo en la calidad de vida de 
los ciudadanos, lo que exige la mayor 
responsabilidad a la industria y a la 
administración   

Las posibilidades que 
se abren con el 
Internet de las 
Cosas parecen 
infinitas y eran 
impensables hace 
unos años: la 
prestación de servicios 
en tiempo real, la 
gestión directa de la 
experiencia de 
usuario, la 
personalización de 
productos y servicios 
o la mejora del control 
de calidad son alguna 
de ellas. 
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A punto de cumplirse un año de la entra en vigor de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, 
de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Buen Gobierno (LTBG), el presen-
te monográfico incluye  artículos de quienes  han puesto en marcha la Ley y han contri-
buido a la materialización de la transparencia en la Administración General del Estado. 

Un año después de  ese momento que  fue el 10 de diciembre de 2014 , tenemos la 
sensación de haber cumplido con los objetivos que marca la Ley  y que en ese momen-
to nos propusimos. En este año, se ha puesto en marcha el Portal de Transparencia  
(art. 10) recogiendo la información  en publicidad activa, tal y como marcaba la Ley 
en sus artículos 6,7 y,8. Se ha  dado forma al procedimiento de tramitación  (art. 19, 
20) de derecho de acceso a la información pública (art.12-18) para  responder a todas 
las preguntas planteadas por el ciudadano, contestando en tiempo y forma a las más 
de 3.200 que, hasta el momento de escribir esta introducción,  han sido planteadas  a 
través del portal. Se ha creado la estructura  organizativa de Unidades de Información 
para  vertebrar la transparencia en la Administración general del Estado (art. 21).  En 
definitiva, ha sido un año muy intenso, que nos ha permitido aprender sobre transpa-
rencia y  gobierno abierto y en el que hemos conseguido acercar más la administración 
al ciudadano, haciéndol más comprensible y transparente la información y la gestión 
de la administración.

Las Tecnologías de la Información han sido fundamentales en la implantación de la 
Ley de Transparencia, constituyendo el medio para poner a disposición del ciudadano 
la información de transparencia. Por otra parte, y como se comentará en un artículos 
del presente monográfico, el procedimiento de acceso a la información es únicamente 
electrónico, habiendo sido el primer procedimiento que ha utilizado el sistema  CL@
ve para su identificación.

Esperamos que nuestra experiencia,  adquirida en este año de gestión de la transpa-
rencia, sirva de ejemplo a las Comunidades Autónomas y  a las Entidades Locales para 
poner en marcha sus estructuras organizativas, portales de transparencias y procedi-
mientos de derecho de acceso, ya que  para éstos la Ley entra en vigor el 10 de diciembre 
de 2015.    

MONOGRÁFICO
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Un año desde la entrada 
en vigor de la Ley de 
Transparencia
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Por ello, desde el mismo arranque de 
la legislatura el Gobierno  dio inicio al 
más ambicioso programa de reformas 

económicas e institucionales que España ha 
afrontado en toda su historia reciente. 

Así, el 30 de diciembre de 2011, en el pri-
mer Consejo de Ministros con decisiones eje-
cutivas de la Legislatura, ya se planteó una re-
forma de la Ley Orgánica sobre Financiación 
de los Partidos Políticos, dando lugar a una 
reducción del 20% en las aportaciones con 
destino a los partidos políticos, recortadas en 
otro 20% adicional  en los Presupuestos del 
año siguiente. 

También en los primeros días de Gobier-
no, se decidió que fuera incompatible para los 
exaltos cargos el cobro de cesantías con la per-
cepción de cualquier otra retribución pública 
o privada, y se redujo el parque móvil de vehí-
culos oficiales, limitando su uso a un número 
reducido de altos cargos. 

Paralelamente, se reformó la Ley de Pre-
vención del Blanqueo de Capitales y Financia-
ción del Terrorismo, con una nueva regulación 
de lo que se conoce como “Personas Expues-
tas Políticamente”, extendiendo las máximas 
obligaciones de transparencia y control a un 
elevado número de cargos públicos que antes 
no estaban sujetos a él. Del mismo modo, y 
a lo largo de todo el mandato el Gobierno ha 
reforzado la lucha contra el fraude fiscal y a la 
Seguridad Social en distintos frentes.

En el trasfondo de todas estas medidas 
siempre ha latido una firme determinación de 
llevar a cabo una profunda transformación de 
la Administración Española,  basada en el prin-
cipio básico y democrático de la transparencia. 

España cuenta ya con una Ley de Transpa-

JOSÉ LUIS AYLLÓN
Secretario de Estado 
de Relaciones con las 
Cortes

A finales de 2011, el Gobierno 
de España recién salido de las 
Elecciones Generales se impuso, 
como principal misión de recu-
perar la confianza por parte de 
los ciudadanos, en ese momento 
maltrecha por la mala situación 
económica y lastrada por un ele-
vado grado de desafección hacia 
las instituciones. Por lo tanto, 
se hacía necesario abordar dos 
tipos de reformas. Por un lado, 
aquéllas dirigidas a,  recuperar 
la confianza de los ciudadanos y 
del resto del mundo en la econo-
mía española. Por otro, reformas 
institucionales encaminadas a la 
regeneración de nuestro sistema 
democrático.   

Transparencia, regeneración, democracia
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rencia, Acceso a la Información Públi-
ca y Buen Gobierno por primera vez 
en sus diez legislaturas de historia 
democrática. Impulsada por el Go-
bierno de Mariano Rajoy en 2012 y 
completada su tramitación parlamen-
taria a finales de 2013, esta norma está 
cambiando la cultura institucional en 
lo relativo al ejercicio de funciones pú-
blicas en nuestro país Asimismo, está 
contribuyendo a reforzar la ejempla-
ridad en los comportamientos públi-
cos, ligando el valor de la transparen-
cia a un marco ético y jurídico de buen 
gobierno, con normas de rango legal, 
sistemática jurídica y parámetros cla-
ros de exigencia y responsabilidad.

La aplicación de normativa sobre 

transparencia se extiende a todas las 
Administraciones, órganos estatuta-
rios y constitucionales, a los que se 
añade de forma expresa la Casa Real 
–la primera de Europa que lo hace en 
el texto de una ley de este calado–, y 
también a los partidos políticos y las 
organizaciones empresariales y sin-
dicales, así como a las entidades pri-
vadas que reciban una financiación 
pública relevante.

En el capítulo de buen gobierno 
se introducen obligaciones para los 
altos cargos de todo el sector público,  
tipificándose además infracciones en 
materia de conflictos de intereses, de 
gestión económico-presupuestaria y 
de naturaleza disciplinaria. 

Según lo previsto en la propia Ley 
de Transparencia, se puso en marcha 
el Consejo de Transparencia y Buen 
Gobierno, órgano independiente 
cuyo presidente es nombrado con 
intervención del Parlamento y que 
tiene encomendada la clara misión 
de velar por el cumplimiento de la ley.

El 10 de diciembre de 2014, día 
que entró en vigor la Ley de Trans-
parencia en lo que se refiere al ejer-
cicio del derecho de acceso y a las 
obligaciones de publicidad activa 
para la Administración General del 
Estado (Comunidades Autónomas y 
entidades locales tienen un año más 
para adaptarse a la norma), se puso 
en funcionamiento el Portal de la 
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Transparencia de la Administración 
General del Estado, ubicado en la di-
rección web http://transparencia.gob.
es, a través del cual los ciudadanos es-
pañoles pueden consultar toda la in-
formación pública prevista en la Ley. 
El Portal es también el punto a partir 
del cual se puede ejercer el derecho 
de acceso a la información, a través 
de un procedimiento administrativo 
electrónico. 

El Portal, que se ha desarrollado ha-
ciendo uso de medios propios de la Ad-
ministración, cuenta con un montan-
te de información pública verdadera-
mente notable: la normativa destaca-
da, las leyes y reglamentos en elabora-
ción, las funciones de los ministerios 
y los planes estratégicos, los curricula 
de los altos cargos y el montante de sus 
retribuciones. Y lo que es de más inte-
rés para los ciudadanos: los contratos, 
las subvenciones, las cuentas anuales, 
la información presupuestaria, las au-
ditorías y la fiscalización. 

Pero toda aquella información que 
no encontramos en el Portal, aquella 
información que no se hace pública de 
forma proactiva por no estar recogida 
en las categorías que prevé la ley, se 
puede solicitar ejerciendo el derecho 
de acceso en ella regulado.

El ciudadano que así lo desea está 
recibiendo ya la respuesta a sus peticio-
nes de información tras la tramitación 
del correspondiente procedimiento 
administrativo con la información 
que le faciliten los órganos directivos 
de la Administración. Se trata de un 
procedimiento ágil cuya resolución es 
recurrible ante el Consejo de Transpa-
rencia y Bueno Gobierno o, si el inte-
resado lo prefiere, directamente ante 
la Jurisdicción Contencioso-adminis-
trativa.

El portal de transparencia es una 
ventanilla permanentemente abierta, 
veinticuatro horas al día y siete días a la 
semana, a la que los ciudadanos pue-
den acudir para solicitar información. 

En el momento de su lanzamiento 
se pusieron a disposición del ciuda-
dano en el Portal de la Transparencia 
más de 540.000 registros accesibles, 
con bases completas de datos que no 
eran públicas, que formaban parte de 
intranets ministeriales o de ficheros 
internos. El volumen total aproxi-
mado de los datos accesibles directa-
mente desde el portal ascendía en ese 
momento a 75 Gb, y no ha parado de 
crecer en los meses siguientes con la 
actualización permanente de datos.

Sin embargo, el esfuerzo en pro de 
la transparencia de esta Administra-
ción no se ha agotado ni en la nueva 
ley ni en Portal de la Transparencia. 
Y ello es así porque la transparencia 
ha impregnado toda la acción del 
Gobierno, muy centrado toda la Le-
gislatura, en las medidas de regene-
ración democrática y lucha contra la 
corrupción, con un acento especial 
en el aumento de la fiscalización y la 
transparencia de todo lo público.

Por ello, con el impulso decidido 
del Presidente del Gobierno, y con 
un diálogo permanente, aunque no 
siempre fructífero, con los grupos 
políticos, se impulsó el Plan de Re-
generación Democrática y de Lucha 
contra la Corrupción, que en el mes 
de marzo de 2015 ha culminado su 
tramitación parlamentaria y ya es, en 
gran parte, una realidad.

Ese Plan incluye dos leyes, una 
relativa al control económico-finan-
ciero de los partidos políticos y otra 
referente a los altos cargos de la Ad-
ministración General del Estado, a la 
que se suma, dentro de las reformas 
del Código Penal y de la Ley de Enjui-
ciamiento Criminal, un importante 
paquete de medidas penales y proce-
sales. Un conjunto de medidas inno-
vadoras y valientes, que van a ser muy 
eficaces para prevenir, para detectar 
y para castigar mejor la corrupción.

En la Ley Orgánica de Control de la 
Actividad Económico-financiera de 
los Partidos Políticos se han incorpo-

El portal de 
transparencia es 
una ventanilla 
permanentemente 
abierta, 
veinticuatro 
horas al día y 
siete días a la 
semana, a la que 
los ciudadanos 
pueden acudir 
para solicitar 
información. 
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rado un sinfín de medidas entre las 
que destacan, por ejemplo, la prohi-
bición de donaciones procedentes de 
personas jurídicas a los partidos,así 
como la prohibición de condonación 
de deudas a los partidos por las enti-
dades de crédito.

Desde la perspectiva de la trans-
parencia resultan de enorme impor-
tancia medidas como la obligación de 
las entidades de crédito de informar 
anualmente al Tribunal de Cuentas 
sobre las donaciones ingresadas en 
las cuentas de los partidos; la regu-
lación legal de la obligatoriedad de 
un acuerdo de Consejo de Ministros 
para el otorgamiento de subvencio-
nes de más de 12millones de euros 
a partidos políticos; la obligación de 
todos los partidos, perciban o no sub-
venciones, de presentar sus cuentas 
anuales al Tribunal de Cuentas; la 
publicación de información conta-
ble, incluyendo balance y cuenta de 
resultados, créditos pendientes de 
amortización, con especificación de 
la entidad concedente, el tipo de inte-
rés, el plazo de amortización, además 
de subvenciones y donaciones, de-
biendo hacerse pública la identidad 
de los donantes que entreguen más 
de 25.000€ a los partidos; la obliga-
ción del Responsable de la gestión 
económica-financiera del partido de 
comparecer ante el Parlamento una 
vez emitido el correspondiente Infor-
me por parte del Tribunal de Cuen-
tas, o la fiscalización por el Tribunal 
de Cuentas de la actividad económico 
financiera de las fundaciones y enti-
dades vinculadas.

En la Ley reguladora del ejercicio 
del alto cargo de la Administración 
General del Estado también se in-
troducen medidas de transparencia 
de enorme trascendencia, como la 
exigencia de una declaración res-
ponsable para ser nombrado Alto 
Cargo que será remitida a la Oficina 
de Conflicto de Intereses; la implan-
tación de un control ex–post a través 

de declaraciones de actividades, bie-
nes y derechos al inicio y al cese, que 
será contrastada por la Oficina de 
Conflicto de Intereses; la aportación 
al inicio, junto con las declaraciones 
de bienes y de actividades, de certifi-
cación de su situación tributaria con 
la AEAT; mayor detalle en la publi-
cación de la declaración de bienes e 
intereses del alto cargo; la publicidad 
de las retribuciones; la publicación 
de un Informe semestral de la OCI 
para su remisión a las Cortes sobre el 
cumplimiento de las obligaciones de 
declarar de los altos cargos y publica-
ción en el BOE, etc.

Es, como se puede ver, un nuevo 
estilo de exigencia, de control, de 
rigor, de rectitud en la vida pública, 
marcado, sobre todo, por una absolu-
ta transparencia para los altos cargos 
y los partidos, es decir, para todos los 
que estamos en política.

Y junto a estas leyes se han in-
troducido medidas penales y proce-
sales que incluyen la agilización de 
los procedimientos por corrupción, 
la ampliación de los plazos de pres-
cripción de los delitos de corrupción 
y el aumento de penas. También la 
tipificación de nuevos delitos como 
el de financiación ilegal de partidos 
políticos y la puesta en marcha de una 
oficina para la recuperación y gestión 
de activos que permitirá recuperar 
con mayor eficacia los bienes que los 
delincuentes han sustraído. 

No en vano, la transparencia es la 
expresión más clara y la que mejor 
sintetiza el esfuerzo reformista y re-
generador del Gobierno en esta Le-
gislatura. Sintetiza perfectamente un 
deseo de transformación, un esfuer-
zo de modernidad y un compromiso 
democrático.

No debemos olvidar que la trans-
parencia es un compromiso que el 
Gobierno ha asumido libremente. El 
compromiso con el ejercicio ciudada-
no del derecho a saber y a conocer,  , 
y del derecho a controlar y a fiscalizar 

hasta el último euro y hasta el último 
comportamiento en el seno de la Ad-
ministración. 

La implantación de la transparen-
cia en España es un cambio del pa-
radigma en nuestra Administración, 
pero también un reto colectivo que 
compartimos todos los departamen-
tos, todos los directivos y todos los 
funcionarios públicos. 

Un reto que persigue un objetivo 
irrenunciable para todos nosotros, y 
que no es otro que España cuente por 
fin con un modelo vanguardista de 
transparencia de lo público y de aten-
ción al ciudadano, en un marco ético 
de regeneración democrática. 
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Entre las reformas emprendidas que me-
joran decisivamente el funcionamiento 
y la eficiencia del sector público destacan 

la Ley de Transparencia y Buen Gobierno, de 
diciembre de 2013, pionera en nuestro país, y 
cuyo objetivo es incrementar el control de los 
ciudadanos sobre las AA.PP., así como mejorar 
sensiblemente la percepción que estos tienen 
de las mismas. Es una de las leyes más impor-
tantes de la actual legislatura ya que supone el 
cambio más significativo para las Administra-
ciones Públicas españolas desde la incorpora-
ción, al inicio de la etapa constitucional, de los 
Gobiernos democráticos a la dirección de las 
Administraciones. 

La Ley, que establece unos estándares ho-
mologables a los del resto de democracias con-
solidadas, tiene un triple alcance:
• Incrementa y refuerza la transparencia en la 
actividad pública –que se articula a través de 
obligaciones de publicidad activa para todas las 
Administraciones y entidades públicas–, 
• Reconoce y garantiza el acceso a la informa-
ción –regulado como un derecho de amplio 
ámbito subjetivo y objetivo– 
• Establece las obligaciones de buen gobierno 
que deben cumplir los responsables públicos 
así como las consecuencias jurídicas derivadas 
de su incumplimiento –lo que se convierte en 
una exigencia de responsabilidad para todos 
los que desarrollan actividades de relevancia 
pública–

La Ley amplía y refuerza las obligaciones 
de publicidad activa en distintos ámbitos. En 
materia de información institucional, orga-
nizativa y de planificación exige a los sujetos 
comprendidos en su ámbito de aplicación la 
publicación de información relativa a las fun-

ANGELINA TRIGO
Directora de la  
Oficina para la  
Ejecución de 
 la Reforma de la  
Administración

Desde el inicio de la legislatura, 
el Gobierno se comprometió con 
una ambiciosa agenda reformis-
ta, dirigida a corregir los des-
equilibrios de la economía espa-
ñola y a transformar los sectores 
que adolecían de defectos estruc-
turales en su funcionamiento. 
Gran parte de los esfuerzos se 
han centrado hasta la fecha en la 
reforma del sector público, para 
hacerlo más eficiente, prestan-
do servicios de calidad cada vez 
más demandados por la ciuda-
danía, sin suponer un lastre para 
las cuentas públicas, y por tanto 
para el crecimiento y el empleo.

El modelo organizativo diseñado en la Ley 
de Transparencia y su aplicación
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ciones que desarrollan, la normati-
va que les resulta de aplicación y su 
estructura organizativa, además de 
sus instrumentos de planificación y 
la evaluación de su grado de cumpli-
miento. En materia de información 
de relevancia jurídica y que afecte 
directamente al ámbito de las rela-
ciones entre la Administración y los 
ciudadanos, la ley contiene un amplio 
repertorio de documentos que, al ser 
publicados, proporcionarán una ma-
yor seguridad jurídica. Igualmente, 
en el ámbito de la información de re-
levancia económica, presupuestaria 
y estadística, se establece un amplio 
catálogo que debe ser accesible y en-
tendible para los ciudadanos, dado su 
carácter de instrumento óptimo para 
el control de la gestión y utilización 
de los recursos públicos. Por último, 

se establece la obligación de publicar 
toda la información que con mayor 
frecuencia sea objeto de una solicitud 
de acceso, de modo que las obligacio-
nes de transparencia se cohonesten 
con los intereses de la ciudadanía.

Para canalizar la publicación de tan 
ingente cantidad de información y fa-
cilitar el cumplimiento de estas obli-
gaciones de publicidad activa y, desde 
la perspectiva de que no se puede, por 
un lado, hablar de transparencia y, por 
otro, no poner los medios adecuados 
para facilitar el acceso a la informa-
ción divulgada, la Ley contempla la 
creación y desarrollo de un Portal de 
la Transparencia. Las nuevas tecno-
logías nos permiten hoy día desarro-
llar herramientas de extraordinaria 
utilidad para el cumplimiento de las 
disposiciones de la Ley cuyo uso per-

mita que, a través de un único punto 
de acceso, el ciudadano pueda obtener 
toda la información disponible.

Por su parte, el artículo 21 de la Ley, 
respecto del derecho de acceso a la 
información pública, dispone que las 
Administraciones Públicas incluidas 
en el ámbito de aplicación del título 
I, establecerán sistemas para integrar 
la gestión de solicitudes de informa-
ción de los ciudadanos en el funcio-
namiento de su organización interna, 
marcando para el caso de la AGE, la 
obligatoriedad de establecer unida-
des especializadas para la gestión 
administrativa del derecho de acceso 
y publicidad activa: “Unidades de In-
formación de Transparencia”.

El  2 de agosto de 2014 se publi-
có en el Boletín Oficial del Estado el 
Real Decreto 671/2014 que dotaba de 
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permanencia en la estructura del Mi-
nisterio de la Presidencia a la Oficina 
para la Ejecución de la Reforma de la 
Administración (OPERA), con ran-
go de Subsecretaría. De acuerdo con 
la citada disposición,  OPERA debe 
asumir, además de las funciones de 
dirección, seguimiento e impulso de 
las reformas de la Administración, 
que ya tenía asignadas, las funciones 
relativas al Portal de la transparencia 
previsto por la Ley 19/2013, de Trans-
parencia, Acceso a la Información 
Pública y Buen Gobierno, y fomen-
tar las funciones dinamizadoras y de 
impulso del acceso a la información 
pública para lograr un mejor uso de 
los recursos públicos y una mejora 
en la coordinación de la información 
que ha de ponerse a disposición de los 
ciudadanos.

Comenzaba así la cuenta atrás para 
un nuevo modo de enfocar el traba-
jo de las Administraciones Públicas 
poniendo en primera línea la trans-
parencia en la gestión pública y la co-
laboración y rendición de cuentas al 
ciudadano. 

Como en cualquier nuevo proceso 
que se abre en la Administración era 
necesario arbitrar una infraestructu-
ra adecuada para facilitar la puesta en 
marcha de nuevos procedimientos de 
trabajo. Y a esta estructura diseñada y 
creada para dar respuesta a todas las 
obligaciones contenidas en la Ley es a 
la que vamos a dedicar los siguientes 
epígrafes de este artículo.

El modelo organizativo
Lo primero fue la creación de la Ofi-
cina de la Transparencia y Acceso a la 
Información, con rango de Subdirec-
ción General que depende orgánica-
mente de la Oficina para la Ejecución 
de la Reforma y  funcionalmente de 
la Secretaria de Estado de Relaciones 
con las Cortes. Esta unidad va a ser la 
encargada de gestionar el Portal de la 
Transparencia que ha de ser un punto 
de encuentro y de difusión, que mues-

tre una nueva forma de entender el 
derecho de los ciudadanos a acceder 
a la información pública, ejerciendo 
la coordinación y supervisión de las 
unidades de Información de la AGE. 

Esta unidad  tiene asignadas las si-
guientes funciones:
a) Actuar como unidad de informa-
ción del Ministerio de la Presiden-
cia, en los términos previstos en el 
artículo 21 de la Ley 19/2013, de 9 de 
diciembre.
b) La coordinación y la supervisión de 
las unidades de información de la Ad-
ministración General del Estado.
c) La coordinación, el control y la su-
pervisión de los contenidos que las 
unidades de información de la Admi-
nistración General del Estado trasla-
den al Portal de la Transparencia.
d) La elaboración y supervisión de las 
directrices generales de diseño del 
Portal de la Transparencia y la gestión 
de sus contenidos.
e) El impulso de la formación de los 
responsables de las unidades de in-
formación de los distintos departa-
mentos ministeriales, en el ámbito 
del plan formativo aprobado por el 
Gobierno de acuerdo con lo dispuesto 
en la disposición adicional séptima 
de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, 
de transparencia, acceso a la informa-
ción pública y buen gobierno.

f) La atención a los ciudadanos so-
bre el modo de acceso a los servicios 
y procedimientos en materias propias 
del departamento.

g) La tramitación de las quejas y su-
gerencias que pudieran derivarse del 
funcionamiento de los servicios de 
competencia del departamento”

Dejando a un lado las funciones 
de esta Subdirección como unidad 
de atención al ciudadano del propio 
Ministerio de Presidencia-Presiden-
cia del Gobierno, las funciones más 
relevantes de la OTAI, como Unidad 
central de Información del Ministerio 
de Presidencia, en relación con el  de-
sarrollo de la transparencia en nues-

tro ordenamiento jurídico se centran, 
por un lado en mantener actualizado 
y al día el Portal de la Transparencia 
del Gobierno de España y por otro lado 
en dar indicaciones a las Unidades de 
Información de Transparencia de los 
diferentes Ministerios, para coordi-
nar el ejercicio del derecho de acceso 
por parte de los ciudadanos, en todas 
ellas.

Por lo que se refiere al Portal de la 
Transparencia, este contiene las obli-
gaciones de información recogidas en 
los artículos 6 a 8 de la Ley 19/2013, de 
9 de diciembre. La información reco-
gida en el portal, proviene de muchas 
fuentes de información, unas centra-
lizadas y otras descentralizadas.

En el caso de las centralizadas (con-
tratos, presupuestos, declaraciones de 
bienes de Altos Cargos, informes de 
cuentas, subvenciones….) correspon-
de a la OTAI, mantener las relaciones 
necesarias para que los responsables 
de estas fuentes de información cen-
tralizada suministren periódicamen-
te la información de transparencia 
necesaria para cumplir con las obliga-
ciones legales. 

En el caso de las descentralizadas y, 
con mayor motivo, la OTAI debe con-
figurar el Portal de una manera clara 
y ordenada para que la información 
se pueda ver fácilmente por el ciuda-
dano, dando instrucciones a las UITs 
para que introduzcan, en los formatos 
establecidos, la información disponi-
ble de cada Ministerio y Organismos 
dependientes. 

La elaboración y supervisión de las 
directrices generales de diseño del 
Portal de la Transparencia y la gestión 
de sus contenidos se configura como 
función esencial de la OTAI en la me-
dida en que, cuanta más información 
se publique, y más clara para el ciu-
dadano sea esta, menos será la nece-
sidad de los ciudadanos de conseguir 
ésta a través del derecho de acceso. 
Se trata pues de una función con am-
plias posibilidades que tiene un gran 
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potencial en el desarrollo de la trans-
parencia en nuestro país.

En relación con el derecho de acce-
so, el papel de la OTAI es también muy 
relevante porque es necesario que los 
diferentes departamentos ministe-
riales y organismos dependientes, 
actúen con unos criterios comunes 
ante preguntas que son similares en 
todos ellos, por afectar a la tramitación 
de asuntos, que son esencialmente 
iguales en todos los Ministerios. Ello 
es necesario para facilitar al ciudada-
no una adecuada comprensión de la 
información que solicita y una clara y 
homogénea puesta a su disposición, 
de la misma.

La OTAI no interpreta la norma, ya 
que no es su función, no da criterios 
sobre aplicación de la Ley, porque no 
está entre sus competencias, pero sí 
mantiene un asesoramiento perma-
nente a las UITs de los diferentes Mi-
nisterios, canalizando las dudas que 
puedan plantearse, que son comunes 
a todas ellas, y resolviendo las cuestio-

nes que, de forma más recurrente, se 
plantean ante las solicitudes de dere-
cho de acceso de los ciudadanos.  

Merece la pena destacar los esfuer-
zos desarrollados por la  OTAI parar 
impulsar la formación de los respon-
sables de las unidades de información 
departamentales y  centros directivos 
y organismos dependientes en varias 
líneas de actuación: a través de la in-
clusión de cursos sobre el Portal, el de-
recho de acceso y la aplicación Gesat 
en la planificación sobre transparen-
cia que hace semestralmente el INAP, 
mediante la realización de cursos es-
pecíficos en distintos departamentos 
y ejerciendo una gestión del conoci-
miento permanente sobre cuestiones 
prácticas del día a día que surgen a la 
hora de modelar y dar cuerpo a los ins-
trumentos técnicos puestos al servicio 
de la transparencia.

Completan el modelo organizati-
vo diseñado en la Ley, las siguientes 
unidades: 

Unidades de Información de Transpa-
rencia Departamentales

Todos los departamentos ministe-
riales han identificado una “Unidad 
de Información de Transparencia De-
partamental” para cumplir las obliga-
ciones de transparencia y acceso a la 
información pública derivadas de la 
Ley 19/2013, coordinando su activi-
dad con la “Unidad Central de Infor-
mación de Transparencia” del Minis-
terio de la Presidencia.

La  Ley atribuye a estas unidades las 
siguientes funciones:
a) Recabar y difundir la información a 
la que se refiere el capítulo II del título 
I de la Ley.
b) Recibir y dar tramitación a las so-
licitudes de acceso a la información.
c) Realizar los trámites internos ne-
cesarios para dar acceso a la informa-
ción solicitada.
d) Realizar el seguimiento y control de 
la correcta tramitación de las solicitu-
des de acceso a la información.
e) Llevar un registro de las solicitudes 
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de acceso a la información.
f) Asegurar la disponibilidad en la res-
pectiva página web o sede electrónica 
de la información cuyo acceso se soli-
cita con más frecuencia.
g) Mantener actualizado un mapa de 
contenidos en el que queden identifi-
cados los distintos tipos de informa-
ción que obre en poder del órgano.
h) Todas aquellas que sean necesarias 
para asegurar una correcta aplicación 
de las disposiciones de la Ley. 

Estas unidades ejercen sus funcio-
nes en relación con los Centros Direc-
tivos del Ministerio, los Organismos 
autónomos, las Agencias Estatales, 
las Entidades Públicas Empresariales 
y las Entidades de derecho público 
adscritas o vinculadas al mismo.

Conviene resaltar que estas uni-
dades son, en cada departamento 
ministerial, el eje a través del que se 
articulan todas las obligaciones de 
transparencia que la ley exige a cada 
Ministerio y a los organismos que de 
él dependen.

Estas unidades coordinan la infor-
mación que el Ministerio tiene que 
suministrar al Portal de la transparen-
cia, bien de forma descentralizada, a 
través de las diferentes URLs estable-
cidas para cada ítem de información 
(retribuciones de Altos Cargos, Curri-
culum Vitae de Altos Cargos, norma-
tiva de interés…) o bien, en aquellos 
Ministerios que suministran al Portal 
datos de sus bases centralizadas, coor-
dinando el envío de la información 
con los responsables del Ministerio 
de la Presidencia. 

Las Unidades de Información de 
Transparencia son el núcleo minis-
terial esencial encargado de poner en 
práctica las obligaciones de transpa-
rencia que, desde la publicación de 
la Ley, van a entrelazar y entretejer a 
todos los procesos de trabajo en las 
Administraciones Públicas. Y ellas 
van a ser requeridas para el adecuado 
cumplimiento de las obligaciones de 
transparencia previstas en la norma, 

ya que sus competencias las hacen 
garantes en el departamento corres-
pondiente, de que éste esté al día con 
las obligaciones de publicidad activa 
que le corresponden y de que se dé 
adecuada respuesta al ciudadano en 
plazo, a las solicitudes de información 
que demande.

Por ello, de la corrección de la in-
formación que suministren al Portal 
todas las Unidades de Información 
de Transparencia en sus respectivos 
ámbitos y de un adecuado control del 
cumplimiento de las demandas de 
acceso a la información que reclaman 
los ciudadanos, dependerá, en gran 
medida, el éxito en la aplicación de la 
norma en cada Ministerio y en la Ad-
ministración Pública en general.

Conviene recordar, que estas 
Unidades no se han creado ex novo 
sino que, con criterios de eficiencia 
y ahorro en el gasto público, se han 
asignado a una unidad preexistente, 
con rango de Subdirección General, 
las funciones previstas en la norma 
para las Unidades de Información 
de Transparencia. Así, cada Ministe-
rio ha “encajando” las funciones de 
transparencia allí donde resultaba 
más operativo hacerlo.

En la mayor parte de los casos estas 
funciones se han hecho depender de 
las Unidades de atención al ciudadano 
y de las correspondientes Subsecreta-
rías como máximo órgano responsa-
ble de las obligaciones de transparen-
cia, por su experiencia en la atención 
al ciudadano y en la gestión de los 
servicios comunes de los diferentes 
Ministerios y porque coordinan, con 
carácter general, todos los proyectos 
que conlleva la gestión de los Departa-
mentos entre los que se puede incluir 
la nueva cultura de la transparencia y 
la permanente rendición de cuentas al 
ciudadano en el quehacer diario de la 
Administración.

Unidades de Información de Transpa-
rencia singulares

Conforme al modelo organizativo que 
se expone, se podrán  establecer, “Uni-
dades de Información de Transparen-
cia Singulares”, si se considera  preci-
so en función de las competencias y 
el grado de independencia del centro 
directivo. Estas unidades tendrán las 
mismas funciones que las Unidades 
de Información de Transparencia en 
su respectivo ámbito. 

La constitución de estas Unidades 
solo podrá efectuarse cuando el vo-
lumen de tramitación lo justifique, 
previo conocimiento de la Oficina de 
la Transparencia y Acceso a la Infor-
mación. 

Hasta la fecha se han constituido 
dos Oficinas Singulares, una en el ám-
bito de la  Seguridad Social y otra en 
el ámbito de la Agencia Española de 
Protección de Datos 

Centros Directivos
Los Centros Directivos son una pieza 
esencial en el proceso de transparen-
cia porque tienen un protagonismo 
relevante en el cumplimiento de las 
obligaciones derivadas de la Ley.

En primer lugar son ellos los que 
poseen la información que va a de-
mandar el ciudadano y son ellos los 
que deben responder de ella.

En este sentido, nuestro legislador 
ha configurado el derecho de acceso 
como un procedimiento administra-
tivo que se inicia con la petición del 
solicitante de acceso a la información 
y se concede o deniega la misma con 
una resolución firmada por un sujeto 
con rango mínimo de Director Ge-
neral que, por un lado, asume la res-
ponsabilidad sobre la corrección de la 
información que se da y, por otro, es 
susceptible de ser recurrida, con ca-
rácter previo y potestativo presentan-
do una reclamación ante el Consejo 
de Transparencia y Buen Gobierno o 
planteando un recurso ante el órgano 
judicial correspondiente. 

En segundo lugar, estos centros 
directivos son, organizativamente ha-
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blando, unidades responsables en el 
proceso de la transparencia ya que a 
menudo serán ellos los que suminis-
tren al Portal los datos precisos que se 
requieran sobre su ámbito de compe-
tencia.

Funciones similares a los centros 
directivos tienen todos los organis-
mos dependientes (organismos autó-
nomos, agencias estatales, entidades 
de derecho público…) que deberán 
asumir su responsabilidad mediante 
la firma de las resoluciones que denie-
guen o concedan a los ciudadanos el 
acceso a la información que se refiera 
a su organismo, y deberán suministrar 
al portal, en coordinación con la Uni-
dad de Información de Transparencia 
del Ministerio al que estén adscritos, la 
información que se les requiera sobre 
su ámbito de competencia.

Cabe concluir que el modelo or-
ganizativo diseñado en la norma va a 
permitir que todos y cada uno de los 
empleados públicos que trabajan en 
las Administraciones Públicas, sea 
cual sea la función que desempeñen, 
tengan muy presente en el desarrollo 
de su trabajo, que la transparencia es 
un ámbito que no les es ajeno, ya que 
los ciudadanos tienen derecho a pre-
guntar sobre cualquier información o 
documento que obre en su poder y que 
haya sido adquirido o elaborado en el 
ejercicio de sus funciones.

La cultura de la transparencia está ya 
dentro de nuestras organizaciones. Se 
ha incorporado a cada puesto de trabajo 
con mayor o menor intensidad, incre-
mentando las funciones del mismo.

Se ha realizado un gran esfuerzo 
desde todos y cada uno de los niveles 
de la Administración General del Es-
tado para poner en marcha el Portal 
de la Transparencia y su actualización 
permanente, para diseñar los procedi-
mientos y los modelos de resolución, 
para aplicarlos y para articular el dere-
cho de acceso en sus diferentes niveles 
orgánicos, directivos y departamenta-
les.

Ello nos permite dar una valora-
ción muy positiva del engranaje dise-
ñado durante el primer año de apli-
cación de la norma: la información 
publicada en el Portal, ha pasado de 
algo más de 500.000 registros, en el 
inicio, hasta los 850.000 registros de 
datos a los que se tiene acceso actual-
mente, siendo las categorías de con-
tratos y subvenciones las que proveen 
el mayor número de información, el 
Portal ha recibido más de 4.063.000 
millones de páginas vistas, los ciuda-
danos han realizado 3.329 solicitudes 
de acceso a la información, de las que 
se han resuelto el 91,5%, teniendo en 
cuenta que la administración tiene un 
mes para resolver las consultas plan-
teadas desde que la solicitud entra en 
el órgano competente para resolver. El 
número de consultas en silencio ad-
ministrativo ha sido de 0,6 % del total.

Es cierto que todavía falta mucho 
por hacer pero los cimientos del edi-
ficio están asentados ya en todos los 
ministerios y organismos depen-
dientes de la Administración General 
del Estado que están incluidos en el 
ámbito del Portal de la Transparencia 
del Gobierno de España. Solo queda 
ir levantando los pisos que irán confi-
gurando el edificio de la transparencia 
en nuestro país hasta que consigamos 
situarlo a la altura de las democracias 
occidentales más avanzadas de nues-
tro entorno.   
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Con esta reforma se está pretendiendo 
dar respuesta a las demandas de ciuda-
danos y empresas de una Administra-

ción más ágil y eficiente, con menos cargas in-
directas, que favorezca un desarrollo sin trabas 
de la actividad empresarial y de la sociedad en 
su conjunto.

A este objetivo se ha dirigido una de las ac-
tuaciones coordinadas de mayor trascenden-
cia en el ámbito administrativo en los últimos 
años, como es la creación de la Comisión para 
la Reforma de las Administraciones Públicas y 
el desarrollo y ejecución de las medidas que se 
incluyeron en el Informe que esta Comisión 
presentó al Consejo de Ministros en junio de 
2013.

Pero, y aun siendo muy relevantes, las me-
didas de la CORA no agotan el amplio abanico 
de actuaciones y normas que conforman esa 
reforma de la Administración.

En particular, uno de los aspectos que ca-
racterizan una Administración moderna y cer-
cana a los ciudadanos es dotar a los mismos 
de instrumentos que les permitan conocer con 
una suficiente profundidad el funcionamiento 
de los órganos y entidades que la componen, el 
grado de cumplimiento de sus fines y objetivos, 
la información económica y presupuestaria 
imprescindible para valorar su actuación y, en 
general, todos aquellas cuestiones que, cual-
quiera que sea el motivo, susciten su legítimo 
interés en relación con los asuntos públicos.

Y esta parcela de la reforma ha sido objeto de 
un tratamiento integral y estructurado a través, 
fundamentalmente, de la aprobación de la Ley 
19/2013, de 9 de diciembre,  transparencia, ac-
ceso a la información pública y buen gobierno.

PILAR PLATERO
Subsecretaria del 
Ministerio de 
Hacienda y 
Administraciones 
Públicas

Como es bien conocido, la re-
forma de la Administración ha 
sido un objetivo esencial del 
Gobierno en esta Legislatura 
y ha supuesto la adopción de 
innumerables medidas, algunas 
de ellas de carácter coyuntural 
para hacer frente a problemas 
puntuales, y otras de naturale-
za estructural, principalmente 
a través de su incorporación a 
normas jurídicas con vocación 
de permanencia.

La apuesta del Ministerio de Hacienda  
y Administraciones Públicas por la transparencia
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Con esta Ley, España se equipara a 
los países más desarrollados en mate-
ria de transparencia y buen gobierno 
y sienta las bases para hacer posible 
un mejor control, fiscalización y par-
ticipación de los ciudadanos en la 
vida pública, lo que, como se ya ha de-
mostrado, redunda en una sociedad 
más moderna, abierta y democrática, 
refuerza la confianza en las institu-
ciones y favorece directa o indirec-
tamente un crecimiento económico 
sostenido.

Tal y como expresa su Preámbulo y 
se regula en sus diferentes títulos, la 
transparencia se asienta sobre tres pi-
lares fundamentales: las obligaciones 
de publicidad activa de la Administra-
ción, el derecho de acceso de los ciu-
dadanos a la información pública y los 
principios y régimen de infracciones y 
sanciones que se engloban dentro del 
concepto de buen gobierno.

Obviamente, esta Ley no encarna 
por sí sola el conjunto de normas y 
prácticas que inciden en la transpa-
rencia de las Administraciones ni 
todas sus previsiones son totalmente 
novedosas. Pero sí es cierto que su 
aprobación ha supuesto un enorme 
avance en la materia y, sobre todo, tie-
ne la gran virtud de integrar en una 

ley, de una forma sistemática y orde-
nada, las principales cuestiones que 
suscita.

En particular, supone un avance 
muy apreciable en relación con la 
situación anterior  la creación y pos-
terior puesta en marcha del Portal de 
Transparencia, como plataforma que 
se pone a disposición de los adminis-
trados con una extensa y completa 
información que se presenta de una 
forma estructurada.

Pues bien, la implicación y com-
promiso del Ministerio de Hacienda 
y Administraciones Públicas con la 
transparencia ha sido, está siendo y 
será indiscutible y creo, con satisfac-
ción, que puede afirmarse que este 
Departamento constituye una de las 
piedras angulares en las que se sus-
tenta este proceso.

En primer lugar, hay que tener en 
cuenta que la información del Portal 
se agrupa en tres Categorías principa-
les a las que se refieren los artículos 
6, 7 y 8 de la Ley: la información ins-
titucional, organizativa y de planifi-
cación, la información de relevancia 
jurídica y la información económica, 
presupuestaria y estadística.

En el caso de la información insti-
tucional, que comprende fundamen-

talmente la organización, estructura 
y funciones de los Ministerios y orga-
nismos, la información que se refiere 
a este Departamento es obviamente 
relevante, acorde con su amplia área 
de actuación y con el alto número de 
organismos que dependen de él. Algo 
parecido cabe decir de la información 
normativa en la medida en que el Mi-
nisterio de Hacienda y Administracio-
nes Públicas, también por el amplio 
abanico de competencias ejercidas, es 
uno de los órganos con mayor activi-
dad normativa dentro de la Adminis-
tración General del Estado.

Pero,  donde realmente se aprecia 
con total nitidez la importancia que, 
en materia de transparencia, desem-
peña este Ministerio es en la Catego-
ría de información económica, presu-
puestaria y estadística. 

Basta entrar en el Portal para dar-
se cuenta de que la gran mayoría de 
la información que se contiene en 
esta categoría proviene del ámbito 
del Departamento –por ejemplo, in-
formación sobre contratación, sub-
venciones, presupuestos, informes 
de auditoría, bienes inmuebles, re-
conocimiento de compatibilidad de 
empleados públicos o una parte sus-
tancial de la información estadística-.
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Entre toda esta información, y so-

bre todo teniendo en cuenta mi condi-
ción de Subsecretaria del Ministerio, 
me gustaría referirme especialmente 
a una materia que me resulta muy 
cercana y que creo es paradigmática 
y nos da la verdadera medida del es-
fuerzo realizado en materia de trans-
parencia. Se trata de la contratación 
pública que, a su vez, presenta dos 
áreas diferenciadas. Por una parte, la 
información general sobre los contra-
tos suscritos por la Administración 
General del Estado y sus organismos 
vinculados o dependientes y, por otra 
parte, la información de los contratos 
basados en Acuerdos-Marco para la 
adquisición de bienes y prestación de 
servicios declarados de contratación 
centralizada.

En cuanto a los contratos en gene-
ral, el Portal contiene, para los suscri-
tos desde enero de 2014, una com-
pletísima información que incorpora 
datos referidos al objeto, duración, 
importe de licitación y adjudicación, 
publicidad, empresas que han partici-
pado en la licitación, adjudicatarios e, 
incluso, los desistimientos, renuncias 
o modificaciones del contrato.

Esta información no se ha elabo-
rado ni gestionado solamente con la 
finalidad específica de que sea incor-
porada al Portal de Transparencia. Se 
trata de una información que está dis-
ponible en la Plataforma de Contrata-
ción del Sector Público que,  más allá de 
satisfacer las demandas de informa-
ción de los ciudadanos, lo que preten-
de es ser una herramienta de gestión 
de la contratación pública tanto desde 
el punto de vista de las empresas que 
participan en las licitaciones como de 
los propios órganos de contratación.

En este sentido, ya nos hemos ade-
lantado a la fecha límite de abril de 
2016 para la transposición de las nue-
vas directivas de contratación pública 
y la Plataforma está preparada para 
soportar una tramitación práctica-
mente integral por vía electrónica de 

los procedimientos de esta contrata-
ción pública. Además, la Plataforma 
se ha diseñado para hacer posible la 
interconexión de datos entre ella y las 
Plataformas de Contratación autonó-
micas y se han puesto a disposición 
de las mismas los instrumentos infor-
máticos para que esta integración sea 
una realidad lo que, en definitiva, su-
pondrá la posibilidad de consulta de 
mucha más información de la que se 
refiere exclusivamente al Estado.

Uno de los hechos más destaca-
bles de la publicación en el Portal 
de la Transparencia de los contratos 
públicos es quizás que, por primera 
vez, se incluye la información de de-
talle de los contratos menores, que 
se ha comenzado a ofrecer en virtud 
de lo dispuesto en la propia Ley a par-
tir del cuarto trimestre de 2014. Este 
hecho resulta de una importancia 
decisiva desde el punto de vista de la 
transparencia si tenemos en cuenta 
el alto número de contratos menores 
que se celebran en la Administración 
General del Estado y sus organismos 
dependientes.

El otro ámbito de la contratación 
que se contempla expresamente en 
el Portal es el referido a los contratos 
basados en Acuerdos-Marco centra-
lizados. Cabe recordar brevemente a 
este respecto que el proceso de centra-
lización en la contratación dentro de 
la Administración General del Estado 
puesto en marcha en los últimos años 
como medida de la Comisión para la 
Reforma de las Administraciones Pú-
blicas se realiza a partir de dos posibles 
enfoques. En algunos casos, lo que se 
hace es un contrato centralizado en 
sentido estricto a través de un procedi-
miento abierto. En otros, la alternativa 
utilizada es la del Acuerdo-Marco. En 
estos Acuerdos se establecen las con-
diciones de servicio o suministro,  con 
licitación y selección de varias empre-
sas y, después, cuando el Ministerio u 
organismo concreta sus necesidades, 
elige a la empresa que mejor se ajusta 

a las mismas, bien directamente o me-
diante una segunda licitación.

El número de contratos basados 
en Acuerdos-Marco de los distintos 
Ministerios y organismos estatales 
(y también de Comunidades Autóno-
mas y Entidades Locales adheridas al 
sistema) es muy alto –en el año 2014 
se formalizaron un total de 8.470 con-
tratos por un valor superior a los 644 
millones de euros-. Pues bien, esta 
información también se incorpora al 
Portal de Transparencia.

Como en el caso de los contratos 
en general, la información volcada se 
contiene en una herramienta gestio-
nada en este Ministerio (en concreto, 
por la Dirección General de Raciona-
lización y Centralización de la Contra-
tación) que recibe el nombre de Portal 
de Contratación Centralizada, en el 
que la información se incorpora y está 
disponible de manera inmediata.

Más allá del ámbito de la publici-
dad activa, y como lógica consecuen-
cia de la importancia del Ministerio, 
también es destacable que su Unidad 
de Formación y Transparencia es, en-
tre todas las Unidades de los Depar-
tamentos Ministeriales, la que recibe 
un mayor número de solicitudes de 
información en el ejercicio del dere-
cho de acceso por los ciudadanos.

Y, por supuesto, no puedo dejar de 
señalar el hecho de que, sin perjuicio 
de la independencia e imparcialidad 
con la que desempeña sus funciones, 
esté adscrito a este Ministerio el Con-
sejo de Transparencia y Buen Gobierno, 
órgano al que la Ley de Transparencia 
atribuye como finalidades promover 
la transparencia de la actividad públi-
ca, velar por el cumplimiento de las 
obligaciones de publicidad, salvaguar-
dar el ejercicio de derecho de acceso a 
la información pública y garantizar la 
observancia de las disposiciones de 
buen gobierno.

Por otra parte, creo que es im-
portante destacar otra circunstancia 
singular relacionada con el papel del 
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Ministerio de Hacienda y Administra-
ciones Públicas en esta materia. Me 
estoy refiriendo a que, más allá de su 
aportación al Portal de Transparencia, 
existe un instrumento de divulgación 
de información que tiene un carácter 
esencial: La Central de Información 
Económico Financiera, cuya creación 
se preveía en el artículo 28 de la Ley 
Orgánica 2/2012, de 27 de abril, de 
Estabilidad Presupuestaria y Sosteni-
bilidad Financiera, una de las prime-
ras y, sin duda, más importantes leyes 
aprobadas en esta legislatura.

Ya en el capítulo destinado a regu-
lar los Principios Generales de esta 
Ley, se contiene un artículo específico 
destinado a enunciar el principio de 
transparencia, señalando que la con-
tabilidad, los presupuestos y sus li-
quidaciones de las Administraciones 
Públicas y demás sujetos comprendi-
dos en su ámbito de aplicación debe-
rán contener información suficiente 
y adecuada que permita verificar su 
situación financiera y el cumplimien-
to de los objetivos de estabilidad pre-
supuestaria y de sostenibilidad finan-
ciera.

Además de esta previsión, este ar-
tículo encomienda al Ministerio de 
Hacienda y Administraciones Públi-
cas proveer la disponibilidad pública 
de esa información económico-finan-
ciera y prevé que todas las Adminis-
traciones y sujetos suministren la 
información necesaria para el cum-
plimiento de este mandato.

Y esto es lo que se desarrolla en el 
capítulo V de la Ley Orgánica que, de 
manera significativa, se titula “Trans-
parencia”, que se refiere a la instru-
mentación del principio de transpa-
rencia detallando la información a 
suministrar al Ministerio por todas 
las Administraciones y, en particular, 
por las Comunidades Autónomas y 
Corporaciones Locales.

La Central de Información Econó-
mico Financiera, que se alimenta de 
toda esta información, está gestio-

nada por una unidad -Subdirección 
General- encuadrada orgánicamente 
en la Secretaría General Técnica del 
Ministerio y es plenamente accesible 
a través de internet. 

Una mera consulta a esta Central 
en la página web del Ministerio de Ha-
cienda y Administraciones Públicas 
es suficiente para apreciar la amplitud 
de la información de su contenido. 
Por supuesto, en la misma se incor-
poran informes completos sobre el  
grado de cumplimiento del objetivo 
de estabilidad presupuestaria o deu-
da pública, pero también, entre otras 
muchas áreas, datos de caja, contabi-
lidad nacional, capacidad o necesidad 
de financiación, ejecución presupues-
taria, recaudación tributaria o uno de 
los aspectos que está despertando un 
mayor interés para los ciudadanos o 
empresas, como es el periodo medio 
de pago a proveedores.

En todo caso, el gran valor añadi-
do que aporta para el ciudadano la 
Central de Información Económico 
Financiera es la incorporación de la 
información de esta naturaleza del 
resto de Administraciones territoria-
les distintas del Estado.

En esta misma línea de potenciar 
la divulgación de información de inte-
rés para el ciudadano desbordando el 
estricto ámbito del Portal de la Trans-
parencia, es importante también alu-
dir a la incorporación desde el mes de 
julio de este año 2015 a la página web 
del Ministerio de un Canal de Gobierno 
Abierto, en la línea de canales simila-
res puestos en marcha en los países 
con una administración pública más 
desarrollada, que incorpora tres sec-
ciones: Transparencia, Datos Abiertos 
y Participación Ciudadana.

En la primera de ellas -Transparen-
cia-, es reseñable la incorporación de 
determinada información adicional 
a la que está incluida en el Portal de 
Transparencia. Por poner algún ejem-
plo significativo, en esta sección se 
contiene diversa información sobre 

bases de datos de consultas o reso-
luciones -entre otros, de la Dirección 
General de Tributos, del Tribunal 
Central de Recursos Contractuales, de 
la Junta Consultiva de Contratación o 
del Tribunal Económico Administra-
tivo Central-, o sobre Memorias de 
Actividades de diferentes órganos y 
organismos.

En la segunda sección -Datos 
Abiertos- se incluye información 
pública generada por Unidades del 
Ministerio de Hacienda y Adminis-
traciones Públicas susceptible de ser 
reutilizada por ciudadanos y empre-
sas- en cumplimiento de lo dispuesto 
en la Ley 37/2007, sobre reutilización 
de la información del sector público-, 
sin más condiciones que las lógicas, 
previstas en la normativa vigente, -por 
ejemplo, que no se altere o desnatu-
ralice el contenido de la información 
o que se cite la fuente de los datos y 
documentos reutilizados-.

En la tercera sección -Participación 
Ciudadana- se puede acceder a do-
cumentos sometidos a información 
pública, escribir o dar su opinión al 
Ministerio o, incluso, “seguir” al Mi-
nisterio en las redes sociales a través 
de Twitter, Facebook, Youtube o Flickr.

En fin, confío en que todo lo ex-
puesto haya servido para trasladar con 
claridad ese irrenunciable compromi-
so del Ministerio de Hacienda y Admi-
nistraciones Públicas con la transpa-
rencia, que va más allá del mero cum-
plimiento de las obligaciones que nos 
impone la legislación vigente y que 
se ha convertido en una herramienta 
esencial para la transformación de la 
Administración Pública en una ad-
ministración moderna, acorde con la 
demanda de los ciudadanos.  
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El título de este artículo me reconcilia con 
las lecciones aprendidas en el colegio y 
con las que, la experiencia que treinta y 

cuatro años de servicio público han ido depo-
sitando en mi vida.

La transparencia: ¡que viene…! “La transpa-
rencia que viene”. Solo algún signo gramati-
cal separa los dos títulos de esta reflexión llena 
de trabajo, esperanza y solidaridad.

Pues sí, ¡que viene la transparencia! Nues-
tro entorno miraba con sorpresa una demo-
cracia consolidada en lo que, todavía, no ha-
bía ley que permitiera, de forma cohesionada, 
ejercer el derecho a saber de los ciudadanos, 
ávidos de más participación en las decisiones 
públicas. Los gestos eran insuficientes, la Ley 
General de Subvenciones 38/2003, de 17 de 
noviembre, ordenaba hacerlas públicas, la 
Ley 5/2006, de 10 de abril, sentaba principios 
de buen gobierno al regular los conflictos de 
intereses; en la función pública, el Estatuto 
del Empelado Público (Ley 7/2007, de 12 de 
abril), recogía la publicidad de los procesos de 
selección y provisión de empleados públicos, 
la Ley de Contratos del sector público en 2011 
(RD Legislativo 3/2011, de 14 de noviembre), 
hablaba de publicidad activa en los perfiles del 
contratista... Pero Europa iba más allá, incluso 
cuando en 2006 aprobó normas medioam-
bientales que obligaban a España como estado 
miembro, dejaba patente que la transparencia 
era algo diferente a una apertura de ventanas 
en el gran edificio de la Administración. La 
transparencia era un cambio cultural.

Y llegó, esperada por todos, trabajada por 
muchos, nombrada y renombrada en una so-
ciedad que vivía momentos difíciles de des-
afección de lo público, que abrían una brecha 

ESTHER ARIZMENDI
Presidenta del 
Consejo de 
Transparencia 
y Buen Gobierno

Han pasado nueve meses des-
de que la Ley 19/2013, de 9 de 
diciembre, de transparencia, 
acceso a la información pública 
y buen gobierno, entró en vigor 
en España. Nueve meses desde 
que, emocionada y convenci-
da, explicaba a sus señorías un 
plan estratégico para abordar 
el impulso y cumplimiento de 
una Ley que había tardado once 
legislaturas en ver la luz, nueve 
meses desde que, cinco per-
sonas empezamos a poner los 
primeros ladrillos de lo que hoy 
es el Consejo de Transparencia y 
Buen Gobierno de España.

La transparencia ¡Que viene!
La transparencia que viene...
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entre las instituciones y los ciudada-
nos que no avanzaban en un diálogo 
de confianza en la misma sintonía.

El anuncio de su llegada no debía 
tomar por sorpresa a la compleja  
máquina que Hobbes denominó Le-
viatán y que definió como “hombre, 
dios y máquina”, había que preparar 
su llegada y sin duda, la tarea no sería 
fácil.

Primero: el hombre. Los hombres 
y mujeres servidores públicos que 
debían aprender una ley nueva, una 
nueva tramitación, un nuevo dere-
cho a saber que habrían de gestionar 
desde sus lugares de trabajo. Sus co-
nocimientos y sus voluntades debían 
ponerse al servicio de sus exigencias. 
Empleados públicos que añadirían 
una tarea y una responsabilidad más 
a las que ya venían desempeñando. 
Compañeros que habían demostra-
do que sabían aprender y renovarse 
para hacer una administración más 
eficaz y eficiente, que llevaban tiem-
po cambiando su manera de trabajar, 

haciendo caer barreras, incorpo-
rando las TIC a una administración 
lenta y burocrática que empezaba a 
orientarse a un servicio 24 horas x 7 
días, disponible para todos los ciuda-
danos.

Un total de 2.000 personas pa-
saron por el Instituto Nacional de 
Administración Pública en un plan 
de formación, donde una vez más, el 
factor humano se convertía en estra-
tégico.

Segundo: El dios. Ese dios de 
Hobbes, todopoderoso y omnipo-
tente, dueño de la información que 
le otorgaba un inmenso poder. Un 
poder durante años basado en el os-
curantismo y la distancia, que habría 
de dejar paso a una transformación 
en la que los propietarios de los datos 
serían los ciudadanos y la Adminis-
tración se constituiría  en deposita-
ria y custodia de estos, encargada de 
ordenarlos, ofrecerlos, servirlos y 
publicarlos. 

Poderoso cambio del eje cultural 

que sujeta a las administraciones 
públicas a control, que exige respon-
sabilidad, que monitoriza las actua-
ciones y que, en definitiva, somete 
a escrutinio la acción de los poderes 
públicos, haciendo que “los ciudada-
nos puedan conocer cómo se toman 
las decisiones que les afectan, cómo 
se manejan los fondos públicos o 
bajo qué criterios actúan nuestras 
instituciones” (Preámbulo de la Ley 
19/2013). 

Por último: la máquina. El ins-
trumento que habrá de transportar 
y ofrecer la información pública, es 
decir todos los contenidos o docu-
mentos, cualquiera que sea su for-
mato o soporte, que obren en poder 
de la Administración y que se hayan 
elaborado o adquirido en el ejercicio 
de la función pública (art. 13 de la Ley 
19/2013).

Aquí, las TIC aparecen con su 
fuerza para dar servicio, en las sedes 
electrónicas, en las páginas web y 
en el Portal de Transparencia, facili-
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tando el acceso de los ciudadanos a 
toda la información que la Ley ofrece 
como pública.

Una oficina de transparencia, la 
Oficina de la Transparencia y Acceso 
a la Información y las Unidades de 
Información (19) situadas en cada 
Ministerio, así como una red en cas-
cada dentro de los distintos ámbitos 
competenciales se ocuparían de colo-
car en el portal la publicidad activa, de 
responder y cumplir de forma rápida 
y eficaz el ejercicio del derecho de ac-
ceso a la información que asiste a los 
ciudadanos y de cumplir, en su traba-
jo, las normas de buen gobierno.

Y ahí, en medio de este nuevo Le-
viatán un núcleo central,  que no es 
otro que el que constituyen los ciu-
dadanos empoderados del derecho a 
saber, a ser críticos, a exigir respon-
sabilidades, a controlar, y a su lado, 
el Consejo de Transparencia y Buen 
Gobierno, cuya misión será servir a 
los fines de la Ley.

Guardián de la Transparencia
El Consejo no es el Portal, ni tampoco 
es el Gobierno. No es el todo ni la par-
te. No es una pieza más del cuadrado 
de ajedrez. ¡NO! El Consejo es el guar-
dián de la transparencia. 

Y como tal, es un órgano indepen-
diente y más aún imparcial ejercien-
do una doble misión: Por una parte, 
garantizar el cumplimento de la Ley 
de Transparencia y por otra, difundir 
y afianzar la cultura de la transparen-
cia en España. De estos dos come-
tidos, el primero requiere medios, 
disciplina, método, visión, cambios, 
consensos, preguntas, diálogo, cola-
boración, cooperación y entusiasmo. 
Es fácil de conseguir, “solo” hace falta 
trabajo, trabajo, trabajo. El segundo 
es harina de otro costal. El cambio de 
mentalidad requiere etapas y compli-
cidades no siempre fáciles de lograr.

Por una parte, es necesaria la 
complicidad de los gobiernos, que 
deberán abordar la política de trans-

parencia como una nueva política 
pública que precisa la determinación 
de quien maneje los hilos del Estado. 
También del trabajo del Parlamento 
y de nuestros legisladores, en cuyas 
manos está depositada la importan-
te contribución que empezó con la 
aprobación de una Ley y que ha de 
seguir creciendo y dando frutos.

También de las administraciones, 
todas, que habrán de coordinarse y 
abanderar la transparencia en su ges-
tión, en un modelo nuevo, proactivo, 
abierto y generoso que no conozca 
reservas más allá de las que la Ley 
establece. Junto a ellos, los partidos 
políticos e instituciones llamadas a 
gobernar y a representar al pueblo, 
que han de pasar de la palabra obra 
y dar ejemplo de su vinculación con 
una transparencia cada día procla-
mada y no siempre practicada.

Y como no, los ciudadanos, que, 
investidos de un nuevo poder, habrán 
de ejercerlo con responsabilidad, ha-
ciendo de la exigencia de rendición 
de cuentas no una amenaza, sino un 
instrumento de calidad democrática 
y participación activa.

Muchas voluntades y muchos 
años de ausencia difíciles de romper.

El Consejo de Transparencia y 
Buen Gobierno hará todos los esfuer-
zos y llegará hasta donde sea imposi-
ble, sí, pero necesita los ojos de los 
ciudadanos que suponen millones de 
personas ayudando a que, el retraso 
en la aprobación de la Ley, no sea la 
excusa que justifique avanzar lenta-
mente.

Porque es bien sabido que la de-
mocracia crece bajo los ojos del pue-
blo público y en público, (Bobbio) y 
que la ecuación a mayor transparen-
cia menor corrupción se cumple de 
forma inexorable, y necesitamos más 
que nunca que así sea. 

Y volviendo a la gramática, bus-
quemos “la transparencia que vie-
ne”… o mejor la que el  Consejo de 
Transparencia y Buen Gobierno 

En la 
Administración 
debe haber un 
nuevo pálpito, un 
nuevo 
elemento que 
impregne todo su 
actuar, que llene 
de oxígeno las 
estructuras, que 
alimente los 
órganos y las 
decisiones, que 
infunda fuerza, 
vitalidad, 
legitimidad a lo 
público.
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ha dibujado en un plan estratégico 
(www.consejodetransparencia.es), que 
ha compartido con todos y ha so-
metido a información pública,  que 
incorpora las propuestas de mejora 
de ciudadanos y organizaciones gu-
bernamentales que ansiaban poder 
contribuir. Un plan que quiere ser de 
todos, como de todos es el Consejo y 
que dibuja en el horizonte 2015-2020 
“la transparencia que viene”, sin co-
mas, sin exclamaciones en un esfuer-
zo de adelantar el futuro, tan soñado 
por muchos.

Evolución
Y esa transparencia por la que quiere 
trabajar el Consejo, la que viene, ten-
drá que evolucionar necesariamente:   
Pasando de la obligación a la devoción 

En efecto una Ley es de obligado 
cumplimiento, pero esto no debe 
necesariamente ser limitante, ni ser 
visto como una carga. Este es el caso 
de la transparencia que mira el Con-
sejo. La devoción por la transparencia 
en los ciudadanos, en las Administra-
ciones, en los políticos… buscada por 
muchos, vivida por algunos, nom-
brada por todos. 

No debe tratarse como algo pun-
tual ni excepcional, sino vital, como 
la naturalidad del aire que se respira. 
No entendemos que “haya” que hacer 
un esfuerzo (sí en la organización, no 
en el cumplimiento). No pensamos 
que el derecho a saber es un trabajo 
sino una magnífica oportunidad. Pa-
sar de deber a querer.

En la Administración debe haber 
un nuevo pálpito, un nuevo elemen-
to que impregne todo su actuar, que 
llene de oxígeno las estructuras, que 
alimente los órganos y las decisiones, 
que infunda fuerza, vitalidad, legiti-
midad a lo público.

Una nueva manera de trabajar, 
de entender el servicio público, de 
dignificar lo público y de recobrar la 
confianza.
Transitando del dato a la información

El derecho a conocer, monitorizar y 
exigir requiere un esfuerzo de em-
patía. Las puertas se abren y surgen 
los caminos, cortos o largos, fáciles o 
difíciles, rectos o circunvalantes.

Sabemos que llegar a la informa-
ción es el objetivo, también sabemos 
que el acceso, el lenguaje, la comple-
jidad, el volumen, la presentación, 
deben ser asequibles para conseguir 
que nadie quede fuera de la posibi-
lidad de saber, entender, asimilar. 
Una vez más el buen trabajo y la fle-
xibilidad, la revisión constante de las 
normas, el afán de llegar a traspasar 
barreras, dará sus frutos.
Evolucionando de lo vertical a lo trans-
versal
La Ley 19/2013, es fuerte, es valiente, 
se mira con las del entorno, incluye 
algunos sujetos obligados en primi-
cia europea. Es una ley necesaria, 
más aún, imprescindible. 

Ahora está aquí y poco a poco, to-
mando pie en ella habrá que avanzar, 
hacer sentir su presencia en cada 
paso que se de, que cada norma huela 
a transparencia, cada contrato, cada 
subvención, cada acto de función pú-
blica, del sector público, de procedi-
miento administrativo, de Adminis-
tración electrónica, de organización 
y funcionamiento, de hacienda pú-
blica, de presupuesto…. hagan de la 
transparencia su realidad transversal 
y en ellos se haga presente. Que se in-
corpore en cada paso y en cada actua-
ción de lo público con naturalidad, 
con solvencia, con convencimiento.
Dando lo básico por supuesto
En efecto, la Ley 19/2013 es básica, 
eso quiere decir que es el primer esca-
lón que asciende hacia una verdadera 
transparencia.

La Ley tiene dos vías de progresión, 
por un lado con carácter territorial y 
competencial, porque no impide que 
las leyes de las Comunidades Autóno-
mas, competentes en la materia, legis-
len más allá de lo básico. Por otro lado, 
al prever que lo más demandado por el 

ejercicio del derecho de información, 
lo más preguntado, lo más requerido, 
pase a engrosar la publicidad activa 
directamente.

Así pues, las administraciones 
haciendo efecto tracción y los ciuda-
danos preguntando harán crecer, sin 
pausa, una legislación que en este mo-
mento es susceptible de ampliarse.
Pasando de la palabra a la obra
Todos los días los medios de comu-
nicación mencionan la palabra trans-
parencia, los políticos la recogen en 
sus programas, los gobernantes la in-
cluyen en sus discursos, trece letras, 
una idea que ha de pasar a la acción. 
Es fácil hablar de transparencia, pero 
hay que cumplir con ella y a veces 
resulta complejo y ciertamente com-
prometido. Ese compromiso con la 
transparencia supondrá el inicio de 
un cambio de mentalidad, donde la 
mención se sustituya por la acción, 
donde no haga falta hablar de ella 
sino que su presencia lo haga una 
evidencia.
Avanzando de la crítica al compromiso 
ciudadano
Y aquí estamos todos, los ciudadanos 
que hablan y se preguntan, que de-
ben tomar las riendas, deben exigir, 
acercarse, controlar, saber y ser res-
ponsables. Es el momento del com-
promiso, de ejercer este empodera-
miento que hace una sociedad más 
fuerte. Es el momento de pasar de la 
charla a la exigencia, de la crítica so-
cial a la acción ciudadana, de la queja 
al escrutinio, de la conversación a la 
actuación.

Preguntar ya no es de mala educa-
ción, es un signo de madurez demo-
crática que nos une a una democracia 
participativa donde la responsabili-
dad tiene dos caras, las instituciones 
y los ciudadanos.    
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El 10 de diciembre de 2013 se publicó en el 
BOE la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, 
de Transparencia, Acceso a la informa-

ción pública y Buen Gobierno (LTBG). En ese 
momento todos, salvo unos pocos catedráti-
cos de universidad periodistas ávidos de infor-
mación y algunos estudiosos de las políticas 
de gobierno  que habían oído hablar de dere-
cho de acceso y de datos abierto, ignorábamos  
el cambio que iba a suponer en nuestro modo 
de trabajo la tan esperada LTBG.

En el momento de elaborar esta Ley se de-
cía que éramos el país con más de un millón 
de habitantes que todavía no disponía de nor-
mativa al respecto,  aporta una idea del retraso 
con el que había llegado a España. Desde el 
Ministerio de Presidencia y dependiendo de 
la Oficina para la Reforma de la Administra-
ción (OPERA), se creó una unidad con rango 
de subdirección, la Oficina de Transparencia 
y Acceso a la Información” (OTAI), cuya dota-
ción fue creciendo paulatinamente desde las 
dos personas con las que arrancó en el mes de 
septiembre de 2014 hasta alcanzar las nueve 
de las que dispone en la actualidad. De este 
modo, hace ya un año, comenzó su andadura 
la OTAI, dando pie al inicio de la transparen-
cia en España.  La ley ya estaba vigente, pero 
había que materializarla y hacerla realidad.

Los comienzos
El primer trabajo con el que se encontró la 
OTAI, a la par que se constituía como Unidad, 
fue la puesta en marcha del Portal de Transpa-
rencia, según lo dispuesto en el artículo 10 de 
la LTBG. Para ello, en el año 2013, el Ministe-
rio de la Presidencia firmó un convenio con el 
Ministerio de Hacienda y Administraciones 

VICTORIA FIGUEROA
Subdirectora de la 
Oficina de 
Transparencia 
y Acceso a 
la Información

JOSÉ ANTONIO  
NAVARRO BLANCO
Oficina de la 
Transparencia 
y Acceso a 
la Informacion
Ministerio de 
la Presidencia

A punto de cumplirse un año de 
la puesta en marcha del Portal 
de la Transparencia el próximo 
el 10 de diciembre, toca hacer el 
balance de su puesta en marcha 
y de su evolución. A pesar de su 
corta edad ya ha sido premiado 
por la Asociación Multisectorial 
de la Información, entre otras 
cosas,  por ser “un portal de 
acceso claro, fácil e intuitivo y un 
ejemplo de transparencia, cola-
boración y participación”.  

La cara visible de la transparencia
El portal de Transparencia del Gobierno de España
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Públicas, con el fin de que el Portal se 
desarrollara desde la Dirección Ge-
neral de Modernización (actualmen-
te la Dirección TIC), por disponer de 
los recursos tecnológicos necesarios, 
de los equipos de personas capacita-
dos y de experiencia en la creación y 
puesta en marcha de grandes porta-
les, algunos tan emblemáticos como 
el del PAG (administración.gob.es), 
la Ventanilla Única o la Factura Elec-
trónica entre otros.

El trabajo en la OTAI se inició par-
tiendo del legado que nos había de-
jado, previamente, quienes iniciaron 
la andadura del Portal en la Secreta-
ria de Estado de Relaciones con las 
Cortes (Ministerio de Presidencia) 
tras participar en la tramitación de la 
LTBG. Al analizar la LTBG para plas-
marla en un portal , se destacaron 
dos conceptos que, posteriormente, 
nos han acompañado a lo largo de 
nuestro recorrido por la transpa-
rencia: por un lado, el concepto de 
“PUBLICIDAD ACTIVA” entendi-
da ésta como la información que las 
diferentes administraciones tienen 
que poner a disposición del ciuda-
dano de manera activa., ¿Pero no pu-
blicaba la Administración ya mucha 
información a través de los 20 años 
que llevamos haciendo páginas web 
y de las que tenemos más de 600 en 
la AGE?., Entonces, ¿qué es lo que 
publicábamos los organismos en la 
páginas web?.

Por otra parte, nos encontramos 
con el concepto de “EJERCICIO DEL 
DERECHO DE ACCESO A LA IN-
FORMACIÓN PÚBLICA”. ¿Qué era 
eso? ¿Consultar a la administración?, 
¿pedir información a través de un 
buzón?, ¿enviar un correo electróni-
co?... El ejercicio del derecho de ac-
ceso a la información, es un procedi-
miento administrativo en toda regla, 
que en posteriores artículos de este 
monográfico se analizará.

Siguiendo con la publicidad acti-
va, vimos que en los artículos 6, 7 y 8 

FIGURA 1. Página principal del Portal
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encontrábamos todos los conceptos 
de información que teníamos que ha-
cer públicos aunque, en su mayoría, 
como contaremos más adelante, se 
trataba de información que ya estaba, 
en su mayor parte, publicada en otros 
portales, al amparo de otras leyes. El 
Portal sin embargo, se constituía 
como el punto único centralizador 
de toda la información de transpa-
rencia del Gobierno de España. Pues 
bien, al estudiar esos artículos de la 
Ley, la desgranamos en 23 elementos 
de información que agrupamos en 
3 categorías coincidiendo con los 3 
artículos citados: Institucional (art. 
6), Normativa (art. 7),  y Económica 
(art. 8).

El reto consistía en saber de qué 
fuente de información se obtendría 
cada uno de los 23 elementos de in-
formación. Por una parte estaba la in-
formación proveniente de fuentes de 
datos centralizadas, que se cargaría 
de manera automática, con diferen-
te periodicidad en cada caso. Ejem-
plos de este tipo son los contratos, 
que se cargan desde la Plataforma 
de Contratación del Estado (https://
contrataciondelestado.es/wps/portal/
plataforma), los presupuestos que se 
enlazan desde el Portal a la Central de 
Información de la IGAE (http://www.
minhap.gob.es/es-ES/CDI/Paginas/
centraldeinformacion.aspx), etc. 

Otro tipo de información, es la que 
se tendría que alimentar en el portal 
de manera descentralizada por no 
existir fuentes centralizadas, pero sí 
información disponible en cada uno 
de los organismos, como es el caso 
de los currículos vitae y las retribucio-
nes de los altos cargos, o los planes de 
objetivos. Para que cada organismo 
pudiera incluir esta información, se 
desarrolló una herramienta que les 
habilita esta tarea.

Un tercer caso se presentaba cuan-
do toda la información residía en un 
sistema o servicio externo. En ese 
caso se optó por enlazar con las fuen-

TABLA 1. Origen de la información del apartado “Institucional”

FIGURA 2. Detalle de la categoría “Institucional”
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tes puesto que no tenía sentido volver 
a integrar todo el sistema en el Portal, 
al menos en una primera fase. Es el 
caso de la base de datos de subvencio-
nes que se acordó con la IGAE para 
que se mostrase en abierto desde el 
portal de transparencia, o el caso de 
los informes de fiscalización, que se 
muestran a través de un enlace al tri-
bunal de cuentas.

Finalmente, a pesar de todos los 
problemas y del importante volumen 
de información a integrar, pusimos 
en marcha el Portal de la Transparen-
cia: http://transparencia.gob.es/

De forma adicional, a las catego-
rías y subcategorías identificadas en 
la Ley de Transparencia, durante este 
último año hemos añadido nuevas 
secciones de contenido en el Portal 
que contienen información no   ne-
cesariamente identificada en la Ley, 
pero sí considerada como informa-
ción de transparencia de interés para 
los ciudadanos.

El Portal
En la FIGURA 1 mostramos la página 
principal del Portal de la Transparen-
cia tal y como está en la actualidad. 
Se pueden apreciar las distintas áreas 
de información antes referidas. En 
un lugar destacado se muestran las 
tres categorías principales de infor-
mación, según los artículos 6, 7 y 8 
de la Ley, como se comentó anterior-
mente.

A la derecha, está ubicada la sec-
ción: “Más transparencia” con enla-
ces a información de actualidad o a 
nuevas publicaciones dentro del por-
tal, por ejemplo, Gobierno Abierto. 
La sección “Informes de interés” con-
tiene enlaces a distintos documentos 
de interés para los ciudadanos, agru-
pados por tareas temáticas. Un poco 
más abajo se encuentran las agendas 
del Presidente y del Gobierno.

En la zona intermedia se ha situa-
do el buscador de información. Es 
una herramienta potente que busca 

FIGURA 3. Detalle de la categoría “Normativa”

TABLA 1. Origen de la información del apartado “Normativa”
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entre todos los elementos de infor-
mación del portal, previamente in-
dexados durante las cargas desde las 
fuentes de datos. De hecho, en sus 
orígenes, se concibió el Portal como 
un solo buscador tipo “Google” orien-
tado a todo tipo de información, pero 
después pensamos que era necesario 
estructurar la información y hacerla 
más accesible utilizando árboles de 
navegación por categorías y subca-
tegorías, lo que permitiría también 
ampliar los contenidos explicativos 
de cada elemento de información.

En la zona inferior podemos ac-
ceder a distintas secciones del portal 
como son:
• Gobierno abierto: contiene infor-
mación referida a los compromisos 
contraídos por España por su perte-
nencia a la OGP (Open Government 
Partnership) para el fomento de los 
principios básicos de gobierno abier-
to: transparencia, rendición de cuen-
tas, participación y fomento de la tec-
nología e innovación. 
• Acceso a la página de CORA (Comi-
sión para la reforma de la adminis-
tración): muestra el estado actual de 
las medidas de reforma y los ahorros 
generados.
• Novedades de transparencia: recoge 
noticias y enlaces recientes de inte-
rés y que amplían la sección de más 
transparencia. 
• Enlaces de transparencia: facilita 
enlaces con otros portales de trans-
parencia autonómicos o de otras ins-
tituciones.
• Portales Informativos: contiene 
también enlaces con instituciones y 
sitios que ofrecen información gene-
ral de interés para los ciudadanos.
• La guía del ciudadano es un docu-
mento general para manejo y nave-
gación por el Portal orientado a FAQs 
(Frequently Asked Questions), lo que 
facilita la comprensión por parte de 
los usuarios.

En cuanto a la información, ésta se 
agrupa en el Portal según las 3 cate-

TABLA 3. Origen de la información del apartado “Economía”

FIGURA 4. Detalle de la categoría “Economía”
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gorías principales referidas anterior-
mente:
• La categoría Institucional: contiene 
información descriptiva de la organi-
zación, estructura, normativa desta-
cada y funciones de los Ministerios. 
Además incluye los planes y progra-
mas anuales.
• La categoría Normativa: incluye in-
formación jurídica relevante y textos 
normativos en tramitación y aproba-
dos.
• La categoría Económica: facilita in-
formación sobre actos de gestión 
administrativa con repercusión eco-
nómica o presupuestaria, así como 
información estadística de la Admi-
nistración General del Estado.

El detalle de la categoría Institucio-
nal se puede ver en la FIGURA 2 se-
gún aparece en el Portal.
• Estructura: Recoge los órganos que 
integran cada Ministerio, a través de 
organigramas con representación 
gráfica de la estructura.
• Normativa destacada: Recopila la 
normativa más destacada relaciona-
da con él ámbito de actuación de cada 
uno de los Departamentos Ministe-
riales
• Funciones: Muestra las competen-
cias que ejercen sobre sectores homo-
géneos de actividad administrativa 
los distintos organismos y entidades 
que conforman la Administración 
General del Estado.
• Currículums de Altos Cargos: Facilita 
una relación de las funciones, cargos, 
formación académica y experiencia 
profesional de cada uno de los altos 
cargos del Gobierno.
• Planes de objetivos: Incluye los docu-
mentos en los que se establecen ob-
jetivos a desarrollar por el órgano que 
promueve su adopción y, en su caso, 
la evaluación de los resultados alcan-
zados durante la aplicación del Plan.

La TABLA 1 muestra el origen 
de información de cada uno de los 
elementos. Cuando la fuente señala 
que el origen de información son los 

TABLA 4. Origen de la información del apartado “Economía”

TABLA 5. Origen de la información del apartado “Economía”
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ministerios significa que se cargan 
directamente en el portal utilizando 
una herramienta ad-hoc para ello.

Como comentábamos anterior-
mente, no existen datos centrali-
zados para todos los elementos de 
información, por ejemplo los Cu-
rrículums o los planes de objetivos. 
En algunos casos, se está pasando de 
un modelo de carga descentralizada 
a uno centralizado, como es el caso 
de las funciones que inicialmente se 
cargaban desde la herramienta del 
Portal por cada organismo y que se 
está analizando la carga centralizada 
desde el BOE, accediendo a los Reales 
Decretos de estructura. La normativa 
destacada se carga desde la herra-
mienta pero el texto de la norma está 
enlazado con el BOE.

En cuanto al bloque de normativa 
distinguimos los siguientes elemen-
tos de información (FIGURA 3):
• Normativa en elaboración: Textos 
normativos en tramitación con carác-
ter previo a su remisión a las Cortes 
Generales o su publicación en el Bo-
letín Oficial del Estado.
• Normativa en vigor: Normativa ya 
aprobada y cuyos borradores se han 
publicado de acuerdo a lo descrito en 
la categoría anterior.
• Otras disposiciones: Información de 
relevancia jurídica como directrices, 
instrucciones, acuerdos, circulares u 
otros documentos con similares ca-
racterísticas, así como las respuestas 
a consultas que hayan sido plantea-
das por los particulares u otros ór-
ganos, siempre que supongan una 
interpretación del Derecho o surtan 
efectos jurídicos frente a terceros.

En cuanto a la carga de los datos, 
en la TABLA 2 se muestran los oríge-
nes de información.

Prácticamente toda la informa-
ción de normativa se carga desde la 
aplicación de Comisión Virtual del 
Ministerio de la Presidencia, excepto 
otras disposiciones (órdenes minis-
teriales, instrucciones, etc.) que se 

cargan por cada uno de los Minis-
terios utilizando la herramienta del 
Portal.

El bloque económico se puede ver 
en la FIGURA 4. Es la categoría que 
más elementos de información agru-
pa, de acuerdo al artículo 8 de la Ley. 
Nos remitimos a las descripciones de 
cada elemento de información que 
aparece debajo de cada uno de los 
iconos representativos.

En cuanto al detalle de los orígenes 
de información, se muestran en las 
TABLAS 3, 4 y 5.

Como comentábamos anterior-
mente, las subvenciones no se car-
gan en el Portal, sino que accede a 
ellas mediante enlace con la Base 
de Datos Nacional de Subvenciones, 
que es una Base de datos externa de la 
IGAE. Los presupuestos son enlaces 
a la central de Información que man-
tiene el MINHAP. Igualmente, para 
las cuentas anuales e informes de 
auditoría se enlaza con la aplicación 
de búsqueda documental que tiene el 
Tribunal de Cuentas.

Los contratos menores se empe-
zaron a cargar en la Plataforma de 
Contratación unos meses después 
del inicio del Portal. Es un ejemplo 
de información que, hasta la fecha no 
se centralizaba ni se publicaba y para 
el cual, gracias a la LTBG, se ha esta-
blecido un procedimiento general de 
adquisición y publicación. 

En la tabla 5 cabe señalar que, 
aunque algunas fuentes sean cen-
tralizadas, todavía no se ha estable-
cido un sistema automático de carga 
de información siendo necesaria la 
generación de un archivo csv desde 
los sistemas centrales y su carga ma-
nual en el Portal. Tal es el caso de las 
incompatibilidades proporcionadas 
por la OCI (Oficina de Conflicto de 
Intereses) o las indemnizaciones de 
los altos cargos por razón de su cese. 
Todos estos sistemas de carga se es-
tán analizando para que sean auto-
máticos en un futuro.

Aunque hemos 
conseguido que 
el Portal sea una 
realidad, somos 
conscientes de la 
necesidad de la 
evolución 
continua del 
mismo, tanto en 
la estética, como 
en los contenidos, 
ganando en 
cercanía al 
ciudadano e 
incluyendo 
nuevos elementos 
de información 
de fomento de la 
transparencia. 
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Evolución del portal
Aunque hemos conseguido que el 
Portal sea una realidad, somos cons-
cientes de la necesidad de la evolu-
ción continua del mismo, tanto en 
la estética, como en los contenidos, 
ganando en cercanía al ciudadano 
e incluyendo nuevos elementos de 
información de fomento de la trans-
parencia. 

Como no puede ser de otra ma-
nera, desde la OTAI realizamos 
continuos análisis y comparativas 
con otros portales de transparencia, 
tanto nacionales como internaciona-
les, recibimos comentarios y críticas 
desde distintas fuentes y seguimos 
analizando las necesidades de infor-
mación tanto en lo relativo a publi-
cidad activa como a las solicitudes 
que nos realizan los ciudadanos en 
el ejercicio de su derecho de acceso. 
Todo esto nos permite entender qué 
información es la más demandada y 
en qué formato se debería mostrar 
para, a continuación, analizar sus 
posibles fuentes, intentando que sea 
centralizada y automática para ma-
yor eficiencia del sistema. 

Aunque todavía estamos en los 
principios de la transparencia, y la 
propia OTAI ha crecido con el Portal, 
creemos que es momento de evolu-
cionar y, en breve, pondremos en ser-
vicio, en colaboración con la DTIC, 
una nueva versión del Portal, que 
será una evolución natural del mis-
mo y un cambio tecnológico impor-
tante que  permitirá mayor flexibili-
dad en la gestión de contenidos.  
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Nuestra vigente Constitución lo recoge 
en sus artículos 20 y 105b, el primero 
de los cuales se desarrolló a través de, 

entre otras normas, la Ley 30/92 de Régimen 
Jurídico de las Administraciones Públicas 
y Procedimiento Administrativo  Común, 
mientras que el segundo artículo citado lo 
hace mediante la norma ahora analizada

 Esta nueva norma presenta varias  inno-
vaciones fundamentales. En primer lugar, el 
concepto de denomina Publicidad Activa que 
consiste en tratar el derecho a la información 
de forma proactiva, ya que preceptúa la obliga-
ción de las Administraciones Públicas de pu-
blicar determinadas informaciones de forma 
periódica y actualizada sin que le sean solicita-
das previamente, entre ellas: información ins-
titucional; información de relevancia jurídica, 
tanto de normas publicadas como en proyec-
to; e información  económica, presupuesta-
ria y estadística, como: contratos públicos, 
retribuciones de altos cargos, subvenciones, 
declaraciones de bienes de persona obligadas, 
convenios etc…Se publicarán en sus páginas 
web y en una plataforma común denominada 
Portal de Transparencia y organizada según el 
sistema GESAT. 

La segunda novedad consiste en, la implan-
tación de un procedimiento administrativo, 
con las garantías propias del mismo, referen-
te al ejercicio del derecho a la información, 
contestando a las preguntas de los ciudadanos 
mediante resoluciones administrativas y con 
posibilidad de diversos recursos. Adicional-
mente, se crea un Portal de Transparencia in-

JUAN ANTONIO
PAGÁN LOZANO
Subdirector General 
de Información y 
Comunicación y de la 
Unidad de 
Información 
y Transparencia 
del Ministerio de 
Fomento

La entrada en vigor de Ley 19/ 
2013 de 9 de diciembre de 
Transparencia, Acceso a la In-
formación y Buen Gobierno ha 
supuesto un importante cambio 
en la gestión de la información 
en el Sector Público. Aunque la 
función de la información, así 
como los lugares y la forma de 
impartirla ya se regulaban en 
la Ley de Procedimiento Admi-
nistrativo de 1958, que creaba 
oficinas de información en la 
Administración Pública, fue 
posteriormente, con nuestra de-
mocracia, cuando el derecho a la 
información pasa a tener rango 
constitucional. 

La gestión de la transparencia
en el grupo Fomento
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formático, para facilitar a los ciuda-
danos  el acceso a la información,  así 
como un Consejo de la Transparencia 
independiente  encargado del control 
de las actuaciones informativas de la 
AGE referentes al ejercicio de esta 
Ley que, a la vez, se ocupe de la reso-
lución de recursos referentes al acce-
so a la información de transparencia.

Posiblemente, las consecuencias 
de esta Ley alcanzarán mayor relevan-
cia si consigue difundir un espíritu 
de transparencia en las actuaciones 
del Sector Público y, especialmente, 
en su labor de información, sea o no 
a través del Portal de Transparencia 
, Por ejemplo, el Ministerio de Fo-
mento en 2015 puede llegar a recibir 
unas 500 preguntas en base a la Ley 
19/2013 y en los últimos tres años ha 
tenido una media superior a 100.000 
consultas anuales, por diversos me-
dios, a través de las oficinas de su S.G. 
de Información y Comunicación.

En los pasados días se han cumpli-
do diez meses de la entrada en vigor 
de la Ley 19/2013 de Transparencia 
en su Título I, referido a la transpa-
rencia de la actividad pública tanto en 
lo que se refiere en publicidad activa 
como en el ejercicio al derecho a la 
información, ya que el resto de la Ley 
había entrado en vigor con anterio-
ridad

Estos diez meses  nos han propor-
cionado ya algunos  datos significati-
vos: el Portal, en lo referente a publi-
cidad activa, ofrece unos 850.000 do-
cumentos subidos, y se han consulta-
do más de 4.000.000 páginas en las 
visitas que se han llevado a cabo.

 En este periodo, el Ministerio de 
la  Presidencia ha publicado instruc-
ciones y  organizado reuniones con 
responsables de las Unidades de In-
formación de Transparencia (UIT) de 
los diversos Ministerios con el fin de 
organizar los métodos de trabajo  y de 

coordinar las respuestas a preguntas 
similares dirigidas a distintos De-
partamentos, así como para  ir ana-
lizando los problemas sobrevenidos 
a GESAT o a la gestión del procedi-
miento

A continuación analizaré breve-
mente el sistema GESAT  a través 
del que se gestiona el derecho a la 
información de transparencia en la 
Administración General del Estado 
y en sus sociedades públicas empre-
sariales:

Sistema GESAT
El Sistema GESAT es un comple-
jo sistema informático que regula 
el funcionamiento del Portal de la 
Transparencia en lo que concierne a 
la tramitación del derecho a la infor-
mación. Funciona según los paráme-
tros que se detallan a continuación.

El ciudadano realiza su consulta 
accediendo al Portal mediante el sis-
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tema Cl@ve de identificación, orien-
tado a unificar y simplificar el acceso 
electrónico de los ciudadanos a ser-
vicios públicos. Cl@ve complementa 
los actuales sistemas de acceso me-
diante DNI-e y certificado electróni-
co, y ofrece la posibilidad de realizar  
“firma en la nube”  con certificados 
personales custodiados en servido-
res remotos.

También puede presentar la con-
sulta por otro medio siempre que se 
identifique de forma suficiente para 
ello. En este caso la pregunta es su-
bida al Portal por la UIT correspon-
diente.

El interesado elige el ministerio 
al que desea enviar su pregunta, y la 
UIT de ese departamento acepta la 
pregunta y la tramita, o la reenvía a 
otro Ministerio por no ser de su com-
petencia.

El Centro Directivo correspon-
diente del Departamento tramitado, 
al que se ha asignado la pregunta por 
la UIT correspondiente,  resuelve en 
relación con la consulta, admitien-
do o inadmitiendo y posteriormen-
te aceptando (con la entrega de la 
información requerida) total o par-
cialmente,  o denegando el acceso a 
la información,  y se lo comunica al 
interesado a través de su UIT.

El Sistema GESAT comprueba 
que las contestaciones han tenido 
lugar en plazo (un mes ampliable a 
otro)  y, en caso de superarse éste, 
comunica que se han denegado por 
silencio administrativo. En este siste-
ma las consultas pasan por los nive-
les de inicio, propuesta, firma, notifi-
cación, finalización y archivo. 

Me gustaría seguidamente hacer 
una breve síntesis sobre la forma de 

organizar el ejercicio al derecho a la 
información en un Departamento 
con 14 Centros Directivos y 9 empre-
sas pertenecientes a su grupo, que al 
ser sociedades públicas empresaria-
les vertebran su información a través 
del Portal de Transparencia y de la 
Unidad de Información de Transpa-
rencia de Fomento:

Ejercicio del Derecho de acceso a la 
información a través del Portal de 	
Transparencia en el Ministerio de 
Fomento
Selección y formación de representantes 
en Centros Directivos y Empresas

De forma previa a la entrada en 
vigor de la Ley de Transparencia, se 
designaron representantes de los 
Centros Directivos y sociedades pú-
blicas empresariales del Ministerio 
de Fomento  para ser los interlocuto-
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res en la gestión de esta Ley, tanto en 
los aspectos referidos a la publicidad 
activa como al ejercicio del derecho a 
la información. Igualmente, se nom-
braron representantes para la gestión 
del Programa GESAT. A estos niveles 
de representación se les impartieron 
diversas acciones formativas en el 
Ministerio de Fomento por parte de 
las personas que llevan la gestión del 
Programa GESAT y que previamen-
te habían recibido cursos de esta ma-
teria en el INAP organizados por la 
Presidencia del Gobierno. 

Publicidad activa
Se han subido al Portal 250 documen-
tos procedentes de diversos Centros 
Directivos, muchos de los cuales se 
actualizan de forma continua  con el 
apoyo de la S.G. de Tecnologías de la 
Información y Administración Elec-
trónica.

Procedimiento de la tramitación del de-
recho a la información de transparencia 
El procedimiento, al no haberse to-
davía aprobado el Real Decreto que 
desarrollará la Ley de Transparencia, 
se regula a través de las Instrucciones 
que se remitieron desde el Ministe-
rio de la Presidencia  y de las diver-
sas interpretaciones procedentes del 
Portal de Transparencia ante con-
sultas de las diversas Unidades de 
Transparencia. La Subsecretaría del 
Ministerio de Fomento ha aprobado 
un   procedimiento  que, en síntesis,  
se resume así: 

La pregunta llega al Portal de 
Transparencia (UIT Ministerio de 
Fomento).

La UIT del Ministerio de Fomento 
la asigna al Centro Directivo o em-
presa del Grupo Fomento corres-
pondiente y comunica la pregunta a 
Asesoría Parlamentaria para su coor-
dinación.

Este Centro Directivo recoge la 
pregunta, realiza el trabajo de reco-
pilar y sistematizar la información 

solicitada, y elabora un borrador de 
contestación.

La Secretaría de Estado de Infraes-
tructuras y Transportes o la Subsecre-
taría  informan  este borrador.

El Director General o responsable 
de la empresa correspondiente firma 
la resolución y la eleva en el Portal al 
nivel de “propuesta”.

El Subdirector General de Infor-
mación y Comunicación comprueba 
la resolución y dentro del Portal la 
pasa al estado de finalización del pro-
cedimiento. Con ello el interesado ha 
recibido un correo indicándole que 
tiene a su disposición la respuesta a 
su pregunta en  el  Portal. Si el intere-
sado ha solicitado recibir la respues-
ta por carta postal, la recibe por este 
medio.

El procedimiento puede continuar 
con una reclamación del interesado 
ante el Consejo de la Transparencia y 
la posterior solicitud de alegaciones 
y resolución de la misma, en su caso, 
ante la Jurisdicción Contencioso Ad-
ministrativa.

Y para finalizar, y con el fin de faci-
litar un análisis algo más detallado de 
la actividad de Fomento en  estos diez 
meses, exponemos diferentes datos 
sobre la misma.

El Ministerio de Fomento, ha re-
cibido 316 preguntas, de las que ha 
resuelto y notificado 281 y tiene pen-
dientes 35. Todo ello con un tiempo 
medio de respuesta de 17 días desde 
la entrada en el Centro Directivo del 
Ministerio o empresa correspon-
diente, hasta la llegada al demandan-
te. De dichas preguntas se han acep-
tado y contestado  224,  inadmitido 
26 y, de acuerdo con las causas esta-
blecidas en la Ley, 30 han resultado 
denegadas.

 Dentro de los Centros Directivos 
y sociedad públicas empresariales 
del Ministerio de Fomento, hay que 
destacar Dirección General de Carre-
teras, que ha recibido 66 preguntas, 

De forma previa a 
la entrada en 
vigor de la Ley de 
Transparencia, se 
designaron 
representantes de 
los Centros 
Directivos y 
sociedades 
públicas 
empresariales del 
Ministerio de 
Fomento  para ser 
los interlocutores 
en la gestión de 
este Ley.
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de las que ha resuelto 63, la Subsecre-
taría de Fomento, que ha tenido 28, 
todas ellas resueltas l, ADIF, que ha  
recibido 69 y contestado 56, la Ins-
pección General de Fomento, que ha 
recibido 23 y contestado 22, la Direc-
ción General de Ferrocarriles que ha 
recibido 7 y contestado las 7 y Renfe 
con 12. Se dispone de  plazo para con-
testar las todavía pendientes.

En cuanto a tiempo de tramitación, 
el tiempo medio desde que una pre-
gunta llegó a los Centros Directivos 
responsables de la resolución, hasta 
que ésta fue notificada al interesado, 
ha sido de 17 días en el Ministerio de 
Fomento y sus sociedades públicas 
empresariales.   

Hay que hacer hincapié en que 

todas las contestaciones han tenido 
lugar en plazo, a pesar de la acumula-
ción que se produjo en el primer ven-
cimiento de los 30 días por el  elevado 
número de consultas de las primeras 
fechas, la falta de experiencia en la 
gestión del sistema y los problemas 
iniciales del mismo.

 Del mismo modo, indicar que 
por parte de un único demandante 
de información hemos recibido  146.
preguntas en este período,

Por último, y como una primera 
valoración de la Ley en estos 10 me-
ses, emitida desde el punto de vista 
de su gestión en el Ministerio de 
Fomento y sus sociedades  públicas 
empresariales podríamos reseñar lo 
siguiente:

- La publicación según el criterio 
de publicidad activa de numerosa 
documentación de la AGE para po-
der ser utilizada por los ciudadanos 
ha supuesto un cambio profundo y 
positivo que se extiende a este Depar-
tamento y su grupo de empresas.

- Podemos estar razonablemente 
satisfechos de lo realizado en estos 
meses, tanto por el número de do-
cumentos subidos al Portal y consul-
tados por los ciudadanos, como por 
las preguntas y consultas recibidas 
(algunas de las cuales han sido muy 
complejas y han requerido un largo 
trabajo de elaboración) y que han sido 
contestadas en plazo y con un alto  
porcentajes de resoluciones favora-
bles. Del mismo modo,  cabe destacar 
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los altos niveles de colaboración que 
hemos tenido de nuestras empresas 
y Centros Directivos.
- El derecho a la información de trans-
parencia, crea un procedimiento ga-
rantista, con sus plazos y recursos, 
pero más lento que la AGE facilita 
por cauce ordinario, entre otras razo-
nes por la exigencia de que las infor-
maciones al ciudadano se produzcan 
mediante resoluciones firmadas, 
como mínimo, por Directores Gene-
rales. Este sistema, sin embargo, es 
importante para determinados tipos 
de información
- Se observan algunas disfunciones 
generadas por el hecho de que las 
sociedades públicas empresariales se 
relacionen con el ciudadano a través 
del Portal de Transparencia y las so-
ciedades mercantiles de titularidad 
pública lo hagan directamente
- Podemos decir que alguna forma se 
ha profesionalizado el perfil de los de-
mandantes de información de trans-
parencia. En Fomento una persona 
ha realizado más del 40% de las con-
sultas y entre 10 tienen  más del 60%

- Se ha criticado el bajo volumen de la 
demanda de información a través del 
Portal, pero hemos también de consi-
derar que se complementa por los di-
versos sistemas de información que 
tiene el Sector Público, con la misma 
finalidad de informar al ciudadano.
- No debemos pretender que La in-
formación de  transparencia ocupe 
de forma mayoritaria la información 
del Sector Público, ya que está pensa-
da para aspectos concretos y la mayor 
parte de la información podrá  darse 
en la AGE por los sistemas derivados 
de la Ley 30/92.
- Por último, si bien es importante el 
sistema de información de transpa-
rencia, lo es más que  la Ley impreg-
ne de sus principios toda la actuación 
gestora del Sector Público y especial-
mente en materia de información, 
aunque sea sin  el procedimiento es-
pecial  que se establece para la infor-
mación de transparencia.   

El ciudadano 
realiza su 
consulta 
accediendo al 
Portal mediante 
el sistema Cl@ve 
de identificación, 
orientado a 
unificar y 
simplificar el 
acceso 
electrónico de los 
ciudadanos a 
servicios 
públicos. 
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Desde la sociedad civil entidades como 
Fundación Ciudadana Civio (1), que 
cofundé y presido, intentan aportar 

un impulso que tiene dos vertientes. La pri-
mera es más amable. Se plasma en formular 
recomendaciones y llevar a cabo prestaciones 
de servicios de formación y consultoría sin 
ánimo de lucro. La segunda, por el contrario, 
va de la mano de ejercer unas labores de fisca-
lización no siempre bien comprendidas.

Nuestro papel como organización de la so-
ciedad civil, actuando en la confluencia de la 
tecnología digital, el periodismo de datos y la 
propiciación de cambios culturales y legislati-
vos que fortalezcan nuestro proceso democrá-
tico, es análogo al de diversas organizaciones 
internacionales. Entre estas podemos apun-
tar a la Sunlight Foundation en EEUU, mySo-
ciety en el Reino Unido, OpenNorth en Cana-
dá o la Fundación Ciudadano Inteligente en 
Chile, completando así quizá el listado de las 
que han tenido trayectorias más destacadas. 

Con matices en cuanto a la asignación de 
prioridades, definición de estrategias y dis-
ponibilidad de recursos, compartimos con 
estas y otras organizaciones nacionales e in-
ternacionales el compromiso de situarnos 
inequívocamente al servicio de la ciudadanía, 
desempeñando así un rol activista de empo-
deramiento cívico que sin duda cuenta en Es-
paña con menor tradición que en otros países 
de nuestro entorno.

Centrado exclusivamente en ese objetivo, 
en este artículo apunto algunas de las cues-
tiones y reclamaciones dirigidas a alcanzar 
mayores cotas de transparencia y rendición de 
cuentas que entendemos deberían ser priori-
tarias a corto y medio plazo en nuestro país. 

JACOBO ELOSUA
Cofundador  
y Presidente de 
Fundación Ciudadana 
Civio

España no es hoy un país trans-
parente. El discurso a favor de 
alcanzar mayores cotas de trans-
parencia ha ido ganando terreno 
a lo largo de estos últimos años 
y resulta indiscutible que se han 
producido progresos, algunos 
importantes, pero el camino que 
nos queda por recorrer es aún 
muy largo. Y es clave no olvidar-
lo, porque la autocomplacencia 
solo trae inmovilismo. 

Avanzando por la senda de la transparencia
Una perspectiva desde la sociedad civil



            noviembre 2015 • boletic 75 | 51  

La Ley 19/2013, de 9 de diciembre, 
de Transparencia, Acceso a la Infor-
mación Pública y Buen Gobierno 
supuso un importante hito hacia el 
logro de un cambio de cultura políti-
ca en nuestro país. El próximo mes de 
diciembre finaliza el plazo fijado en 
la disposición adicional novena por el 
cual los órganos de las comunidades 
autónomas y entidades locales dispo-
nían de dos años para adaptarse a las 
obligaciones contenidas en la Ley.

Las principales reclamaciones que 
se han planteado a la Ley 19/2013 y 
que desde Civio compartimos plena-
mente incluyen:
1)Elevar el anclaje jurídico del derecho 
de acceso a la información pública a 
derecho fundamental, equiparando 
su rango legal con el del derecho a la 
protección de datos personales. 
2)Ampliar la definición de informa-

ción reclamable por el ciudadano, in-
cluyendo los informes intermedios y 
auxiliares. 
3)Reducir las excepciones para que 
el derecho resulte de aplicación a las 
zonas grises entre las esfera pública 
y privada (i.e. SAREB). 
4)Cambiar el silencio administrativo 
negativo por silencio positivo. 
5)Mejorar la naturaleza –indepen-
dencia, prohibición de tener víncu-
los políticos, inclusión de represen-
tantes de la sociedad civil–, mandato 
y recursos a disposición del órgano 
supervisor de acuerdo a los estánda-
res internacionales. 
6)Introducir un mecanismo eficaz 
de sanciones por incumplimiento.
7)Mejorar las vías de solicitud de in-
formación de los ciudadanos, permi-
tiendo que también realicen sus pre-
guntas vía correo electrónico. 

Nuevas demandas
¿Serían esas modificaciones garan-
tía de una mejora en nuestro buen 
funcionamiento democrático, más 
acorde con las reclamaciones de una 
ciudadanía del siglo XXI? No por sí 
solas, con casi total probabilidad. Se 
trata de una piedra angular del edifi-
cio de un gobierno abierto y transpa-
rente. Ni más ni menos que eso. 

La transparencia económico-fi-
nanciera es otra área en la que debe-
mos continuar avanzando. Algunas 
administraciones públicas españolas 
han hecho importantes esfuerzos a la 
hora de comunicar a los ciudadanos 
su información presupuestaria. 

El uso de las nuevas tecnologías 
digitales permite dejar atrás la época 
anterior, de primera adopción de In-
ternet, en la que colgar una serie de 
documentos de papel escaneados era 
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visto como un estándar suficiente. 

Un número cada vez mayor de 
responsables políticos y administra-
tivos está internalizando una serie 
de  nuevas demandas actuales. De 
entre estas nosotros destacaríamos, 
por ejemplo, el uso de formatos reu-
tilizables, que permiten la lectura de 
la información por máquinas, permi-
tiendo tratamientos y usos más avan-
zados de la información.

La transparencia y la rendición de 
cuentas frente a la ciudadanía están 
en transición desde una cultura de 
cumplimiento de mínimos hacia 
una cultura de verdadero empode-
ramiento. Este empoderamiento del 
administrado se materializa cuando 
la información se publica de modo 
que facilite generación de contexto. 

Poder trazar comparativas tempo-
rales o de sección transversal, la in-
troducción de elementos visuales o 
interactivos, la disponibilidad de glo-
sarios y explicaciones metodológicas 
o la facilidad de valorar y compartir 
en redes sociales los contenidos son 
algunos de los atributos que ayudan 
a esa generación de contexto. 

Las nuevas fronteras en materia 
económico-financiera incluyen ac-
tuar sobre la ejecución presupuesta-
ria. Resulta imperativo reclamar que 
el nivel de desglose y de la publica-
ción de estos datos de ejecución sea 
comparable al de los presupuesta-
rios. Cualquier déficit en este senti-
do impide realizar un correcto ejer-
cicio de entendimiento y evaluación 
de la actividad llevada a cabo desde 
la AAPP correspondiente. También 
reclamamos que la periodicidad de 
publicación sea trimestral en todos 
los casos, sin excepciones. En un fu-
turo próximo esperamos encontrar 
más ejemplos de administraciones 
(2) (3) que, además de cumplir estos 
requisitos de desglose y periodicidad, 
prolongan sus esfuerzos por ser ver-
daderamente transparentes publi-
cando niveles de detalle adicionales, 

hasta incluir idealmente la publica-
ción de facturas. 

La contratación pública es otro 
área en el que resulta tremendamen-
te deseable alcanzar mayores cotas de 
transparencia efectiva. A día de hoy 
contamos con una maraña de recur-
sos digitales fragmentados y unos 
procesos de publicación del perfil del 
contratante que vedan el acceso sus-
tancial a esta información a la prácti-
ca totalidad de la población.  

Estamos siendo testigos de es-
fuerzos realizados en campos del 
derecho como los términos y con-
diciones legales, donde comienzan 
a proliferar ejemplos de prácticas 
superadoras del sepultar al usuario 
bajo una masa de información que 
por volumen y complejidad escapa a 
su entendimiento. Desde esa óptica 
reclamamos un ejercicio similar para 
la información relativa a la contrata-
ción pública. 

También en materia de  monitori-
zación del ejercicio de la influencia 
tenemos mucho camino por delante. 
Esta reclamación no se ancla en de-
monizar la legítima defensa de un in-
terés privado por personas, colectivos 
o grupos de interés. Bien al contrario, 
un marco bien definido de transpa-
rencia y regulación del ejercicio de la 
influencia resulta la mejor garantía 
de que esa legítima defensa se diri-
me en buena lid. Esto es, en mayor 
igualdad de condiciones y primando 
el interés público por encima del, na-
turalmente sesgado, interés privado 
de turno. 

Así lo entiende la praxis moderna 
del asesoramiento en comunicación 
corporativa. Las empresas deben ges-
tionar su reputación frente a audien-
cias diversas, y esto incluye adoptar 
prácticas de transparencia en la muy 
bien financiada defensa de sus in-
tereses. No existe mejor forma de 
discriminar entre la defensa de un 
interés con externalidades positivas 
y la de un interés de naturaleza bien 

distinta que arrojar luz sobre el pro-
ceso a lo largo del cual esa defensa se 
materializa. 

De este modo, la completa publi-
cación de agendas, la regulación del 
lobby y la publicación de la huella le-
gislativa son tres piezas que arman 
un mismo rompecabezas: permitir el 
escrutinio de la influencia de intere-
ses privados en la esfera de lo público.  

En este sentido, y como escribía 
con anterioridad, resulta decepcio-
nante que la actual ley de transpa-
rencia hurte el derecho de acceso a 
informes intermedios y auxiliares. 
Sólo cuando estos formen parte del 
acerbo documental sujeto al escruti-
nio del público y, además, contemos 
con una regulación de agendas y lo-
bby que nos permita comprender la 
secuencia de eventos y la integridad 
en los procesos de toma de decisio-
nes podremos declarar cumplido el 
objetivo.  

Tampoco hemos llegado a la línea 
de meta en lo tocante a la publicación 
de decisiones altamente relevantes 
en el ejercicio del poder político. 

Algunas de las reclamaciones más 
concretas en esta materia incluyen la 
publicación de las denegaciones de 
compatibilidad, que permitan una 
mayor visión de conjunto sobre este 
fenómeno. Resulta difícilmente jus-
tificable que las únicas decisiones so-
bre las que obtenemos información 
los ciudadanos en esta materia son 
las de aprobación de la compatibili-
dad solicitada. 

Lo mismo podríamos decir de las 
denegaciones de un indulto. Análisis 
de datos llevados a cabo mediante la 
extracción de datos del Boletín Oficial 
del Estado nos permiten concluir que 
corren malos tiempos para el ejerci-
cio de esta controvertida medida de 
gracia. Así, en 2014 hemos asistido al 
mínimo nivel de concesiones, con un 
total de 87 indultos, marcando un des-
censo del 95% desde la cota de 1.744 
indultos concedidos en el año 2000.
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Sin embargo, para una correc-
ta lectura sobre el fenómeno de los 
indultos echamos en falta una parte 
importante de la ecuación: la publica-
ción de las denegaciones. 

Además de estos dos agujeros re-
señados –denegaciones de compati-
bilidad e indultos–, también adolece-
mos de un claro déficit de justificacio-
nes. En Civio creemos en la máxima 
de que generalmente nos comporta-
mos mejor cuando nos podemos ver 
obligados a justificar el porqué de 
nuestras decisiones. La justificación 
acota malas praxis y arbitrariedades 
de una forma muy efectiva. Sobre 
esta base aspiramos a lograr modifi-
caciones que nos permitan acceder a 
los razonamientos y motivaciones en 
decisiones como estas que tienen un 
gran trasfondo de ‘ratio democrática’.  

Conectando el escrutinio de la 
influencia de los intereses privados 
en la esfera de lo público con la pre-
vención de la corrupción, también 
resulta de capital importancia que 
superemos el viejo modelo de orga-
nización registral para dotarnos de 
unos registros públicos abiertos y de 
libre acceso. 

En países como el Reino Unido 
estamos asistiendo a un ejercicio de 
apertura verdaderamente encomia-
ble. España debe seguir por esa sen-
da, en línea con los avances que recla-
ma el Open Government Partnership 
del que formamos parte desde 2012. 

Estos registros, combinados con 
un acceso funcional a la propiedad 
última de bienes –especialmente in-
muebles– y sociedades, capacitaría a 
un pequeño ejército de fiscalizadores 
ciudadanos a la hora de complicarle 
la vida a los protagonistas de las tristí-
simas tramas de corrupción que nos 
han asolado a lo largo de estos años 
pasados. 

Triángulo de las Bermudas
En Civio hacemos referencia a una 
suerte de ‘triángulo de las Bermudas’ 

con tres vértices: quién recibe dinero 
público; qué personas están detrás de 
esas adjudicaciones; y, qué relaciones 
documentables existen entre esos ad-
judicatarios últimos y los servidores 
públicos directa o indirectamente 
vinculados a esas decisiones.

Arrojar luz sobre ese triángulo es 
uno de nuestros principales objetivos 
como organización de la sociedad ci-
vil. ¿Pondríamos así fin a la corrup-
ción en nuestro país? Sin duda no, 
pero al menos nos garantizaríamos 
elevar el listón de la impunidad. De 
eso sí estamos seguros.

Más allá de todas estas cuestiones 
apuntadas, no quería finalizar este 
artículo sin resaltar la importancia 
crucial de contar con organismos 
verdaderamente independientes que 
arbitren ese equilibrio en ocasiones 
conflictivo entre las necesidades de 
transparencia de cara a los ciudada-
nos, por un lado, y el ejercicio funcio-
nal de la actividad político-adminis-
trativa, por el otro. 

En España hemos asistido a dema-
siados ejemplos de cómo el ‘árbitro’ 
no ha preservado, siquiera mínima-
mente, su apariencia de imparciali-
dad como un activo irremplazable 
para el correcto desempeño de sus 
funciones. Esta es una cuestión clave 
en la que no podemos dejar de insis-
tir.

Cada vez podemos apuntar a un 
número mayor de esfuerzos inter-
nacionales por explicar la gestión 
pública a los ciudadanos, generan-
do recursos que hacen un uso cada 
vez más ambicioso del potencial de 
las nuevas tecnologías digitales en 
aspectos como los apuntados con 
anterioridad. Esperamos y deseamos 
contar en España con pioneros que 
nos ayuden a caminar en esa direc-
ción de redefinir la interacción entre 
responsables políticos y ciudadanía, 
generando por ejemplo, Informes 
de Gestión que trasciendan más allá 
de los argumentarios simplones y 

tendenciosos repetidos hasta la sa-
ciedad. 

Desde Civio siempre nos pondre-
mos a disposición de quienes quie-
ran protagonizar estos esfuerzos, 
tal y como está reflejado en nuestra 
misión fundacional. Ese y no otro es 
nuestro compromiso con la sociedad 
española a la que aspiramos servir.  

NOTAS
(1) http://civio.es
(2)http://torrelodones.dondevanmi-
simpuestos.es/ 
(3) http://pressupostos.rubi.cat/ 

Declaración: Fundación Ciudadana 
Civio ha percibido ingresos por la con-
tratación de la puesta en marcha de 
aplicaciones digitales de transparencia 
presupuestaria de entidades autonómi-
cas y locales como las reseñadas en este 
artículo. En este enlace se puede encon-
trar más información sobre las cuentas 
de Civio: http://www.civio.es/2015/03/
cuentas_2014/
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Se entiende por información pública los 
contenidos o documentos, cualquiera 
que sea su formato o soporte, que obren 

en poder de alguno de los sujetos incluidos 
en el ámbito de aplicación de la norma y que 
hayan sido elaborados o adquiridos en el ejer-
cicio de sus funciones.

El artículo 17 de la citada norma, establece 
que el procedimiento para el ejercicio del de-
recho de acceso se iniciará con la presentación 
de la correspondiente solicitud, que deberá di-
rigirse al titular del órgano administrativo o 
entidad que posea la información.

La solicitud podrá presentarse por cual-
quier medio que permita tener constancia de 
: la identidad del solicitante, la información 
que se solicita, una dirección de contacto pre-
ferentemente electrónica, a efectos de comu-
nicaciones y en su caso, la modalidad que se 
prefiera para acceder a la información solici-
tada. 

Por lo tanto, la ley exige no solo contar con 
la identidad del solicitante, sino tener cons-
tancia de esta, constancia que debe predicarse 
de todos los medios por los que pueda presen-
tarse la solicitud, tanto los electrónicos como 
los presenciales.

Sin embargo, desde la puesta en marcha 
del Portal de la Transparencia del Gobierno 
de España y el inicio, por parte de los ciuda-
danos, del ejercicio de este derecho mediante 
la presentación de solicitudes de información 
pública, uno de los temas más cuestionados y 
que más críticas ha suscitado ha sido la elec-
ción del sistema Cl@ve, por primera vez en 
el ámbito de las Administraciones Públicas, 
para acreditar la identidad de los  solicitantes 
en los procedimientos iniciados por vía elec-

GLORIA MARTÍNEZ 
HERRAN
Y JOSÉ CARRERO 
VIVAS
Oficina de la  
Transparencia  
y Acceso a la 
 Información.
Ministerio de 
la Presidencia

La Ley 19/2013, de 9 de diciem-
bre de transparencia, acceso a la 
información pública y buen go-
bierno configura el derecho de 
acceso a la información pública 
como un procedimiento admi-
nistrativo que como tal, tiene 
las mismas exigencias y obliga-
ciones que los procedimientos 
establecidos en otros ámbitos de 
la administración pública.

Primer procedimiento de aplicación del sistema Cl@ve
El derecho de acceso a la información pública



            noviembre 2015 • boletic 75 | 55  

trónica. Se ha criticado, por parte de 
ciertas  asociaciones y por muchos 
ciudadanos, la complejidad que su-
pone la utilización de este sistema, la 
exigencia de formalidades innecesa-
rias, a su juicio (como la necesidad 
de obtener una carta de invitación de 
la Agencia Estatal de Administración 
Tributaria por la que hay que aportar 
una cuenta bancaria y un número 
de teléfono móvil…..) y en definitiva, 
que esta complejidad puede suponer, 
para mucha gente, un elemento di-
suasorio para ejercitar el derecho de 
acceso a la información.

Así, se reclama un acceso electró-
nico fácil, rápido, efectivo y práctico 
a la información pública, exigiendo 
constancia de los datos identificati-
vos de los ciudadanos, con los mis-
mos requisitos, pero no más, que 
en el acceso no telemático, sin con-

troles ni comprobaciones añadidos, 
e incluso, la utilización del correo 
electrónico como medio de inicio del 
procedimiento.  

Es curioso que en otros ámbitos 
en los que se regulan procedimientos 
administrativos de carácter económi-
co o de seguridad social, nadie cues-
tiona que se soliciten salvaguardas 
en la acreditación de la identidad de 
los solicitantes por cuestiones de pro-
tección de datos, por cuestiones de 
carácter económico o por otras cues-
tiones de diversa índole. ¿Por qué en-
tonces cuando hablamos del derecho 
de acceso a la información estas sal-
vaguardas se consideran excesivas, a 
pesar que se exigen en la norma y se 
pide que se relaje su aplicación, en 
detrimento de la seguridad jurídica?  
¿Es que el procedimiento de derecho 
de acceso previsto en la Ley de Trans-

parencia debe catalogarse como un 
procedimiento menor en el que los 
principios y bases que presiden las 
relaciones de los ciudadanos por me-
dios electrónicos con las administra-
ciones Públicas, no deben aplicarse 
en aras de una generalización  de un 
acceso sin control, a la información 
de las administraciones públicas? 

Más teniendo en cuenta, como se 
ha señalado, que el procedimiento 
regulado en la Ley de transparencia 
tiene las mismas características de 
cualquier procedimiento que se tra-
mita ante las administraciones públi-
cas: la respuesta al derecho de acceso 
toma forma de resolución dictada por 
el órgano que dispone de la informa-
ción (en la mayoría de los casos con 
rango de Director General), frente 
a esta resolución, se puede interpo-
ner reclamación ante el Consejo de 
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Transparencia y Buen Gobierno ( que 
sustituye al recurso administrativo 
que procediera) o directamente el 
recurso contencioso administrativo. 
Además, el ejercicio de este derecho 
puede afectar intereses legítimos de 
terceros, cuya opinión ha de tenerse 
en cuenta y ponderarse en el acto de 
resolución de las solicitudes plantea-
das.

Se trata, también de un procedi-
miento cuyo incumplimiento en al-
guno de sus plazos o trámites, puede 
suponer para el órgano obligado a re-
solver, la apertura de un expediente 
disciplinario.

En este contexto, no parece excesi-
vo que la Ley 9/2013, de 9 de diciem-
bre, exija al solicitante del derecho de 
acceso, una identificación para poder 
referir a esta persona física o jurídica 
toda la tramitación del procedimien-
to, máxime si se tiene en cuenta que 
la Ley no exige para la tramitación del 
procedimiento de derecho de acceso, 
la motivación de la solicitud.

Por ello es necesario que este pro-
cedimiento cuente con las mismas 
garantías y salvaguardas que las esta-
blecidas para cualquier otro procedi-
miento administrativo.

En el caso de las solicitudes de 
información por vía electrónica, con-
viene en primer lugar hacer algunas 
aclaraciones sobre dos procesos que 
parece que se entremezclan pero 
que son separados, aunque comple-
mentarios: la obtención del medio de 
identificación electrónica, que per-
mite al ciudadano relacionarse con la 
Administración de forma telemática, 
y el uso del medio para utilizar los ser-
vicios electrónicos de la Administra-
ción y concretamente, en el caso que 
nos ocupa, el ejercicio del derecho de 
acceso a la información pública a tra-
vés Portal de la Transparencia. 

Ni que decir tiene que la obtención 
del medio se efectúa una sola vez y 
permite al titular su uso, anulación 
o revocación, y su renovación duran-

te el periodo de vigencia establecido 
para el mismo.

Hay que resaltar que la obtención 
del medio de identificación electróni-
ca se puede realizar siempre de ma-
nera presencial, con la presentación 
del DNI (en vigor) como único medio 
de identificación, acompañado de la 
firma de un documento de solicitud 
que queda en poder de la Administra-
ción. La vinculación entre la identi-
dad de la persona y el medio se lleva a 
cabo mediante esta comparecencia y 
es esta la que da validez a dicho medio 
en su utilización posterior, es lo que 
se denomina registro fuerte. Otra 
cosa es que para el uso práctico del 
medio se requieran elementos técni-
cos adicionales que hagan segura su 
utilización, como el teléfono móvil, 
tarjetas criptográficas etc…, que en 
ningún caso suponen comprobacio-
nes adicionales de identificación.

La obtención no presencial, o re-
gistro débil, de un medio electrónico 
de identidad, válido para la Adminis-
tración, solamente es posible para los 
sistemas de identificación con nivel 
básico de seguridad, basados en una 
clave PIN de varios usos o una clave 
permanente. Resaltamos que para el 
procedimiento del derecho de acceso 
se admite este nivel básico de seguri-
dad, no siendo así para otros procedi-
mientos administrativos.

El registro no presencial del medio 
pretende suplir la no comparecencia 
del interesado mediante la aporta-
ción telemática de datos personales 
(por ejemplo algunos dígitos del 
nº de cuenta corriente) y el envío 
al domicilio de un código seguro de 
verificación(carta de invitación) que 
permite completar el proceso de re-
gistro. Este proceso puede resultar 
complejo, pero su finalidad no es 
otra que evitar, con el nivel de segu-
ridad adecuado, la suplantación de 
identidad del solicitante del medio 
electrónico.

A continuación se detallan las di-

ferentes opciones de identificación 
que admite el sistema Cl@ve en fun-
ción de su nivel de seguridad en la 
identificación del usuario:

• Nivel básico con registro débil: 
Permiten el acceso a servicios me-
diante el uso de una clave PIN de va-
rios usos o una clave permanente sin 
envío de mensaje de SMS. Se apoyan 
en un registro no presencial del titular 
en el sistema, a partir de una carta de 
invitación solicitada por el usuario.
• Nivel básico con registro fuerte: Per-
miten el acceso a servicios mediante 
el uso de una clave PIN de varios usos 
o una clave permanente sin envío de 
mensaje de SMS. Se apoyan en un re-
gistro del titular presencial o electrónico 
con certificado electrónico reconocido. 
• Nivel sustancial: Permiten el acce-
so a servicios mediante el uso de una 
clave PIN de un solo uso, una clave 
permanente , complementado con 
envío de SMS, o un certificado elec-
trónico reconocido software. Se apo-
yan en un registro del titular presencial 
o electrónico con certificado electrónico 
reconocido. 
• Nivel alto: Permiten el acceso a ser-
vicios mediante el uso de un certifica-
do electrónico reconocido hardware 
o el DNI-electrónico. Se basan en un 
registro presencial o en electrónico me-
diante otro certificado electrónico del 
mismo nivel.

Los certificados electrónicos reco-
nocidos de uso habitual son el DNIe, 
que requiere de un lector de tarjeta 
criptográfica, y el de la Fábrica Na-
cional de Moneda y Timbre (FNMT), 
que puede instalarse en tarjeta o 
directamente en el ordenador del 
usuario titular y cuya obtención no 
conlleva gastos.

Una vez obtenido el medio de 
identificación electrónica, su utiliza-
ción es bastante simple y se reduce a 
introducir la clave o PIN que el medio 
requiere en el momento que el siste-
ma informático lo demanda, que sue-
le ser el momento previo al acceso al 
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formulario o información solicitada. 
Cabe señalar también que una 

comprobación que siempre se rea-
liza en la utilización de un medio 
electrónico de identificación, es la 
comprobación de vigencia del me-
dio. Dado que el periodo de validez 
es limitado y que el propio titular 
puede cancelarlo o revocarlo, es una 
comprobación imprescindible para 
evitar usos fraudulentos,  constituye 
una garantía para su titular y no re-
quiere de actuación adicional alguna 
por su parte. En este sentido hay un 
paralelismo claro con la fecha de ca-
ducidad del DNI, su comprobación 
habitual en numerosos trámites y la 
obligación de renovarlo por parte de 
su titular. 

Podemos concluir que el ejercicio 
del derecho de acceso a la información 
pública, por medios electrónicos, re-
quiere el nivel mínimo de seguridad 
posible para un procedimiento ad-
ministrativo; el proceso de identifi-
cación es sencillo porque se reduce a 
introducir una clave o PIN cuando el 
sistema lo solicita, y, finalmente, no 
se necesitan elementos adicionales de 
identificación. 

La Ley 11/2007, de 22 de junio, de  
acceso electrónico de los ciudadanos 
a los servicios públicos, (derogada 
por la Ley 39/2015, de 1 de octubre, 
del Procedimiento Administrativo 
Común de las Administraciones Pú-
blicas que entrará en vigor el 2 de oc-
tubre de 2016)  reconoce el derecho de 
los ciudadanos a relacionarse con las 
Administraciones Públicas por me-
dios electrónicos y regula los aspectos 
básicos de la utilización de las tecnolo-
gías de la información en la actividad 
administrativa, en las relaciones en-
tre las Administraciones Públicas, así 
como en las relaciones de los ciudada-
nos con las mismas, con la finalidad 
de garantizar sus derechos, un trata-
miento común ante ellas y la validez y 
eficacia de la actividad administrativa 
en condiciones de seguridad jurídica.

En el Título II de la citada Ley, que 
se refiere al régimen jurídico de la 
administración electrónica, en con-
creto, en su artículo 13, que regula las 
formas de identificación y autentica-
ción,  tras citar los sistemas de firma 
electrónica incorporados al DNI y  los 
sistemas de firma electrónica avanza-
da, se refiere a otros sistemas de fir-
ma electrónica, como la utilización 
de claves concertadas en un registro 

previo como usuario, en los términos 
y condiciones que, en cada caso, se 
determinen.

Por su parte, el artículo 11 del Real 
Decreto 1671/2009, de 6 de noviem-
bre por el que se desarrolla parcial-
mente la Ley 11/2007, de 22 de junio 
de acceso electrónico de los ciudada-
nos a los servicios públicos señala 
que, cuando el sistema de firma elec-
trónica se refiera a la totalidad  de la 
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Administración General del Estado, 
se requerirá Acuerdo de Consejo de 
Ministros para la aprobación del mis-
mo.

En este contexto, la Orden 
PRE/1838/2014, de 8 de octubre, por 
la que se publica el Acuerdo de Con-
sejo de Ministros de 19 de septiem-
bre de 2014, por el que se aprueba 
Cl@ve, lo regula como la plataforma 
común del Sector Público Adminis-
trativo Estatal para la identificación, 
autenticación y firma electrónica me-
diante el uso de claves  concertadas. 

Para la elección de este sistema en 
el ejercicio del Derecho de acceso re-
conocido en la Ley 19/2013 de trans-
parencia, acceso a la información 
pública y buen gobierno se conside-
raron sus principales ventajas:
• Cl@ve es un sistema orientado a 
unificar y simplificar el acceso elec-
trónico de los ciudadanos a los servi-
cios públicos. Su objetivo principal es 
que el ciudadano pueda identificarse 
ante la Administración mediante cla-
ves concertadas (usuario más contra-

seña), sin tener que recordar claves 
diferentes para acceder a los distintos 
servicios.
• Cl@ve complementa los actuales 
sistemas de acceso mediante DNI-e y 
certificado electrónico, y ofrece la po-
sibilidad de realizar firma en la nube 
con certificados personales custodia-
dos en servidores remotos.
• Se trata de una plataforma común 
para la identificación, autenticación 
y firma electrónica, un sistema inte-
roperable y horizontal que evita a las 
Administraciones Públicas tener que 
implantar y gestionar sus propios 
sistemas de identificación y firma, 
y a los ciudadanos tener que utilizar 
métodos de identificación diferentes 
para relacionarse electrónicamente 
con la Administración. 
• Cl@ve permite que las aplicaciones 
de administración electrónica pue-
dan definir el nivel de aseguramien-
to en la calidad de la autenticación 
que desean, en base a los datos que 
tratan y a la clasificación de seguri-
dad siguiendo las recomendaciones 

del Esquema Nacional de Seguridad 
(Real Decreto 3/2010, de 8 de enero, 
por el que se regula el Esquema Na-
cional de Seguridad en el ámbito de 
la Administración Electrónica). El 
ciudadano usuario de los servicios 
de administración electrónica, puede 
entonces escoger el identificador que 
desea usar, entre los disponibles para 
el nivel de aseguramiento requerido 
por la aplicación.
• Cl@ve contempla la utilización de 
sistemas de identificación basados 
en claves concertadas (sistemas de 
usuario y contraseña) y certificados 
electrónicos (incluyendo el DNI-e).

Adicionalmente, Cl@ve está pre-
parada para incorporar en el futuro, 
conforme se vayan integrando en el 
sistema de reconocimiento trans-
fronterizo de identidades electróni-
cas previsto en la legislación euro-
pea, mecanismos de identificación 
de otros países de la Unión Europea. 

En definitiva Cl@ve se configu-
ra como un sistema colaborativo de 
identificación, autenticación y firma 
electrónica, llamado a resolver las li-
mitaciones de los actuales, integran-
do los sistemas de claves concertadas 
de la Administración ya existentes en 
uno único y abriendo su utilización a 
la totalidad del Sector Público Admi-
nistrativo estatal y permitiendo tam-
bién  integrarse al resto de Adminis-
traciones Públicas cuando esté dis-
ponible, habilitando de este modo la 
extensión práctica de los servicios de 
Administración Electrónica a la gran 
mayoría de ciudadanos españoles. 

Si se hace un análisis de los datos 
disponibles hasta el momento, de 
todas las solicitudes de derecho de 
acceso que se han recibido hasta el 
día 6 de noviembre de 2015 (3329), 
2974 lo han hecho a través de la apli-
cación GESAT, a la que se accede a 
través del Portal de la Transparencia 
del Gobierno de España, y por tanto 
utilizando el sistema Cl@ve, y 331 
se han recibido en papel a través de 
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registro o de correos. Ello permite se-
ñalar que la mayoría de solicitudes se 
han recibido por vía telemática, a pe-
sar de las dificultades señaladas para 
su utilización, y solo un porcentaje 
residual lo han hecho a través de pa-
pel, vía a la que también han acudido 
a los ciudadanos entendiendo su uso 
como válido. 

De todo lo expuesto, pueden ex-
traerse las siguientes conclusiones:
• El derecho de acceso a la informa-
ción pública se configura en la Ley 
de Transparencia como un procedi-
miento administrativo que se inicia 
con la presentación de la solicitud 
por una persona por cualquier me-
dio que permita tener constancia de 
la identidad del solicitante.
• La presentación electrónica de la 
solicitud, debe de realizarse respe-
tando este principio y con las debidas 
garantías de seguridad jurídica que la 
normativa predica de las relaciones 
del ciudadano con la administración, 
utilizando medios electrónicos.
• La presentación en papel, por medio 
de registro, debe respetar de la mis-
ma forma que la anterior, las debidas 
garantías de seguridad jurídica que 
están presentes en cualquier proce-
dimiento tramitado ante las admi-
nistraciones públicas y la propia ley 
prevé los mecanismos para que esta 
se produzca.
• En el caso de presentación de soli-
citudes por vía electrónica, es funda-
mental la elección de un sistema de 
autenticación electrónica que permi-
ta conciliar un adecuado equilibrio 
entre seguridad jurídica y facilidad 
de acceso de los ciudadanos a la in-
formación pública.
• La petición que hacen ciertas or-
ganizaciones sociales de suprimir 
el requisito de la utilización de sis-
temas seguros  para la relación con 
las administraciones públicas por vía 
electrónica, promoviendo el derecho 
de acceso a la información simple-
mente por correo electrónico, po-

drían conducir de facto a peticiones 
masivas sin reglas de procedimiento, 
sin plazos debidamente acreditados 
mediante registros públicos y sin la 
certeza de cumplir con las obliga-
ciones previstas en la propia Ley de 
transparencia y otras leyes que regu-
lan el procedimiento administrativo 
en nuestro ordenamiento jurídico 

En este contexto y, en la medida 
que Cl@ve, como hemos visto, com-
prende un gama muy variada, a elec-
ción del ciudadano, de sistemas de 
autenticación para acreditar la iden-
tidad por medios electrónicos, es por 
lo que se entiende que este sistema 
es lo suficientemente amplio como 
para garantizar al ciudadano una 
mayor flexibilidad y variedad en sus 
relaciones electrónicas con la Admi-
nistración Pública.

Es cierto que para utilizar las cla-
ves concertadas el ciudadano debe 
registrarse en el sistema, aportando 
algún dato que permita su acredita-
ción, sobre todo si el proceso se hace 
en su totalidad de manera electró-
nica. Sin embargo se considera que 
es imprescindible este proceso si se 
quiere dotar al sistema de la seguri-
dad jurídica necesaria a la que obliga 
la norma. Si no se desarrollan garan-
tías suficientes en la aplicación del 
proceso, podría darse el caso de que 
alguien pudiera suplantar la firma 
y la personalidad del ciudadano, lle-
vando a cabo actuaciones que pudie-
ran perjudicar al sujeto en cuestión.

Además el sistema Cla@ve ofrece 
la ventaja de referirse al ámbito de la 
administración (sector público admi-
nistrativo) que se corresponde con el 
ámbito del Portal de la Transparencia 
del Gobierno de España.

Por ello se estima que, si bien el 
sistema previsto para el acceso elec-
trónico a este procedimiento intro-
duce una serie de dificultades  para 
su utilización, propias del uso de un 
medio tecnológico, estas dificultades 
son las mismas que las que se exigen 

para el acceso a otros procedimien-
tos administrativos que se tramitan 
de forma electrónica. Por ello, enten-
demos que si el sistema Cl@ve no 
se considera disuasorio o excluyente 
para la presentación de solicitudes 
por vía telemática en otros procedi-
mientos administrativos, tampoco 
ha de considerarse como discrimina-
torio para el ejercicio del derecho de 
acceso a la información pública por 
parte del ciudadano.

El reto tecnológico es encontrar un 
medio de identificación electrónica al 
alcance de todos los ciudadanos, que 
a su vez garantice la seguridad jurí-
dica que debe presidir las relaciones 
por vía electrónica de los ciudadanos 
con las Administraciones Públicas.   

Adicionalmente, 
Cl@ve está 
preparada para 
incorporar en el 
futuro, 
conforme se 
vayan integrando 
en el sistema de 
reconocimiento 
transfronterizo 
de identidades 
electrónicas 
previsto en la 
legislación 
europea, 
mecanismos de 
identificación de 
otros países de la 
Unión Europea. 
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Una herramienta enormemente útil a 
la hora de perfilar los intereses de los 
ciudadanos que acceden a un portal 

es la generación de estadísticas que permitan 
analizar los accesos a las diferentes seccio-
nes que componen el mismo. 

La Transparencia en España se ha con-
figurado a través de dos líneas de trabajo 
complementarias: La Publicidad Activa y el 
Derecho de Acceso.

En el caso de la Publicidad Activa, la 
Administración asume el compromiso de 
publicar de forma activa determinada in-
formación indicada en la Ley 19/2013, de 
9 de diciembre, de Transparencia, Acceso 
a la información pública y Buen Gobierno. 
Si bien la información a publicar viene de-
finida por la Ley, la forma en que ésta se 
presenta tiene gran impacto sobre la ma-
yor o menor capacidad del ciudadano para 
comprenderla.

El análisis de estadísticas de acceso a las 
distintas secciones es esencial para com-
prender, por un lado, los intereses del ciu-
dadano hacia una determinada informa-
ción y, por otro, para vislumbrar aquellas 
secciones que invitan en mayor medida a 
entrar o a consumir la información.

En la FIGURA 1 se muestran algunas de 
las estadísticas utilizadas para llevar a cabo 
dicho análisis.

En esta imagen se muestra bajo un có-
digo visual las zonas del portal más accedi-
das. La gama de colores para las zonas más 
visitadas va desde el rojo, a continuación el 
amarillo, el verde y finalmente el azul.

En la FIGURA 2 se proporcionan los da-
tos de páginas vistas tanto del último mes 

LAURA CAPOTE 
GARCÍA
Y 
EDUARDO MARTÍN
MUÑOZ
Oficina de la  
Transparencia  
y Acceso a la 
 Información.
Ministerio de 
la Presidencia

Transmitir y comunicar no 
consiste únicamente en reco-
pilar información y ponerla a 
disposición del ciudadano. Para 
conseguir una comunicación 
efectiva es necesario conocer al 
destinatario de la información, 
ser consciente de sus intereses 
y capacidades y adaptar la forma 
en que se comunica para facili-
tar la comprensión de la infor-
mación.

Datos estadísticos del Portal de Transparencia
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FIGURA 1. Mapa de zonas visitadas del Portal

FIGURA 2. Estadísticas de páginas vistas del Portal
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como desde la salida del Portal el 
día 10 de diciembre de 2014.

En el caso del Derecho de Ac-
ceso, la Ley otorga al ciudadano 
la posibilidad de llevar a cabo una 
solicitud de información pública a 
la Administración, la cual, si bien 
se canaliza a través del Portal de la 
Transparencia, internamente lle-
va asociada una tramitación, dado 
que se trata de un procedimiento 
administrativo.

Es por ello que en el caso del De-
recho de Acceso, las estadísticas ge-
neradas se centran especialmente 
en analizar el desarrollo de la trami-
tación a fin de mejorar el mismo re-
duciendo plazos y aumentando la efi-
ciencia del proceso. (FIGURAS 3 y 4)

A continuación se muestran al-
gunas de las estadísticas generadas y 
analizadas de forma continua desde 
la Oficina de la Transparencia y Acce-
so a la Información. (FIGURAS 5 y 6)

Por último, es importante desta-
car también, en el caso de las esta-
dísticas, la importancia de las Redes 
Sociales a la hora de transmitir. Éstas,  
y concretamente para el caso del Por-
tal de la Transparencia, Twitter, son 
un canal de comunicación directo 
con los ciudadanos. El aumento del 
uso de dispositivos móviles en todos 
los sectores de la población y, el cada 
vez mayor uso de redes sociales en 
los distintos aspectos de la vida de un 
ciudadano, ha permitido a la admi-
nistración establecer un nuevo canal 
de comunicación.

En el caso del Portal de la Trans-
parencia, con el objetivo de analizar 
la eficiencia de la comunicación a 
través de su cuenta de Twitter (@
transparencia_e) se generan estadís-
ticas que analizan los siguientes as-
pectos (FIGURAS 7 y 8): seguidores 
del Portal de Transparencia y visuali-
zaciones de los Tweets emitidos.  

(Los datos empleados para la confección 
de los gráficos corresponden al 10 de no-
viembre del 2015)

FIGURAS 3 y 4. Situación de los expedientes y medio de recepción de 
las solicitudes

FIGURA 5. Tabla de distribución de solicitudes por Ministerio 
(UIT Unidad de Información de Transparencia)
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FIGURA 6. Gráfica de 
distribución de solicitudes 
por Ministerio 
(UIT Unidad de Información 
de Transparencia)

FIGURAS 7 y 8. 
Gráficas de 
seguidores y visuali-
zaciones en Twitter 

Portal de la Transparencia 
PREMIO ASEDIE 2015

La Asociación Multisectorial de la Información, ASEDIE, ha 
premiado al Portal de la Transparencia por conseguir “que sus  
datos sean útiles al Sector Infomediario pese a no ser esta su 
finalidad”.  

El Sector Infomediario, procesa y transforma los datos 
obtenidos de distintas fuentes, entre las que se encuentra 
en este momento el Portal de la Transparencia,  en 
información que servirá como signo característico de 
progreso económico. Todo ello unido a que es una realidad 
largo tiempo esperada; da cumplimiento a uno de los 
pilares del Gobierno Abierto ( transparencia, colaboración 
y participación); abre expectativas para un mayor acceso a 
la información; da acceso a BBDD demandadas por el Sector 
Infomediario; representa un impulso en la Apertura de 
Datos; sirve de ejemplo para otras administraciones, tanto 
locales como autonómicas y es un portal de acceso claro fácil 
e intuitivo.  

Victoria Figueroa recoge el premio otorgado 
al Portal de Transparencia
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Sin embargo, su ascenso a la categoría de la segunda 
acepción que la RAE ofrece para “documento”, es 
decir al rango de “escrito en que constan datos fide-

dignos o susceptibles de ser empleados como tales para 
probar algo” es relativamente reciente. 

El primer escalón lo puso la Ley 30/1992, de Régimen 
jurídico y procedimiento administrativo común, al abrir 
la puerta al uso por los ciudadanos de “medios telemáticos 
e, incluso audiovisuales, para facilitar su formulación [de 
solicitudes], siempre que quede acreditada la autentici-
dad de su voluntad” y al establecer que “los documentos 
emitidos, cualquiera que sea su soporte, por medios elec-
trónicos, informáticos o telemáticos por las Administra-
ciones Públicas, o los que éstas emitan como copias de ori-
ginales almacenados por estos mismos medios, gozarán 
de la validez y eficacia de documento original siempre que 
quede garantizada su autenticidad, integridad y conserva-
ción y, en su caso, la recepción por el interesado, así como 
el cumplimiento de las garantías y requisitos exigidos por 
ésta u otras Leyes”.

El segundo escalón lo puso la Ley 59/2003 de Firma 
electrónica (trasposición de la Directiva 1999/93), que 
creó las condiciones legales para el reconocimiento de los 
documentos electrónicos y, por tanto, el marco de trabajo 
para avanzar hacia una administración sin papeles.

Por último, el paso final lo dio la Ley 11/2007, de Acceso 
electrónico de los ciudadanos a los servicios públicos y sus 
normas posteriores de desarrollo (el RD 1671/2009, el 
RD 3/2010 y el RD 4/2010), al reconocer el derecho de los 
ciudadanos a relacionarse con la Administración por me-
dios electrónicos y definir un marco tecnológico para ello.

Estos tres elementos configuran un escenario en el que 
el expediente administrativo, es decir “el conjunto orde-
nado de documentos y actuaciones que sirven de antece-
dentes y fundamento a la resolución administrativa, así 
como las diligencias encaminadas a ejecutarla”, que está 
formado “mediante la agregación sucesiva de cuantos 
documentos, pruebas, dictámenes, decretos, acuerdos, 
notificaciones y demás diligencias deban integrarlos”, y 
cuyos componentes “ serán rubricados y foliados por los 

@doc
Plataforma de gestión de documento 
 y expediente electrónico
Los documentos electrónicos, entendidos como documentos almacenados en alguna variedad 
de dispositivo electrónico o magnético, cuyo contenido está codificado mediante algún tipo de 
código digital y que pueden ser leídos, interpretados, o reproducidos, mediante el auxilio de 
algún dispositivo electrónico llevan mucho tiempo entre nosotros.

LUCÍA ESCAPA CASTRO 
Subdirectora General de 
Tecnologías y Servicios 
de Información del Mi-
nisterio de la Presidencia

FERNANDO INIESTA 
SÁNCHEZ 
Jefe de Desarrollo  
de Aplicaciones  
de Administración  
Electrónica del  
Ministerio de la  
Presidencia
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funcionarios encargados de su tramitación” tie-
ne una vida totalmente electrónica, que abarca 
no solamente su nacimiento, tramitación y cie-
rre, a través de un procedimiento administrativo 
soportado en sistemas de información sino su 
posterior conservación y tratamiento conforme 
a los criterios que gobiernan el proceso de archi-
vado administrativo.

En este escenario se inscribe la plataforma @
DOC, desarrollada por el Ministerio de la Presi-
dencia, con el objetivo de proporcionar a todas 
las aplicaciones de la organización, un conjun-
to de funcionalidades accesibles como servicios 
web que les permitan crear, guardar, recuperar 
y modificar los expedientes electrónicos y los 
documentos que los componen, efectuando sobre todos 
ellos las operaciones de firma, sellado, foliado, réplica, 
réplica parcial, generación de índices, etc., que se prevén 
en las NTIs correspondientes.

Es decir:
- Es una plataforma horizontal, luego no incluye lógica al-
guna para la tramitación de expedientes específicos; son 
las aplicaciones verticales de tramitación las que invocan 
los servicios de la plataforma.
- De servicios de expediente electrónico, cuenta con un catálo-
go de servicios que expone, para que las aplicaciones verti-
cales puedan adecuarse de modo simple a la normativa de 
expediente electrónico; a su vez integra servicios de otras 
plataformas, como @firma

Multi-propietario, está diseñada para poder ser utili-
zada por parte de diferentes organismos, y permite, por 
configuración, establecer certificados y logos propios para 
cada uno, así como parametrizar los formatos de firma, 
las validaciones, códigos de organismo, etc. La FIGURA 
2 muestra el concepto.

 Al acometer el desarrollo de @DOC, en 2010, la Sub-
dirección General de Tecnologías y Servicios de Infor-
mación del Ministerio de la Presidencia se marcó como 
objetivos: Crear una infraestructura sólida para el alma-
cenamiento y recuperación de expedientes electrónicos, 
es decir el repositorio documental de los expedientes ad-
ministrativos electrónicos de MPR. Arbitrar mecanismos 
de seguridad en la transferencia de datos y documentos 
de los expedientes. Proporcionar métodos homogéneos 
para el tratamiento de firmas electrónicas de documentos 
dentro del repositorio. Facilitar la integración con otras 
plataformas horizontales: Registro Electrónico, @firma, 
SIA, DIR, Portafirmas… y normalizar los procedimien-
tos del ciclo de vida del expediente electrónico: apertura, 
mantenimiento de índices, cierre y foliado, archivo, con-
servación y expurgo.

FIGURA 1. Definición de documento en diferentes Leyes

El objetivo último de @DOC 
es ofrecer al Ministerio de la 
Presidencia o a cualquier otra 
entidad de la Administración 
Pública española, una 
plataforma completa de 
servicios web para que la 
administración electrónica 
proporcione a los ciudadanos 
mejores y mayores garantías 
sobre el tratamiento y 
preservación de la información 
manejada, garantizando su 
interoperabilidad y 
disponibilidad presentes 
y futuras. 
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En definitiva, facilitar el cumplimiento de la normativa 
asociada a la Ley 11/2007, el RD 1671/2009 y las Normas 
Técnicas de Interoperabilidad. 

Las NTIs directamente aplicables a @DOC son las que 
se muestrasn en la FIGURA 3.

La plataforma proporciona en su versión actual 5 blo-
ques de servicios con múltiples métodos:
- Servicios de Administración: con métodos de adminis-
tración de aplicaciones cliente y estado de la plataforma.
- Servicios de Expediente y Documento Electrónico: con 
métodos para la inserción, actualización y búsqueda de 
expedientes y documentos electrónicos, firmas electróni-
cas y copias auténticas
- Servicios de Factura Electrónica: con métodos para la 
verificación de datos contables, estructura y firma de do-
cumentos en formato factura-e, y generación de copias 
auténticas de facturas.

- Servicios de Directorio: para la consulta de datos obteni-
dos desde el DIR3; 
- Servicios de Registro: para la generación y recuperación 
de asientos registrales;
- Servicios de Portafirmas: para el envío de documentos 
para su firma al Portafirmas, y recuperación de las firmas 
generadas.

Además, @DOC está integrada con: DIR3, lo que per-
mite la actualización de la base de datos de oficinas y or-
ganismos explotada por la plataforma y la verificación de 
códigos de unidad orgánica vinculados a los expedientes 
y documentos electrónicos; SIA, con consulta dinámicas 
vía servicios Web para verificar los códigos de clasificación 
asociados a los expedientes; @firma, para la validación 
dinámica de las firmas digitales de los documentos elec-
trónicos que aportan las aplicaciones cliente, de manera 
configurable, la obtención de información de los certifica-

FIGURA 2. Esquema del concepto de la aplicación
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dos de los firmantes, el control de formatos de firma admi-
tidos por la NTI y la utilización de librerías del cliente de 
@firma (v 3.3) para el sellado digital); el Registro Electró-
nico del Ministerio de la Presidencia (REGELEC), si bien 
@DOC ofrece servicios de registro electrónico adaptados 
a SICRES 3 sin necesidad de integrarse con REGELEC; 
la generación y recuperación de asientos registrales gira 
en torno al concepto de expediente electrónico (El uso de 
estos servicios es opcional para las aplicaciones cliente.) y 
Portafirmas, con envío de documentos a firma a titulares 
concretos, recuperación automática de firmas digitales 
realizadas en el Portafirmas e inclusión en el expediente 
electrónico, aviso mediante llamadas de “call back” a las 
aplicaciones cliente de la realización de la firma o el re-
chazo de la misma y generación de justificantes de firma 
como copias auténticas papel con CSV. (La utilización de 
servicios de Portafirmas es opcional).

Por último, @DOC incorpora una consola de Adminis-
tración y un cliente java para la integración directa de las 
aplicaciones java con la plataforma.

La arquitectura tecnológica de @DOC está resumida 
en la FIGURA 4. Y la infraestructura técnica sobre la que 
está desplegado se ilustra en la FIGURA 5.

La plataforma de tramitación de la sede electrónica, el 
Registro de Entrada – Salida (conforme a SICRES3 e in-
tegrado en el SIR), las aplicaciones para la gestión de las 
mesas de contratación y el envío y aprobación de las fac-
turas (tanto digitalizadas como en formato factura-e) son 
algunas de las aplicaciones del Ministerio de la Presiden-
cia que hacen uso de los servicios ofrecidos por @DOC.

La Plataforma @Doc se ha publicado en su versión 1.11 
en la Forja del Centro de Transferencia de Tecnologías 
bajo licencia EUPL, incluyendo código fuente, documen-
tación y manuales, utilidades y desplegables.

La evolución de @DOC se organiza en torno a dos lí-
neas paralelas de trabajo: por una parte ampliar su inte-
gración con los nuevos servicios horizontales que propor-
ciona la DTIC, como por ejemplo @Notifica, y por otra, 
extender el alcance funcional de los servicios de platafor-
ma, para cubrir el ciclo de vida completo del expediente 
electrónico, es decir, incorporar a @DOC los servicios de 
Archivo Electrónico. Estas nuevas prestaciones ya se en-
cuentran incorporadas en la versión 2.0 de la Plataforma 
@Doc, actualmente en fase de pruebas, que se publicará 
próximamente en la Forja del Centro de Transferencia de 
Tecnologías.

FIGURA 3. Las NTIs directamente aplicables a @DOC
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Se trata de incorporar a @DOC la implantación de 
esquema de metadatos “eEMGDE”, los cuadros de cla-
sificación de series documentales, los calendarios de 
conservación y los procesos de expurgo, el tratamiento 
de documentos esenciales, la conversión de documentos 
a formato longevo, las firmas en formato longevo y la tra-
zabilidad de acciones en todas las fases del ciclo de vida 
del expediente.

En esta segunda línea, la Subdirección General de Tec-
nologías y Servicios está trabajando con la colaboración 
de la Subdirección de Publicaciones, Documentación y 
Archivo, como responsable de los archivos del Departa-
mento, para la elaboración de la Política de Documento 
Electrónico del Ministerio de la Presidencia.  Ambas uni-
dades han participado asimismo activamente en el Grupo 
de Trabajo de Tecnología y Normativa (GANT) organizado 
por Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas 
(Subdirección General de Información, Documentación 
y Publicaciones) y muchos de los avances ya implementa-
dos en esta segunda línea son consecuencia directa de la 
actividad del mismo. 

En resumen, el objetivo último de @DOC es ofrecer 
al Ministerio de la Presidencia o a cualquier otra entidad 
de la Administración Pública española, una plataforma 
completa de servicios web para que la administración 
electrónica proporcione a los ciudadanos mejores y ma-
yores garantías sobre el tratamiento y preservación de la 
información manejada, garantizando su interoperabili-
dad y disponibilidad presentes y futuras.   

FIGURA 4. Arquitectura tecnológica de @Doc

FIGURA 5. Infraestructura técnica sobre 
la que se despliega @Doc
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El modelo desarrollado en los años 90 se basaba en 
un sistema departamental con arquitectura clien-
te-servidor desarrollado en Visual Basic y que se 

apoyaba en bases de datos Microsoft SQL Server . Este 
sistema aún sigue prestando servicio en alrededor de 20 
centros gestores u organismos de la administración.

A principios del nuevo siglo, la IGAE inició un proceso 
de análisis para sustituir la arquitectura de sus aplicacio-
nes cliente-servidor para dotar a éstas de tecnologías más 
escalables y con mejores perspectivas de crecimiento, 
es decir, sistemas basados en web y en tecnología Java, y 
pensados para que las aplicaciones de la IGAE pudieran 
proporcionar su servicio a través de Internet bajo proto-
colo http. 

Basándose en estas tecnologías, la IGAE definió los 
estándares para los desarrollos futuros creando un fra-
mework de desarrollo que facilitase la adaptación a 
las nuevas tecnologías. Este framework, denominado 
FRACC (Framework de desarrollo para Aplicaciones de 
Contabilidad y Control), se diseñó teniendo como refe-
rencia Struts, si bien  en el año 2012 se actualizó ̀ pasando 
a utilizar como base el framework de desarrollo de aplica-
ciones Spring MVC. 

Características técnicas del nuevo sistema
A partir del año 2007 se inicia el análisis de un nuevo sis-

tema de gestión económico-presupuestaria siguiendo el 
nuevo modelo de desarrollo y con objetivos tecnológicos 
muy claros: actualizar la tecnología del sistema asumien-
do el nuevo paradigma definido con FRACC, proporcio-
nar el servicio en la nube de forma que el crecimiento y la 
incorporación de nuevos centros gestores u organismos al 

FIGURA 5. Infraestructura técnica sobre 
la que se despliega @Doc

El sistema de información 
SOROLLA II

ANTONIO CARRASCO GRANDE 
Jefe de Área de Planificación de 
Sistemas de Información. 
Intervención General de la 
Administración del Estado

La Intervención General de la Administración del Estado (IGAE)  proporciona desde el año 
1996 un sistema de gestión económico-presupuestaria con carácter horizontal, dirigido a los 
entes u organismos de la Administración General del Estado con presupuestos limitativos.
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uso del sistema fuera más sencilla y, sobre todo, convertir 
a SOROLLA2 en el sistema de información de referencia 
para la gestión económico-presupuestaria en los ámbitos 
del sector público administrativo estatal con presupues-
to limitativo, asumiendo de forma nativa la tramitación 
electrónica y actuando como elemento vertebrador de la 
comunicación con un numerosos de sistemas de infor-
mación, unos dependientes de la IGAE y otros ajenos, 
involucrados en la administración electrónica.

Precisamente, la concepción de SOROLLA2 como sis-
tema orientado a la tramitación electrónica, ha obligado 
a establecer la necesaria interoperabilidad con los servi-
cios corporativos de la Informática presupuestaria de la 
IGAE introducidos en el contexto de la Administración 
Electrónica: desde los servicios de gestión de identidades, 
identificación electrónica, validación y firma electrónica, 
hasta los de gestión documental y custodia de todos los 
documentos firmados electrónicamente. Con carácter 
general, el acceso a estos servicios proporcionados a tra-
vés de Internet/intranet a diversos organismos públicos, 
requiere, como otros facilitados por Informática Presu-
puestaria, que el usuario esté previamente registrado y 
autorizado para acceder a cada uno de ellos. 

La gestión de identidades viene condicionada por lo 
dispuesto en la Resolución de 27 de febrero de 2009, de 
la Secretaría de Estado de Hacienda y Presupuestos, por 
la que se regula la política de seguridad de los sistemas de 
información de la Secretaría General de Presupuestos y 
Gastos y de la Intervención General de la Administración 
del Estado. De la misma se deriva el procedimiento para 
el acceso a los sistemas de información de los servicios de 
Informática presupuestaria de usuarios externos al ám-
bito de la Administración presupuestaria. Los sistemas, 
dependiendo del tipo de información y el tipo de acceso, 
se clasifican en sistemas de libre acceso, sistemas que re-
quieren código de usuario y contraseña, y sistemas que 
requieren un certificado digital. El sistema SOROLLA2 se 
clasifica como sistema que requiere de certificado electró-
nico para la identificación de sus usuarios. Como el resto 
de sistemas corporativos de la IGAE, SOROLLA2 delega 
este proceso de identificación en el sistema corporativo de 
gestión de identidades que permite la identificación y el 
control de autorizaciones de acceso, tanto para usuarios 
como para otros sistemas que se comuniquen a través de 
servicios web.

El acceso al sistema se realiza a través de Internet/in-
tranet y la identificación y autenticación, como ya se ha 
indicado, se realiza mediante un certificado electrónico 
de entre los admitidos por la plataforma @FIRMA.

Asimismo el sistema SOROLLA2 se apoya en los servi-
cios que ofrece el portafirmas electrónico corporativo (Do-

celWeb) y los servicios corporativos de validación y firma 
electrónica. Este portafirmas está preparado para recibir 
solicitudes de firma desde los distintos sistemas de infor-
mación de los servicios de Informática presupuestaria, 
y permite firmar mediante certificado electrónico de los 
admitidos por la citada plataforma @FIRMA, generando 
firma electrónica bajo las especificación XAdES. Dicho 
portafirmas se pone a disposición de todos los usuarios 
que utilizan sistemas de información de los servicios de 
Informática Presupuestaria de la IGAE.

Los documentos firmados electrónicamente se archi-
van a través de la plataforma de gestión documental cor-
porativa de la IGAE, que incluye todos los servicios para 
almacenamiento y custodia longeva de los documentos.

La infraestructura utilizada en el desarrollo en los sis-
temas de información basados en FRACC está compuesta 
por Eclipse como IDE, el servidor de aplicaciones Oracle 
Weblogic, la base de datos Oracle, subversión como repo-
sitorio de código, Maven como herramienta de gestión de 
la construcción del proyecto, Artifactory como repositorio 
de librerías y Jenkins como planificador de tareas automá-
ticas: compilaciones, pruebas y despliegues. En lo relativo 
a la integración con otros sistemas de información se está 
siguiendo una estrategia tendente a derivar el desarrollo 
de todas aquellas comunicaciones que se pueden realizar 
mediante servicios web siguiendo esta tecnología.

Todas estas características técnicas, así como las po-
sibilidades y expectativas que proporciona SOROLLA2, 
unidas a la entrada en vigor de la obligatoriedad de uso 
de la factura electrónica a raíz de la ley 25/2013, de 27 de 
diciembre,  han generado una fuerte demanda en la utili-
zación de expedientes electrónicos y cuentas justificativas 
electrónicas, haciendo que SOROLLA2 se convierta en el 
sistema de referencia para impulsar la tramitación elec-
trónica y la facturación electrónica en el ámbito de la AGE. 
Este hecho ha dado lugar a que el número de solicitudes 
de adhesión haya aumentado significativamente, hasta el 
punto de sobrepasar la capacidad actual de la IGAE, pro-
vocando que no se pueda atender a los centros al ritmo 
que éstos demandan.

Proceso de implantación
El sistema SOROLLA2 basándose en FRACC se desa-
rrolla desde el año 2008 implantándose en los primeros 
centros pilotos en el año 2010. Desde entonces se ha im-
plantado en más de 130 órganos gestores del gasto de la 
Administración General del Estado, contando en la actua-
lidad con más de 4.400 usuarios activos.

El proceso de incorporación de nuevos centros gestores 
u organismos a este tipo de soluciones es complejo, pues-
to que requiere de un estudio previo de la organización 
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y de los diversos procedimientos utilizados para los dis-
tintos tipos de gastos gestionados en cada centro gestor u 
organismo. Una vez finalizada esta primera fase es nece-
sario un estudio para la personalización o adecuación del 
sistema a la organización y necesidades del centro gestor 
u organismo, lo que en no pocas ocasiones genera nuevos 
requerimientos o adaptaciones del sistema. En definitiva, 
se trata de que tanto el centro gestor u organismo como el 
sistema se adapten el uno al otro.

Pero este tipo de estudios no constituyen la única tarea 
compleja en el proceso de implantación de SOROLLA2: 
uno de los mayores cuellos de botella con que nos hemos 
encontrado ha sido la formación de usuarios. 

El ámbito a tratar en esta formación es muy amplio y 
complejo por lo que sólo puede ser impartida por personal 
con amplia experiencia, no sólo en el sistema de informa-
ción, sino también en la gestión económico presupuesta-
ria y en la contabilidad.

El gran número de usuarios que se han ido incorporan-
do al sistema desde el año 2012 ha sido uno de los frenos 
a la hora de incorporar nuevos centros gestores u organis-
mos, dadas las limitaciones de tiempo disponible por par-
te del equipo del IGAE para las tareas de formación. Otro 
freno para la incorporación de nuevos centros gestores u 
organismos viene dado por el proceso de migración de da-
tos desde el sistema SOROLLA cliente-servidor. Desde el 
principio del proyecto se estableció como requisito la mi-
gración de toda la información del sistema antiguo, pese 
a que ambos sistemas tienen importantes diferencias en 
cuanto a tecnologías y sobre todo a funcionalidades. El 
nuevo sistema es más exigente que el antiguo en cuanto 
a validaciones contables, persiguiendo una mayor sincro-
nía con el Sistema de Información Contable (SIC’3) lo que 
provoca que, antes y durante los procesos de migración, 
haya que preparar los datos en el sistema antiguo (se re-
cuerda que en la primera generación del sistema la base 
de datos reside en local en los servidores del propio centro 

FIGURA 1. Mapa actual y previsto de integraciones en SOROLLA II



72 | boletic 75 • noviembre 2015

Tecnología
gestor u organismo) para que puedan pasar las validacio-
nes del nuevo sistema.

En ningún momento la arquitectura del sistema ha 
supuesto un obstáculo para el crecimiento del número 
de usuarios; lógicamente se han venido realizando inver-
siones en equipos, pero la arquitectura seleccionada está 
escalando tal y como estaba previsto inicialmente.

Modelo organizativo
La implantación se realiza a nivel de lo que en la IGAE de-
nominamos órgano gestor y unidad tramitadora. El órga-
no gestor sería aquel centro u organismo que gestiona un 
crédito presupuestario, mientras que las unidades trami-
tadoras son aquellas unidades que efectivamente realizan 
los trámites asociados al gasto, o a la gestión del inventario 
y se relacionan con sus intervenciones delegadas, a efec-
tos de la fiscalización previa, y con su oficina contable.

El sistema está preparado para que cada unidad trami-
tadora pueda dar servicio a uno o a varios centros gesto-
res, y al propio tiempo para que cada centro gestor pueda 
utilizar los servicios de varias unidades tramitadoras (por 
ejemplo, en función de la naturaleza del gasto), de forma 
que pueda responder a las necesidades tanto de pequeños 
organismos como de grandes ministerios, pasando por 
toda la escala de entidades, en las que su estructura ad-
ministrativa se mapea a la estructura de centros gestores 
y unidades tramitadoras dedicadas a la gestión del gasto.

En estos momentos las unidades tramitadoras pueden 
ser de cuatro tipos: cajas pagadoras, gestión de expedien-
tes, gestión de inventario y contratación. Cada uno de 
estos tipos tiene asociadas una serie de funcionalidades 
específicas.

Cada usuario del sistema puede tener acceso a una o 
varias unidades tramitadoras de cualquier tipo, lo que le 
da al sistema la flexibilidad necesaria en un entorno tan 
heterogéneo como la gestión económica del gasto en la 
Administración General del Estado.

Funcionalidades básicas
Funcionalmente el sistema dispone de diversos módulos 
diferenciados, entre los que destacan la gestión de cajeros 
pagadores, la gestión o tramitación de expedientes de gas-
to y la gestión del inventario. Como novedades respecto al 
sistema antiguo se han incorporado los módulos de ges-
tión para comisionados y para el órgano de contratación.

El sistema incorpora un módulo adicional de adminis-
tración y configuración centralizada que permite la para-
metrización del sistema para adecuar el comportamiento 
del mismo a las características, necesidades y preferen-
cias de cada uno de los centros gestores que se adhieren 
al sistema.

El detalle de las funcionalidades proporcionadas por 
el sistema sin duda excede del propósito de este artículo, 
pero son precisamente estas funcionalidades, y su tra-
tamiento integrado, la mayor fortaleza de este sistema, 
junto con su capacidad para la vertebración de las comu-
nicaciones con otros sistemas relacionados con la gestión 
económico-presupuestaria de los centros gestores u or-
ganismos. A título meramente indicativo se expone un 
esquema del mapa actual y previsto de integraciones de 
SOROLLA2 con otros sistemas de la propia IGAE y ajenos 
a la misma.  (FIGURA 1)

Evolución del sistema
Sin duda los dos principales retos a los que ahora nos 
enfrentamos residen en la consolidación de los proce-
dimientos y de la cultura de tramitación electrónica, en 
general, y de la facturación electrónica, en particular, por 
un lado, y en la evolución de la estructura de soporte de 
la IGAE para dar respuesta en tiempos razonables a la 
elevada demanda de adhesiones. Este último reto es el que 
actualmente genera una mayor preocupación, dado que 
el aumento de usuarios y el desplazamiento de la cultura 
de trabajo tradicional hacia una nueva dominada por la 
transformación digital exigen una estructura de soporte 
proporcional a estos desafíos.

Al mismo tiempo será preciso evolucionar en las pres-
taciones funcionales proporcionadas por el sistema. A 
título de ejemplo, se está trabajando en la adecuación del 
sistema para el tratamiento de pagos en divisas, de forma 
que el sistema también pueda ser utilizado por unidades 
en el interior o en el exterior que trabajan con monedas 
distintas del euro. Otra línea de trabajo generada a solici-
tud de los usuarios del sistema es la que atañe al desarrollo 
de un módulo específico para las unidades proponentes 
del gasto, fundamentalmente a efectos del inicio del ex-
pediente. Asimismo habrá que avanzar en el mapa de in-
terrelaciones con otros sistemas en la órbita de la gestión 
económico-presupuestaria.

Por último, es de destacar la colaboración que se ha 
iniciado con el CSIC, que se ha instrumentado a través de 
un convenio de colaboración entre IGAE y CSIC, para in-
corporar a medio y largo plazo nuevos módulos que sean 
de utilidad a los Organismos Públicos de Investigación, 
como pueden ser la gestión de proyectos de investigación 
o de los ingresos, que se integren con el núcleo base de 
SOROLLA2.     

Tecnología
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Este año celebramos en  ASTIC 
los 25 años de existencia del 
Cuerpo Superior de Sistemas y 

Tecnologías de la Información de la 
AGE, que es el Cuerpo al que perte-
necen la mayoría  de los socios y des-
de el que se constituyó la Asociación 
en 1990. 

Con el paso de los años, la asocia-
ción va siendo cada vez más abierta 
y plural, y consciente de que el im-
pulso de las TIC como motor de 
progreso en las Administraciones 
Públicas requiere del esfuerzo de to-
dos, en Octubre de 2013   aprueba en 
Junta General  Extraordinaria  unos 
nuevos  estatutos  que permiten que 
profesionales de diferentes cuerpos 
superiores TIC de la Administración 
y, en particular, a los pertenecientes 
al Cuerpo Superior de Sistemas y 
Tecnologías de la Administración de 

la Seguridad Social, se integren en la 
asociación como socios de pleno de-
recho.

De esta manera, se acababa con 
una situación incómoda y difícil-
mente sostenible en la que personas 
muy cercanas a ASTIC, no podían 
participar en los órganos de gobier-
no o en los procesos electorales de la 
asociación.

Con el fin de dar a conocer el 
Cuerpo Superior de Sistemas y Tec-
nologías de la Administración de la 
Seguridad Social, he decidido hacer 
un poco de “arqueología” en el BOE 
y en otras fuentes y resumir la proce-
dencia e historia del cuerpo.

Historia
Los orígenes de los cuerpos TIC de 
la Seguridad Social se remontan a 
1970, asociados al Instituto Nacio-

nal de Previsión (INP), institución  
creada por Antonio Maura en 1908 
para la aplicación de las políticas de  
la Seguridad Social y de la asistencia 
sanitaria en España.

De acuerdo al Estatuto de Insti-
tuto Nacional de Previsión de 1970,  
se prevé la creación de la Escala de 
Informática, la que se divide en las 
siguientes clases:
•  Analistas de sistemas.
•  Analistas de aplicaciones.
•  Programadores de sistemas.
•  Programadores de aplicaciones.
•  Operadores de procesador electró-
nico,
• Operadores de equipos de introduc-
ción  de datos.

El INP Se extinguió en 1978 y, en 
función de lo acordado en los Pactos 
de la Moncloa, se establece un nuevo 
sistema de gestión, administrado por 

Perfiles TIC

Este año celebramos en  ASTIC los 25 años de existencia del Cuerpo Superior de Sistemas y 
Tecnologías de la Información de la AGE, que es el Cuerpo al que pertenecen la mayoría  de los 
socios y desde el que se constituyó la Asociación en 1990. 

El Cuerpo TIC de 
la Seguridad Social

ANDRÉS PASTOR
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los siguientes organismos:
• Instituto Nacional de la Salud 
(INSALUD), prestaciones médicas;
• Instituto Nacional de la Seguridad 
Social (INSS), prestaciones econó-
micas;
• Instituto Nacional de Servicios So-
ciales (INSERSO), gestión de servi-
cios sociales;
• Instituto Social de la Marina (ISM) 
servicios y gestión de estos para los 
trabajadores del mar;
• Tesorería General de la Seguridad 
Social

Como complemento a esta estruc-
tura organizativa en Enero de 1980 
se crea la  Gerencia de Informática 
de la Seguridad Social como Servicio 
Común de la misma, a la que se le 
atribuyen, de forma resumida, las si-
guientes funciones:
- Investigar, crear, desarrollar y man-
tener los sistemas  de Información.
- Crear, explotar, mantener y actuali-
zar los sistemas informáticos.
- Estudiar y proponer  los medios 
necesarios para la explotación de los 
sistemas informáticos 

Perfiles TIC

Sede actual de la Gerencia de Informática
de la Seguridad Social

FIGURA 1. Situación
administrativa



            noviembre 2015 • boletic 75 | 75  

Se prevé la participación de las 
Entidades Gestoras en la Estructura 
organizativa de la Gerencia a través 
de un consejo rector.  

En 1986, se procede a la homolo-
gación del régimen de personal de la 
Seguridad Social con el de la Admi-
nistración Civil del Estado y se orde-
nan los Cuerpos de Funcionarios de 
la Administración de la Seguridad 
Social.

En concreto, se integran en la es-
cala de analistas de informática de 
la Administración de la Seguridad 
Social, en virtud de lo dispuesto en 
el artículo 27.3 de la ley de medidas 
para la reforma de la función pública, 
los funcionarios que, ostentando a la 
fecha de entrada en vigor de la men-
cionada ley titulación de licenciado, 
ingeniero superior o arquitecto su-
perior, pertenezcan a alguna de las 
escalas siguientes: 
• Escala de analistas y programadores 
del cuerpo de informática del extin-
guido instituto nacional de previsión. 
• Escalas de analistas y programado-
res del cuerpo de informática del ex-
tinguido mutualismo laboral. 
• Escala de programadores del cuerpo 
de informática referida en la orden de 
4 de julio de 1981. 

En 1990, dentro de los Presupues-
tos Generales del Estado, se crea el 
Cuerpo Superior de Sistemas y Tec-
nologías de la Información, encua-
drado en el Grupo A, así como los 
Cuerpos de Gestión de Sistemas e 
Informática de la Administración 
del Estado y de Técnicos Auxiliares 
de Informática de la Administración 
del Estado.

En Enero de 1992, se aprueba una 
convocatoria para la integración en el 
Cuerpo Superior de Sistemas y Tec-
nologías de la AGE del personal fun-
cionario de otras Escalas o Cuerpos 
de igual grupo de titulación, proceso 
en el que se integran efectivamente 
una gran parte de los funcionarios 
TIC de la Seguridad Social.

FIGURA 2. Tabla con los Intervalo de edad

FIGURA 3.Gráfica con los intervalo de edad

FIGURA 4.Número de funcionarios 
por provincias
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A pesar de esto, durante los años 
sucesivos, la estructura de cuerpos 
del Estado y de la Seguridad Social 
siguen caminos paralelos, con oposi-
ciones diferenciadas, pero con com-
pleta permeabilidad en cuanto a los 
destinos a los que acceden los funcio-
narios de los diferentes cuerpos.

En 1997 la Escala de Analistas de 
Informática se renombra y adapta a 
los tiempos, pasando a denominarse 
Cuerpo Superior de Sistemas y Tec-
nologías de la Administración de la 
Seguridad Social.

En 2005 se celebra el último 
proceso selectivo por acceso libre al 
Cuerpo superior de Sistemas y Tec-
nologías de la Administración de la 
Seguridad Social  y en  2010 concluye 

el último proceso selectivo por pro-
moción interna.

Situación Actual
En la actualidad hay un total de 308 
funcionarios del Cuerpo Superior de 
Sistemas y Tecnologías de la Admi-
nistración de la Seguridad Social, 176 
en servicio activo (57%) y 113 (36%) 
están en excedencia voluntaria, segu-
ramente por haberse incorporado al 
Cuerpo TIC de la AGE. (FIGURA 1)

Como curiosidad, muchos com-
pañeros de la GISS pertenecen a 
ambos Cuerpos TIC (AGE y Segu-
ridad Social), habiendo optado por 
la excedencia voluntaria en uno de 
ellos en función seguramente de la 
conveniencia de pertenecer a Muface 

(mutualidad a la que adherían hasta 
hace pocos años los funcionarios  de 
nuevo ingreso en los Cuerpos de la 
AGE) o al Régimen General de la Se-
guridad Social (personal de Cuerpos 
de la Seguridad Social). 

Debido a que no se han producido 
incorporaciones en los últimos años, 
se trata de un colectivo de una edad 
media elevada, en torno a los 45-49 
años. (FIGURA 2)

Esto contrasta con la edad media 
de los funcionarios de nuevo ingreso 
a otros cuerpos de la Seguridad So-
cial. Recientemente tuve la oportuni-
dad de participar en el curso selectivo 
de técnicos de la Administración de la 
Seguridad Social, cuerpo equivalente 
al de los Administradores Civiles del 
Estado, y constaté la juventud y pre-
paración de esta nueva promoción. 

La distribución entre hombres y 
mujeres no es paritaria, salvo en el 
segmento de 50 a 54 años de edad. Lo 
cierto es que hay muy buenos profe-
sionales de ambos sexos y las muje-
res ocupan de forma natural puestos 
directivos.  (FIGURA 3)

Por último, destacar que hay una 
cierta distribución de personal del 
cuerpo TIC de la Seguridad Social en 
Provincias debido a la estructura de 
personal de la propia Gerencia de In-
formática de la Seguridad Social, que 
cuenta con Unidades Provinciales 
Informáticas para prestar servicios 
TIC in situ  a las Direcciones Pro-
vinciales de la TGSS, del INSS, del 
Instituto Social de la Marina y a las 
delegaciones territoriales de la Inter-
vención General de la Seguridad So-
cial. (FIGURA 4).

Espero que esta información ayu-
de a conocer mejor a este cuerpo,  que 
forma parte de ASTIC desde el año 
2013.   

Perfiles TIC
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Para debatir sobre las estrategias para la prevención, 
defensa, detección y respuesta avanzadas que miti-
gan estos y otros riesgos de ciberseguridad a los que 

están expuestas las Administraciones Públicas la Funda-
ción ASTIC organizó un almuerzo de trabajo en colabo-
ración con Symantec y Fujitsu. En él se conoció de mano 
de Joseba Garcia y Javier Ballesteros, Subdirector y Subdi-
rector adjunto TIC del Ministerio de Empleo y Seguridad 
Social respetivamente la experiencia sobre las APTs que 
han sufrido y los elementos de detección que actualmente 
tienen desplegados y que han contribuido a minimizar el 
impacto de los mismos en su infraestructura.

Miguel Angel (ASTIC): agradece la presencia de Joseba 
García, Subdirector General TIC en el Ministerio de Em-
pleo, y da paso a los expertos de SYMANTEC con el objeto 
de que expongan el caso del ataque sufrido en el Minis-
terio bajo la modalidad de ransomware, tipo de malware 
que se distribuye a equipos con la intención de cifrar el 
disco duro, secuestrando los datos e invitando a continua-
ción al usuario a iniciar algún tipo de acción con el fin de 
recuperar dicha información. 

Miguel Ángel Rodríguez, del Ministerio de Industria,  
abrió el evento confirmando que, si bien la seguridad es 
un aspecto crucial para preservar la información que se 

Ataques dirigidos y secuestro de información
por Ransomware afectando a las AAPP 
Estrategias para la prevención, defensa,
deteccción y respuesta

POR MAOLE CEREZO

La actividad asociada a Ransomware durante 2014 se 
incrementó en términos generales respecto al año an-
terior en un 113% y en gran medida afectando a las Ad-
ministraciones Públicas españolas. Ello ha ocasionado 
graves problemas por el secuestro de información, ci-
frando los equipos de los usuarios y la información que 
manejan. 2015 va en la misma línea, y hasta ahora el me-
canismo de prevención ha sido el parcheo para evitar 
las vulnerabilidades y que éstas sean explotadas por la 
fauna de malware que espera a las puertas de nuestros 
sistemas. Sin embargo, en 2014 las “top 3” vulnerabili-
dades más explotadas tardaron 204, 23 y 54 días en dis-
poner de parches por parte de los proveedores corres-
pondientes. 

Con la colaboración de:

CICLO DE EVENTOS DE PEQUEÑO FORMATO 
FUNDACIÓN ASTIC

Eventos
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maneja en la Administración, “a lo largo de los últimos 
años, como plasmación de los contenidos de la Estrategia 
de Ciberseguridad Nacional, cada vez se viene invirtiendo 
más del total del presupuesto de la AGE en seguridad”. 

Las amenazas más habituales “las constituyen el cibe-
respionaje, la ciberguerra, el cibercrimen o ciberterroris-
mo y el hacktivismo”. Un informe elaborado por el Centro 
Criptológico Nacional indica “que los incidentes de segu-
ridad sufridos en 2014 casi  duplican a los experimenta-
dos durante 2013”. Otro informe de SYMANTEC indica 
que en 2015 la ventana de parcheo de los equipos (tiempo 
comprendido entre la publicación de una vulnerabilidad 
y el desarrollo del parche que impide su explotación) está 
siendo en torno a los doscientos días.

El Ministerio de Empleo y Seguridad Social, como com-
partió García Celada “constituye un escenario especial-
mente crítico en materia de seguridad, registrando unos 
40.000 usuarios internos y alrededor de tres millones 
de usuarios de transacciones electrónicas a través de los 
distintos sistemas”. Tanto los servicios centrales como los 
organismos autónomos que de ellos dependen “cuentan 
con sistemas de defensa y barrera centralizados que en 
general han conseguido evitar daños importantes proce-
dentes de ciberataques”. Hace unos meses se produjo un 
ataque importante, que según el Centro Criptológico Na-
cional “mostraba indicios de haber sido auspiciado desde 
algún gobierno, y cuyas características le permitían supe-
rar los controles más habituales, mediante una auténtica 
ingeniería de búsqueda de información que partiendo de 
una simple navegación era capaz de localizar y descargar 
información que suponía relevante”. Este ataque, reco-
noció el Subdirector General TIC, “supuso el punto de 
partida para la búsqueda de alternativas a los sistemas de 
protección hasta entonces habituales”. Más recientemen-
te “se produjeron invasiones de ransomware, capaces de 
expandirse por todo el sistema saltando todo tipo de ba-
rreras partiendo de la conexión de un usuario concreto. 
Este software fue capaz de establecer una cadena de alte-
ración de privilegios de forma que, tras abrir una puerta, 
pudo llegar hasta las cabinas de almacenamiento”. Este 
hecho “resultó especialmente preocupante al contar el 
Ministerio con un número de teletrabajadores cercano a 
los tres mil, y cuyos puestos móviles resultan mucho más 
difíciles de controlar y para el que no sirve el bastionado 
tradicional”. 

En este contexto, y con la colaboración de SYMANTEC, 
“se abordó una prueba consistente en incorporar una he-
rramienta avanzada y, aprovechando los archivos descar-
gados durante el ataque, estudiar el comportamiento de 
dicha herramienta ante esa acción concreta, creándose un 
entorno que permitiese analizar dicho comportamiento en 

Las amenazas más habituales 
“las constituyen el 
ciberespionaje, la ciberguerra, 
el cibercrimen o 
ciberterrorismo y el 
hacktivismo”. Un informe 
elaborado por el Centro 
Criptológico Nacional indica 
“que los incidentes de 
seguridad sufridos en 2014 
casi  duplican a los 
experimentados durante 
2013”-
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vivo”. El objetivo final de esta prueba piloto fue “buscar la 
protección de los activos críticos ante una amenaza desco-
nocida a priori, con el fin de definir controles avanzados 
de protección capaces de evitar la infección y producir un 
bloqueo temprano que evitase la expansión del ataque por 
los distintos sistemas”. De esta forma se creó un entorno de 
laboratorio, dotado de las herramientas SYMANTEC Data-
center y Critical System Protection y con las librerías proce-
dentes de la captura efectuada por el ransomware durante 
el ataque. La arquitectura en la que se estuvo trabajando 
“contaba tanto con Windows 7 como con XP, e incorporaba 
por un lado, las consolas de control de las herramientas 
de SYMANTEC y, por otro, una carpeta denominada “con-
fidencial” y que debía ser protegida”. Se procedió a “acti-
var el ransomware, y a observar cómo se iba sucediendo 
una continua descarga de código binario y cómo se iban 
cifrando los elementos del sistema no protegidos, mien-
tras los protegidos quedaban a salvo de dicha acción, sin 

poder accederse a ellos mediante aplicaciones distintas de 
las permitidas ni a través de aquéllas que pudieran inten-
tar suplantarlas”. De esta forma “se consigue contener el 
incidente, evitando el cifrado de la información relevante y 
manteniéndolo accesible para aplicaciones y usuarios au-
torizados”. Este tipo de solución se basa en “conseguir un 
sistema proactivo, capaz en su configuración normal de ir 
desarrollando un aprendizaje sobre los tipos de acceso que 
sí deben ser permitidos, y que bloquee de forma eficaz los 
accesos no permitidos. Es importante determinar dónde 
se van a establecer los sistemas de protección avanzada ne-
cesarios, con el fin de evitar bloquear de forma preventiva 
todo el sistema y de permitir el desarrollo de su actividad 
normal por parte de los usuarios”. 

En definitiva, se trata de “disponer de cierta capacidad 
de parcheado virtual, de forma que se puedan aislar los 
entornos de ejecución y confinar las amenazas evitando su 
expansión por el sistema”.
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Un paso adelante en el estudio de este tipo de solución 

vendrá dado por “el análisis de su comportamiento en en-
tornos reales, con el fin de determinar la capacidad real 
de aprendizaje de este tipo de herramienta y observar el 
rendimiento de la misma combinado con el de otros ele-
mentos de seguridad aportados por los dispositivos para 
permitir que los usuarios no vean afectada la gestión por 
la propia protección”.

Carlos Fernández, CyberSecurity Specialist  de  SY-
MANTEC, reflexionó acerca de la importancia de deter-
minar claramente qué es lo que ocurre realmente cuando 
se produce un incidente de seguridad. Comentó como 
mediante ejercicios de tabletop es posible simular estos 
incidentes de forma que “cuando tengamos que hacer 
frente a un ataque, nuestra respuesta no sea parte del pro-
blema. Para ello, las herramientas de la familia ATP de 
SYMANTEC actúan tanto sobre el perímetro del sistema 
como sobre el endpoint, permitiendo abordar acciones 
que normalmente exigen la instalación de otros agentes 
o requieren disponer de otro tipo de visibilidad. Median-
te una consola principal que controla todo el tráfico de 
red, y a través del motor de análisis CYNIC, se detectan 
los archivos maliciosos y se obtiene una serie de detalles 
sobre los mismos: se les asigna una calificación, se iden-
tifican su URL e IP, su nombre, y se pasa a monitorizar 
la amenaza, marcando el origen de la misma y trazando 
su desplazamiento al tiempo que se obtienen distintos 
indicadores de compromiso”

Desde la perspectiva de los 
integradores de servicios, se 
observa  durante los últimos 
años un desplazamiento de la 
inteligencia a través de los 
distintos mercados. Según 
esto, el mercado financiero ha 
cedido su liderazgo al 
tecnológico, como fruto de la 
mayor regulación que viene 
experimentando a raíz de la 
crisis .
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En el propio transcurso de la descarga “se puede incor-
porar el enlace malicioso al black list, sin esperar a efec-
tuar cambios en el firewall, de forma que siempre que 
se descargue ese fichero, entre de forma automática en 
cuarentena”. En el caso de ficheros procedentes de domi-
nios maliciosos pero no clasificados como malware a prio-
ri, éstos “son empaquetados y remitidos a SYMANTEC 
para su análisis ejecutando el archivo tanto en máquina 
virtual como física, y obteniendo como respuesta un re-
porte definitivo”. Estas acciones “podrían llevarse a cabo 
de forma simultánea para varios ficheros que mostrasen 
los mismos indicadores de compromiso en todos los en-
dpoints que tuviesen esos ficheros, aunque no hubiesen 
sido ejecutados”. Del mismo modo “operaría para varios 
dominios conectados compartiendo el nodo común de la 
consola de gestión de antivirus, desplegándose a través de 
los distintos directorios”.

De algunos detalles de los seis ataques de ransomware 
sufridos en el Ministerio Economía y Competitividad des-
de el pasado mes de octubre  habló Ignacio Cudeiro. El 
Ministerio dispone de “una solución de análisis basada en 
un entorno de laboratorio sandbox, y en un software que 
desde un endpoint permite inhabilitar el acceso a recur-
sos o trasladar el CPD a una VLAN de cuarentena”. Cuan-
do “el motor de análisis no es capaz de calificar la amenaza 
y el vector de entrada viene generado por una navegación 
por una URL que todavía no se ha reportado como mali-
ciosa, se plantea un problema grave de seguridad”. ¿Existe 
alguna solución para este tipo de caso? Preguntó. Y, ¿En 
qué se basa el patrón de detección del malware? ¿Existe, 
aparte del reconocimiento de firmas, algún análisis que 
permita verificar el comportamiento anómalo de un fi-
chero? Planteó ¿?Javier Merino, socio adherido de ASTIC. 

El CyberSecurity Specialist  de  SYMANTEC recordó que, 
fundamentalmente, existen tres tipos de entrada para el 
malware: el correo, la navegación web y los propios en-
dpoints. Explicó que el motor de análisis de SYMANTEC 
“cubre estos tres vectores de entrada, investigando la re-
putación de ficheros y dominios mediante la inteligencia 
de seguridad más completa del mercado, acometiendo a 
continuación un análisis de comportamiento y aplicando 
la tecnología SONAR, que reconoce los patrones prima-
rios de comportamiento de los ficheros, identificando su 
posible troyanización”. Si estos tres análisis concluyen sin 
una calificación clara del fichero, “se invoca CYNIC, con 
cinco motores distintos de detección, análisis estático y 
dinámico, y la posibilidad de, en última instancia, recurrir 
al bare metal”. Todo esto trata de “analizar en definitiva el 
comportamiento de los ficheros identificando los patro-
nes comunes al malware: establecer persistencias, esca-
lar privilegios, eludir el borrado, detener servicios, etc.” 

Cuando un software a priori “limpio” intenta efectuar un 
tipo de acciones que en principio, no debería abordar, se 
califica como malware. 1033

Desde la perspectiva de los integradores de servicios, 
se observa  durante los últimos años un desplazamiento 
de la inteligencia a través de los distintos mercados. Se-
gún esto, el mercado financiero ha cedido su liderazgo al 
tecnológico, como fruto de la mayor regulación que viene 
experimentando a raíz de la crisis. En opinión de María 
Gutiérrez, Security Manager de FUJITSU, “la tendencia 
imperante hoy en día en las organizaciones no pasa sólo 
por dotarse de mecanismos avanzados de protección, 
sino también por estrategias de vigilancia y monitoriza-
ción, dado que las amenazas son múltiples y cambiantes. 
La seguridad no sólo implica a la tecnología implantada 
sino también a la gestión y a la organización de los recur-
sos que permitan maximizar el rendimiento de la infraes-
tructura disponible”. 

Carlos Abad, del Centro Criptológico Nacional, comen-
tó como en su organismo se viene registrando, desde 
2014, una media situada entre 1.300 y 1.400 incidentes de 
seguridad mensuales, con una tendencia creciente, que 
no sólo procede de un incremento de los ataques, sino 
también de la implantación de un mayor número de son-
das y de un mayor porcentaje de notificaciones. En el caso 
concreto del ransomware, “se han detectado durante 2015 
doscientos quince casos, incluyendo tanto los ataques que 
culminaron con el cifrado de discos como aquéllos limi-
tados a contactos con DNS bloqueados gracias a la im-
plementación de políticas de  blacklisting de dominios”. 
También “se ha venido observando durante los últimos 
meses una constante evolución tecnológica del malware, 
con capacidad para generar daños irreparables”. 

Por su parte, el Teniente Coronel de Infantería del Man-
do Conjunto de Ciberdefensa, José Luis Quintero, recor-
dó que la Estrategia Nacional de Ciberseguridad “no sólo 
descarga responsabilidades en el Ministerio de Defensa, 
sino que incorpora otros actores como el Ministerio de 
Industria, el de Presidencia, el C.N.I., INCIBE...” En es-
tos momentos, el Ministerio de Defensa “está sufriendo 
ataques en consonancia con los experimentados por otros 
organismos públicos y privados, incluyendo numerosos 
casos de ransomware”. 

Una de las experiencias del Ministerio de Fomento que 
ha resultado positiva relativa a incidentes basados en phis-
hing fue expuesta por Rafael Santos. Comentó que “en la 
mayoría de estos ataques se utilizan traducciones auto-
máticas de las páginas web o de los correos originales, lo 
que da lugar a una presencia fácilmente reconocible de 
errores y faltas de ortografía”. La difusión de ésta carac-
terística típica del phishing entre los usuarios “ha contri-
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buido a bloquear en gran medida este tipo de ataques”.

Y en el caso concreto del Ministerio de Empleo ¿cuál re-
sultó ser el vector de entrada del ataque?, ¿cuánto tiempo 
se tardó en eliminar la amenaza?, ¿existe una estimación 
del coste asociado a la existencia de esa brecha en la segu-
ridad?, preguntó Miguel Ángel Rodríguez.

García Celada contó que la entrada se produjo al acce-
der a un correo privado desde un dispositivo del Ministe-
rio. Curiosamente, “la contaminación se extendió hacia 
recursos no accesibles desde el puesto de entrada, y este 
comportamiento anómalo fue lo que detrajo mayor tiem-
po para el análisis de la infección, dando lugar a que los 
primeros intentos de contención resultasen ineficaces”. 
El impacto en el funcionamiento de la organización re-
sultó importante, al bloquear un puesto que ocupaba una 
posición estratégica y generar quince días de trabajos ex-
traordinarios hasta conseguir restablecer la normalidad. 
La existencia de copias de seguridad aisladas permitió re-
cuperar, a su vez, la totalidad de la información.

Para la Security Manager de Fujitsu “algunos organis-
mos de la administración, por su tamaño, tienen muy di-
fícil establecer un control absoluto sobre sus conexiones a 
Internet, y las auditorías suelen descubrir con frecuencia 
deficiencias en este aspecto de la seguridad, a menudo 
relacionada con las tareas de mantenimiento de los sis-
temas”. 

¿Existe alguna posibilidad de controlar este tipo de bre-
chas? Se planteó.

Según José Carlos Cerezo, Especialista en Seguridad 
de SYMANTEC, la mayor parte de las medidas que se 
adoptan tradicionalmente “son de naturaleza reactiva, lo 
que supone en la práctica ir por detrás de las amenazas”. 
En el caso comentado del Ministerio de Empleo, “la filoso-
fía es distinta, se aborda la seguridad de forma proactiva, 
bien protegiendo la información para impedir su robo o 
su cifrado, bien protegiendo sistemas para evitar que se 
vean comprometidos con independencia del tipo de ame-
naza o de la variante del malware empleados en el ataque. 
La proactividad pasa por reducir el riesgo al máximo, mo-
nitorizando el riesgo residual y obteniendo así el máximo 
control posible”. 

En opinión de Ignacio Cudeiro, “una mayor proacti-
vidad basada en una mayor defensa de la información, a 
menudo impacta de forma muy negativa en el servicio”. 
¿Cómo se puede dotar de proactividad a la seguridad sin 
afectar al servicio?, planteó. 

Para Celia Andrés, del Ministerio de Educación, Cultu-
ra y Deporte, en nuestro país “los ciudadanos en general 
no prestan gran atención a la seguridad, lo cual constituye 
un problema cultural importante. Debería hacerse un es-
fuerzo por impartir formación a los empleados públicos 

con el fin de mentalizar a los usuarios de los sistemas de 
información de la Administración acerca de la importan-
cia de la seguridad y contribuir así a minimizar por esta 
vía el impacto de las amenazas”.

En este sentido, Jorge Navas, Coordinador del Equipo 
de Auditoría Informática de la Intervención General de la 
Administración del Estado, informó de que las auditorías 
de sistemas en organismos públicos “recogen la dificul-
tad de evaluar la mentalidad que impera en los usuarios 
en materia de seguridad”. Existe una técnica cada vez 
más difundida consistente “en enviar un falso phishing 
a todos los usuarios de una organización, de forma que 
todos ellos lo reciban de forma simultánea, evaluándose 
a continuación las respuestas y poniendo al corriente de 
su error a los usuarios que corresponda”. Este tipo de ac-
ción “resulta inocua, no cuesta nada, permite evaluar el 
riesgo latente, da lugar a que se hable sobre seguridad en 
la organización y sirve para refrescar las buenas prácticas 
en la memoria de los usuarios”. 

Los problemas citados a lo largo del debate, tal y como 
concluyó David Fernández de SYMANTEC,  “no se re-
suelven sólo mediante la aplicación de controles técnicos. 
Las personas, así como los procesos y las organizaciones, 
tienen tanta o más importancia que la inteligencia y la 
tecnología”. La solución tecnológica planteada por SY-
MANTEC “no elimina el riesgo de raíz, pero lo reduce de 
forma considerable tanto para las amenazas conocidas 
como para las desconocidas, y puede ser de especial apli-
cación a las infraestructuras críticas de la Administración 
Pública”. Se trata de una capa de defensa que “es a la vez 
una capa de detección al orientarse a reducir la ventana 
de exposición integrando el SYMANTEC endpoint, un 
elemento de red  y un elemento de correo, agilizando la 
respuesta”.      



Con el fin de intercambiar conocimientos y poner en común experiencias en el 
desarrollo, promoción y utilización de las Tecnologías de la Información y las 
Comunicaciones en el ámbito, principalmente de las Administraciones Públicas, 
la Fundación ASTIC organiza distintos tipos de actividades disponibles en su 
página web www.fundastic.es.

Para más información acerca de las actividades de la Fundación:  
comunicacion@astic.es



Los más de 650 socios de ASTIC somos funcionarios de los Cuerpos Superiores 
de Tecnologías de la Información en la Administración. Nuestro principal cometido, aun-
que no excluyente, es la dirección y gestión de unidades y proyectos que permitan hacer 
realidad la Administración Digital, con el objetivo de proporcionar los mejores servicios 
públicos a los ciudadanos a través del buen uso de las nuevas Tecnologías.

En la web www.astic.es podrás encontrar las últimas novedades en materia de Tecnolo-
gías de la Información y la Administración, así como los últimos números de BOLETIC. 

Además, a través de nuestra cuenta de Twitter @_ASTIC podrás estar al día de todas las 
noticias y novedades de la Asociación, de la actualidad tecnológica y de la Administra-
ción, 

Porque todos hacemos ASTIC


